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INTRODUCCIÓN 

1. Planteamiento del Problema  

Desde la promulgación de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 

el año 1917, que reformó a la de 1857, el constituyente legisló en su artículo 133 que los 

tratados de los que México fuera parte y que estuvieran de acuerdo con la Constitución misma, 

serían ley suprema en conjunto con ella; en la actualidad ese mismo dispositivo legal 

constitucional reza “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella 

y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el 

Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la 

Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y 

tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o 

leyes de las entidades federativas”1.  

Luego entonces resulta que, desde hace más de 100 años, los tratados internacionales son Ley 

en nuestro país e igualmente fuente del derecho y que si bien es cierto tanto nuestra Carta 

Magna y los tratados de los que México forma parte reconocen ciertos derechos 

fundamentales de las personas e inherentes a ellas, no menos cierto es que hasta la reforma a la 

Constitución, publicada en el Diario Oficial de la Federación, de fecha 10 de junio de 2011, en 

la que el legislador constituido no solo reforma la denominación del capítulo I, del título 

primero constitucional, intitulándolo “De los Derechos Humanos y sus Garantías”, sino que 

expresamente reconoce en el artículo 1º que: 

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los 

que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 

cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 

esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 

todo tiempo a las personas la protección más amplia”. 

                                                             
1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente. 
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Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 

los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del 

extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 

libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 

género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la 

religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 

atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 

derechos y libertades de las personas. 

A su vez, a guisa de derecho humano (irretroactividad de la ley), el legislador también reformo 

en esa misma fecha el diverso constitucional número 15 para quedar de la siguiente manera: 

“No se autoriza la celebración de tratados para la extradición de reos políticos, ni para la de 

aquellos delincuentes del orden común que hayan tenido en el país donde cometieron el 

delito, la condición de esclavos; ni de convenios o tratados en virtud de los que se alteren los 

derechos humanos reconocidos por esta Constitución y en los tratados internacionales de los 

que el Estado Mexicano sea parte”. 

Es por ello que se torna cuestionable como es que las autoridades (en su totalidad, pero sobre 

todo aquellas que resuelven cualquier tipo de controversia), en el ámbito de sus competencias, 

y en cumplimiento a un mandato constitucional, promoverán, respetarán, protegerán, pero 

sobre todo como es que garantizarán los derechos humanos de conformidad con los principios 

rectores de los mismos; asimismo, como prevendrán, investigarán, sancionaran y repararán las 

violaciones a los derechos humanos, porque si bien es cierto que deberá ser en los términos 

que establezca la ley, no menos cierto es que al día de hoy no se cuenta con términos precisos 

al respecto en la ley o leyes. 
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Encontrándonos inmersas todas las personas en nuestro país en el paradigma de iniciar el 

proceso evolutivo al nuevo sistema garantista de los derechos humanos o de dejar de ejercerlos 

debido al desconocimiento de los mismos o que conociéndolos, el sistema mismo garante de 

los derechos humanos no cuente con la ley o leyes que tengan por objeto promoverlos, 

respetarlos, protegerlos y garantizarlos y en su caso prevenir, investigar, sancionar y reparar 

las violaciones a los mismos, en términos de ley. 

En la presente investigación resultaría interminable analizar todas las obligaciones que el 

Estado tiene que observar hacia sus integrantes con el objeto de no violentarles sus derechos 

humanos inherentes a sus personas, con la intención de crear una legislación que evite tales 

transgresiones, inclusive también sería extenso tratar todos y cada uno de los derechos 

humanos que les asisten a los gobernados con la finalidad de plasmarlos particularmente en 

una normativa ordinaria que por objeto tenga promoverlos, respetarlos, protegerlos y 

garantizarlos y en su caso prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 

mismos, en términos de esa posible ley. 

Por lo que en este trabajo de investigación solo ahondaré sobre el principio de progresividad, 

sin que esto signifique demeritar los otros principios rectores de los Derechos Humanos como 

lo son universalidad, interdependencia e indivisibilidad. Más aún, el objetivo de la 

investigación se torna sobre la “prohibición de regresividad” en aplicación al principio de 

progresividad lato sensu de los derechos humanos. 

 

2. Relevancia y pertinencia del tema para los derechos humanos  

En el Estado Mexicano si bien es cierto que, en materia de derechos humanos, el principio de 

progresividad impone a toda autoridad al resolver alguna controversia entre los gobernados a 

que aplique y disponga una cierta gradualidad en observación a los derechos humanos, pues en 

cierta medida estos no pueden ser tasados en porcentaje alguno; así mismo se entiende que 

tales derechos humanos deben siempre mejorarse, lo que implica por sí mismo un verdadero 

progreso. 

Ahora bien, en esa tesitura resultaría un problema, que es la materia de investigación, que se 

llegara a originar una regresividad en el disfrute de alguno de los derechos humanos ya 
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reconocidos en cualquier sociedad moderna, pues se entiende legal y coloquialmente que en el 

principio de progresividad se encuentra inmersa en sí misma la prohibición de regresividad; 

sin embargo, no se cuenta con un mecanismo legal que garantice esa prohibición. 

  

3. Hipótesis  

Hoy en día las autoridades resolutoras en el ámbito de sus respectivas competencias resuelven 

todo tipo de controversias en donde están implícitos o explícitos los derechos humanos y en su 

mayoría resuelven el fondo del asunto fundamentando su resolución con disposiciones legales 

de derecho interno e inclusive con normas de derechos humanos contenidas en los tratados 

internacionales de los que México forma parte, sin embargo no contamos con un mecanismo 

legal que restrinja e imponga obligatoriamente la “no regresividad” en observancia al principio 

de progresividad de los derechos humanos. 

 

4. Objetivo General  

Analizar y discutir los avances a la prohibición de regresividad en observancia al principio de 

progresividad de los derechos humanos, que contemple su historia, su actualidad y sus 

perspectivas futuras, utilizando el derecho comparado internacional con nuestra Constitución 

Política y diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, que permitan 

enriquecerlos. 

 

5. Objetivos Particulares  

 Analizar y discutir avances en la investigación a la prohibición de regresividad en 

observancia al principio de progresividad de los derechos humanos en el Derecho 

Internacional. 

 Analizar y discutir avances en la investigación a la prohibición de regresividad en 

observancia al principio de progresividad de los derechos humanos en el Derecho 

Interno. 
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 Realizar un análisis y evaluación sobre la Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación donde establece que el tope para la pensión del ISSSTE se calculará con 

base en la Unidad de Medida y Actualización (UMA) y no en el salario mínimo (SM); 

y determinar si es regresiva de derechos humanos en materia de seguridad social. 

 

6. Metodología 

Mediante un sistema de investigación analítica, se identificarán y discutirán las aportaciones 

que tengan relación a la prohibición de regresividad en observancia al principio de 

progresividad de los derechos humanos que a través del tiempo se han llevado a cabo 

mediante diversas normativas legales, y dado que existe un vasto número de ellas, me 

avocaré solo a nuestra Constitución Política y a los medios de control constitucional, a la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, y a los siguientes tratados del sistema 

interamericano de derechos humanos ratificados por México en los que destacan la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Derechos 

Civiles y Políticos, y el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales, 

Culturales, como pilar del Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos; así 

como en los criterios jurisprudenciales locales y de la Corte Interamericana de los Derechos 

Humanos en ese tenor. 

 

7. Cronograma 
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CAPÍTULO I. DERECHOS HUMANOS  

I.1 ¿Que son los derechos humanos?  

A traves de una explicación etimológica como jurídica, describiré a grandes rasgos que son los 

derechos humanos y con ello introduciré al lector en la comprensión de todos aquellos 

derechos inherentes a la persona, así como las corrientes ideológicas que dieron lugar a ellos. 

Etimológicamente la palabra derecho proviene del latín directus, que significa lo recto, justo, 

legitimo, directo.2 

Iniciaré esbozando una descripción pragmática u objetiva del concepto de derecho. Resulta ser 

el derecho un conjunto de reglas o normas que el mismo ser humano se ha impuesto una vez 

que ha alcanzado a establecerse y vivir en sociedad, reglas de conducta que deben ser 

observadas y de no ser así, ¿Quién lo sancionará? ¿Él mismo o la autoridad de la sociedad a la 

que pertenece?  

Se puede destacar que desde tiempos inmemoriales se ha conceptualizado al derecho de 

acuerdo con la percepción que cada tratadista tiene sobre ese tópico en determinado tiempo y 

espacio, sin que hasta la fecha pueda existir consenso sobre un concepto que universalmente lo 

defina. 

Me satisface la manera tan sencilla, pero a la vez tan profunda de conceptualizar al derecho 

desde un punto de vista objetivo, realizado por el jurista contemporáneo Eduardo García 

Máynez3, al señalar que el derecho es un conjunto de reglas que imponen deberes y conceden 

facultades; llegando por ejemplo a nombrar a estas normas “perfectas”, en cuanto a su sanción, 

por la imposición de un castigo. 

La imposición de un castigo como sanción que refiere García Máynez deberá ser ejecutado por 

una autoridad competente dependiendo de la naturaleza de la regla o de la norma, así podemos 

encontrar por ejemplo sanciones administrativas y/o jurisdiccionales. Para Villoro Toranzo 

                                                             
2 Diccionario de la Real Academia Española. RAE 
3 García Máynez Eduardo señala: El derecho es un conjunto de normas. Tratase de preceptos imperativo-
atributivos, es decir, de reglas que, además de imponer deberes, concede facultades. (Introducción al estudio 
del derecho. Editorial Porrúa. 53a edición. Pag. 36 
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Miguel quien resulta ser otro jurista contemporáneo, ya figura explícitamente en su propio 

concepto de derecho al subrayar que es la autoridad quien declara obligatorias las normas.4 

Hasta aquí, entendemos que el derecho es producto de los integrantes de una sociedad o en su 

caso de la autoridad elegida por ese pueblo, con la finalidad de que ese conjunto de normas 

rija su conducta y en caso de inobservancia a dichas reglas legales les sea aplicada la sanción 

que corresponda de manera coactiva. Luego entonces, como podemos conceptualizar a los 

derechos humanos, si no los podemos encasillar en cuanto su creación a persona o autoridad 

alguna, ellos – los derechos humanos- son inherentes a la persona humana, siempre han 

existido como tales aunque hasta después de milenios de la existencia del ser humano, se haya 

empezado a considerarlos como tales; todo ello con independencia de la raza, sexo, 

nacionalidad, origen étnico, lengua, religión o cualquier otra condición, según lo contempla la 

Organización de las Naciones Unidas y ahonda al reconocer que estos derechos les 

corresponden a todas las personas, sin discriminación alguna. 

Nuestra Constitución Política vigente también los reconoce así, con la reforma de junio de 

2011, quedó plasmado que en nuestro país -México- todas las personas gozan de los derechos 

humanos reconocidos en nuestra constitución y en los tratados internacionales de los que 

formamos parte y de sus garantías para su protección, e inclusive a guisa de prohibición señala 

que, queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 

edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 

opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 

personas.5 

Enseguida una lista de manera enunciativa más no limitativa de los derechos humanos que son 

inherentes a las personas humanas, los cuales se encuentran considerados como derechos 

fundamentales de la Declaración Universal de los Derechos humanos, proclamada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948 en 

su Resolución 217 A (III). 

                                                             
4 “Derecho es un sistema racional de normas sociales de conducta, declaradas obligatorias por la autoridad, , 
por considerarlas soluciones justas a los problemas surgidos de la realidad histórica”. Introducción al Estudio del 
Derecho 7ª Edición, Porrúa, 1987, p.127/Villoro Toranzo Miguel. 
5 Artículo 1º Constitucional, párrafos primero y último. 

http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/217(III)
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 Libertad e igualdad de derechos de todos los seres humanos desde su nacimiento. 

 Prohibición de discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 

origen, ideologías de cualquier índole, estatus económico. 

 Derecho a la vida, libertad y seguridad de su persona. 

 Prohibición de esclavitud y servidumbre. 

 Prohibición de tortura y malos tratos. 

 Derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

 Derecho a igual protección de la ley. 

 Derecho de acción ante tribunales. 

 Prohibición de detención, prisión o destierro sin motivación. 

 Derecho a ser oído en audiencia pública ante autoridad competente e imparcial. 

 Derecho de presunción de inocencia. 

 Derecho a la privacidad. 

 Derecho a la libertad de tránsito y de residencia. 

 Derecho de asilo. 

 Derecho de nacionalidad. 

 Derecho al matrimonio. 

 Derecho de propiedad. 

 Derecho a la libertad de religión. 

 Derecho a la libertad de expresión. 

 Derecho a la libertad de reunión y de asociación. 

 Derecho de votar y ser votado. 

 Derecho a la seguridad social. 

 Derecho al trabajo. 

 Derecho a descansar. 

 Derecho al bienestar personal. 

 Derecho a la educación. 

 Derecho a la cultura y a los derechos de autor. 

 Derecho al reconocimiento internacional de los derechos humanos. 

 Derecho de obligarse. 
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 Prohibición de libre interpretación o de supresión de los derechos humanos. 

De la enunciación de los derechos humanos que se encuentran reconocidos a favor de las 

personas humanas, surge la interrogante de haber sido establecidos por el derecho natural o 

iusnaturalismo o por el derecho positivo o iuspositivismo; aquí las dos grandes corrientes que 

dieron lugar a ellos: 

En el iusnaturalismo, la existencia y por lo tanto el reconocimiento de esos derechos humanos 

de las personas es objetivo y no subjetivo; o sea, que son universales y que por el solo hecho 

de ser seres humanos son inherentes a ellos, son derechos naturales que les pertenecen desde 

su nacimiento, son inmutables, inclusive les son reconocidos desde antes de su existencia 

misma a toda la humanidad. 

A contario sensu, en el iuspositivismo, los derechos humanos son otorgados y reconocidos por 

leyes, por normas e inclusive por la costumbre, que como ya sabemos da lugar a la postre a las 

reglas jurídicas; por ello son considerados derechos positivos y no derechos naturales. 

 

I.2 Principios que rigen los derechos humanos 

Una vez que se ha respondido a la interrogante de qué son los derechos humanos, pasaré a 

describir cuales son los principios que los rigen, como los son el de progresividad, 

universalidad, interdependencia e indivisibilidad. 

Toda persona busca identificarse en sociedad a través del reconocimiento de sus derechos, sin 

embargo, mucha gente desconoce cuales o cuantos derechos posee y sobre todo los principios 

que rigen a tales derechos humanos. Nuestra Carta Magna fue reformada al respecto – en junio 

de 2011- y hoy en día bastaría la simple lectura de su parte dogmática para su comprensión 

general al respecto. Efectivamente, nuestra Constitución Política en su numeral primero 

establece y reconoce los principios aplicables a los Derechos Humanos de cualquier persona, y 

el ejercicio de estos no se restringirá ni se suspenderá salvo por mandato constitucional, por lo 

que toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en nuestra Constitución y en 

los Tratados Internacionales de los que México forma parte; los principios a los que se refiere 
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el texto de la constitución federal y los convenios suscritos por el ejecutivo federal con otras 

naciones son universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Universalidad. Consiste en el reconocimiento para toda persona por el simple hecho de serlo, 

de todos los derechos humanos sin distinción o discriminación alguna debido a raza, color, 

sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento, o cualquier otra condición social,  que pueda atentar su dignidad 

humana, sus derechos y libertades, trascendiendo inclusive en el ámbito internacional derivado 

de la convencionalidad de la que nuestro país forma parte con otros estados parte. 

i) universalidad: que son inherentes a todos y conciernen a la comunidad 

internacional en su totalidad; en esta medida, son inviolables, lo que no quiere decir 

que sean absolutos, sino que son protegidos porque no puede infringirse la dignidad 

humana, pues lo razonable es pensar que se adecuan a las circunstancias; por ello, 

en razón de esta flexibilidad es que son universales, ya que su naturaleza permite 

que, al amoldarse a las contingencias, siempre estén con la persona.6 

Interdependencia e Indivisibilidad. Consiste en la vinculación de todos los derechos 

humanos, no podemos ejercer un derecho humano sin que no esté correlacionado con otro u 

otros derechos humanos, por igual cualquier afectación a uno afecta a otro u otros. Asimismo, 

y por ello son indivisibles porque no se puede hacer la separación de uno u otro respecto de los 

demás. 

ii) interdependencia e indivisibilidad: que están relacionados entre sí, esto es, no 

puede hacerse ninguna separación ni pensar que unos son más importantes que 

otros, deben interpretarse y tomarse en su conjunto y no como elementos aislados. 

Todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles e 

interdependientes; debe darse igual atención y urgente consideración a la 

aplicación, promoción y protección de los derechos civiles, políticos, económicos, 

                                                             
6 Tesis  I.4o.A.9 K (10ª.) Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima época, 2003350 1 de 1, 
Tribunales Colegiados de Circuito, Libro XIX, Abril de 2013, Tomo 3, Página 2254 
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sociales y culturales; esto es, complementarse, potenciarse o reforzarse 

recíprocamente;7 

Progresividad. Consiste en el crecimiento gradual y constante de todo derecho humano, por 

lo que le resulta tácita la prohibición de regresividad o prohibición de retroceso de ello – 

antítesis - por parte del Estado y abarca tanto a los derechos civiles y políticos, así como a los 

derechos económicos, sociales y culturales. Es esta antítesis – prohibición de regresividad de 

los derechos humanos- la que ahondaré y en la que haré énfasis a lo largo del presente trabajo 

de investigación. 

iii) progresividad: constituye el compromiso de los Estados para adoptar 

providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 

especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad 

de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre 

educación, ciencia y cultura, principio que no puede entenderse en el sentido de que 

los gobiernos no tengan la obligación inmediata de empeñarse por lograr la 

realización íntegra de tales derechos, sino en la posibilidad de ir avanzando gradual 

y constantemente hacia su más completa realización, en función de sus recursos 

materiales; así, este principio exige que a medida que mejora el nivel de desarrollo 

de un Estado, mejore el nivel de compromiso de garantizar los derechos económicos, 

sociales y culturales.8 

Así, los principios rectores de los derechos humanos constituyen y son el entramado para la 

observancia y reconocimiento de los mismos y a la vez definen los parámetros con arreglo a 

los cuales los Países miembro de un tratado ya sea bilateral o multilateral -en la esfera 

internacional-, así como todas sus autoridades -en su interior-, con independencia de su nivel 

de gobierno, y en el ámbito de sus respectivas competencias, deben establecer sus políticas, 

normas y procesos en función de sus respectivas responsabilidades y circunstancias 

particulares. 

 

                                                             
7 Idem 
8 Idem 
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I.3 Principio de progresividad de los derechos humanos 

 

Ahondaré sobre el principio de progresividad, con la intención de sumergir al lector en el 

fondo de la investigación sobre la no regresividad en ese principio. Ya que el principio de 

progresividad impone al Estado a establecer los mecanismos que resulten ser necesarios para 

la plena satisfacción y el goce de todos los derechos humanos de todas las personas, y además 

la progresividad no se pueden reducir, mucho menos desaparecer los derechos ya ganados y 

reconocidos a los seres humanos, lo que se entiende como prohibición de regresividad en ese 

principio de progresividad. Lo anterior tiene sustento constitucional en su numeral primero, 

párrafo tercero, al obligar a todas las autoridades a promover, respetar, proteger y garantizar, 

los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos 

Según la Real Academia Española a través de su diccionario, “progresivo”, tal acepción tiene 

el significado siguiente: “que avanza o progresa” o “que avanza o aumenta en cantidad o en 

perfección”. Al respecto podemos afirmar que progresividad en tratándose de derechos 

humanos, significa que todo individuo en su esfera jurídica desde su nacimiento o en algunos 

supuestos desde antes de su nacimiento, al haberlos alcanzado o adquirido, estos no se podrán 

ver mermados o eliminados en todo lo que contengan, sino por el contrario, se traduce en que 

tendrán que mejorar o aumentar en cuanto al proteccionismo hacia el individuo en sí mismo, 

salvo casos de excepción - lo cual para el presente estudio significa una contradicción – 

contenidos en el diverso 29 de nuestra Constitución. 9 

                                                             
9 Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la 
sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, con la 
aprobación del Congreso de la Unión o de la Comisión Permanente cuando aquel no estuviere reunido, podrá 
restringir o suspender en todo el país o en lugar determinado el ejercicio de los derechos y las garantías que 
fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo 
limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la restricción o suspensión se contraiga a determinada 
persona. Si la restricción o suspensión tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las 
autorizaciones que estime necesarias para que el Ejecutivo haga frente a la situación; pero si se verificase en 
tiempo de receso, se convocará de inmediato al Congreso para que las acuerde. 

Párrafo reformado DOF 10-02-2014 
 

En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni suspenderse el ejercicio de los derechos a la no 
discriminación, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, a la protección 
a la familia, al nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los derechos políticos; las libertades de 
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Al efecto, nuestros tribunales colegiados se han expresado de diversas maneras al respecto, 

destacando entre ellas el criterio dictado en el Amparo en Revisión 184/2012 por el Cuarto 

Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito al resolver en qué consisten 

los principios que rigen a los derechos humanos, destacando importancia para el presente 

estudio “el principio de progresividad”.10 

El tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos dispone, entre otras cuestiones, que todas las autoridades, en el ámbito de 

sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 

los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad, los que consisten en lo siguiente: i) 

universalidad: que son inherentes a todos y conciernen a la comunidad internacional 

en su totalidad; en esta medida, son inviolables, lo que no quiere decir que sean 

absolutos, sino que son protegidos porque no puede infringirse la dignidad humana, 

pues lo razonable es pensar que se adecuan a las circunstancias; por ello, en razón 

de esta flexibilidad es que son universales, ya que su naturaleza permite que, al 

amoldarse a las contingencias, siempre estén con la persona. En relación con lo 

anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso de la "Masacre de 

Mapiripán vs Colombia) ha señalado que los tratados de derechos humanos son 

instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de los 

                                                                                                                                                                                               
pensamiento, conciencia y de profesar creencia religiosa alguna; el principio de legalidad y retroactividad; la 
prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la 
desaparición forzada y la tortura; ni las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos. 

 
La restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y garantías debe estar fundada y motivada en los 
términos establecidos por esta Constitución y ser proporcional al peligro a que se hace frente, observando en 
todo momento los principios de legalidad, racionalidad, proclamación, publicidad y no discriminación. 

 
Cuando se ponga fin a la restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y garantías, bien sea por 
cumplirse el plazo o porque así lo decrete el Congreso, todas las medidas legales y administrativas adoptadas 
durante su vigencia quedarán sin efecto de forma inmediata. El Ejecutivo no podrá hacer observaciones al 
decreto mediante el cual el Congreso revoque la restricción o suspensión. 

 
Los decretos expedidos por el Ejecutivo durante la restricción o suspensión, serán revisados de oficio e 
inmediatamente por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la que deberá pronunciarse con la mayor 
prontitud sobre su constitucionalidad y validez. 
 
10 Tesis  I.4o.A.9 K (10ª.) Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima época, 2003350 1 de 1, 
Tribunales Colegiados de Circuito, Libro XIX, Abril de 2013, Tomo 3, Página 2254 
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tiempos y las condiciones de vida actuales, interpretación evolutiva que es 

consecuente con las reglas generales de interpretación consagradas en el artículo 29 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como las establecidas 

por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. De ahí que dichos 

derechos, dentro de sus límites, son inalterables, es decir, que su núcleo esencial es 

intangible; por ello, la Norma Fundamental señala que ni aun en los estados de 

excepción se "suspenden", pues en todo caso, siempre se estará de conformidad con 

los principios del derecho internacional humanitario; ii) interdependencia e 

indivisibilidad: que están relacionados entre sí, esto es, no puede hacerse ninguna 

separación ni pensar que unos son más importantes que otros, deben interpretarse y 

tomarse en su conjunto y no como elementos aislados. Todos los derechos humanos y 

las libertades fundamentales son indivisibles e interdependientes; debe darse igual 

atención y urgente consideración a la aplicación, promoción y protección de los 

derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; esto es, 

complementarse, potenciarse o reforzarse recíprocamente; y iii) progresividad: 

constituye el compromiso de los Estados para adoptar providencias, tanto a nivel 

interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y 

técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se El 

principio de progresividad que rige en materia de los derechos humanos implica 

tanto gradualidad como progreso. La gradualidad se refiere a que, generalmente, la 

efectividad de los derechos humanos no se logra de manera inmediata, sino que 

conlleva todo un proceso que supone definir metas a corto, mediano y largo plazos. 

Por su parte, el progreso implica que el disfrute de los derechos siempre debe 

mejorar. En tal sentido, el principio de progresividad de los derechos humanos se 

relaciona no sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de los derechos 

fundamentales, sino también con la obligación positiva de promoverlos de manera 

progresiva y gradual, pues como lo señaló el Constituyente Permanente, el Estado 

mexicano tiene el mandato constitucional de realizar todos los cambios y 

transformaciones necesarias en la estructura económica, social, política y cultural 

del país, de manera que se garantice que todas las personas puedan disfrutar de sus 

derechos humanos. Por tanto, el principio aludido exige a todas las autoridades del 
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Estado mexicano, en el ámbito de su competencia, incrementar el grado de tutela en 

la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y también les 

impide, en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que sin plena 

justificación constitucional disminuyan el nivel de la protección a los derechos 

humanos de quienes se someten al orden jurídico del Estado mexicano.11 

derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, 

principio que no puede entenderse en el sentido de que los gobiernos no tengan la 

obligación inmediata de empeñarse por lograr la realización íntegra de tales 

derechos, sino en la posibilidad de ir avanzando gradual y constantemente hacia su 

más completa realización, en función de sus recursos materiales; así, este principio 

exige que a medida que mejora el nivel de desarrollo de un Estado, mejore el nivel 

de compromiso de garantizar los derechos económicos, sociales y culturales. (La 

negrita es propia) 

En la misma tesitura, la Segunda Sala del Alto Tribunal así se pronunció recientemente bajo el 

titulo PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU 

NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO. 

 

I.4 Prohibición de regresividad en el principio de progresividad de los derechos humanos 

La prohibición de regresividad como tema central, radica en que una vez que al gobernado se 

le ha reconocido un derecho humano en la norma jurídica de cualquier nivel, no puede 

regresarse al estado legal que se tenía antes de ese reconocimiento. Por lo que resulta 

necesario crear o impulsar los mecanismos que se requieran para la protección de los derechos 

humanos, donde lo más idóneo es que en nuestra Constitución Mexicana se adopte como 

principio rector de tales derechos humanos, el Principio de No Regresividad y que ese nuevo 

principio se aplique a los derechos civiles y político, así como a los derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientales, de los que habla la constitución en varios de sus artículos, 

                                                             
11 Tesis  2a./J. 35/2019 (10a.) Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima época, 2019325 1 de 1, 
Segunda Sala, Libro 63, Febrero de 2013, Tomo 1, Página 980 Jurisprudencia (Constitucional, Común) 
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logrando con ello una verdadera concordancia con las constantes transformaciones que en esos 

aspectos se tornan a diario en nuestro país. 

Sin embargo, a pesar de que los jueces federales y/o locales en nuestro país se han estado 

esforzando a través de sus diferentes resoluciones o sentencias que emiten y que inclusive en 

su momento han ampliado progresivamente el catálogo de derechos humanos contenidos en 

nuestra carta magna, cuando se pretende poner en ejecución dichos fallos, el poder ejecutivo a 

través de sus diferentes órganos u organismos que emanan de él -administración pública- 

respaldándose en una austeridad en el presupuesto público (hoy en día austeridad 

republicana)12, incluyendo propuestas de reformas normativas constitucionales en el ámbito 

federal como local, que limiten las obligaciones estatales hacia los gobernados, evidenciando 

un verdadero retroceso al principio de progresividad de los derechos humanos, que es la 

temática de este subtema, como prohibición de progresividad en el principio de progresividad 

de los derechos humanos. 

 

I.5 Los derechos humanos antes de la reforma de 2011 a la constitución  

Tal como he señalado en este trabajo, la historia de México, hasta nuestros días, está 

catastróficamente plagada de violaciones a los derechos fundamentales de la sociedad, ya sea 

por extranjeros conquistadores, o por el propio sistema que ha abusado de su supremacía, a 

pesar de las luchas sociales, como la Guerra de Independencia de 1810 o la Revolución de 

1910, de las que se produjeron las constituciones más importantes de nuestro marco normativo. 

Si nos fuéramos hasta antes de la conquista, el pueblo mexicano, diríamos que conservaba un 

mejor estatus, respecto a su calidad de vida, pues era soberano, y atendía su forma de 

organizarse, de acuerdo originalmente a sus usos y costumbres ancestrales. Sin embargo, el 

enfrentamiento contra los españoles trajo consigo una lucha desigual, que concluyó con 

despojos, crímenes, violaciones y la pérdida de su identidad. 

A partir de la conquista, la nueva raza mestiza, fue producto reiteradamente de violaciones, 

hasta desencadenar en la primera lucha nacional, que fue la lucha por la independencia, 

                                                             
12 Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de noviembre de 2019. 
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respecto de la corona española. Tal lucha, fructificó con la elaboración de la Constitución de 

1824, que dejaba atrás, las masacres y violaciones hacia los coterráneos. 

“En este contexto, en el territorio novohispano que posteriormente sería 

México, personajes como Fray Bartolomé de las Casas y Vasco de Quiroga, 

abogaron para que los nativos accedieran a la justicia y a la dignidad que 

algunas autoridades les habían negado desde el inicio de la conquista”13 

Sin embargo, lejos de concluir la conculcación de los derechos como persona de los 

ciudadanos mexicanos, tuvo que venir una serie de luchas por conquistas sociales, hasta las 

reformas promovidas por los liberales, para cristalizar en la Constitución de 1857. 

Posteriormente, existen otras penurias en la conquista de mejores condiciones para los 

ciudadanos, que le faltaba a la Constitución de 1857, por ello, después de una serie de 

refriegas entre liberales y conservadores, y en contra fundamentalmente de la dictadura de 

Porfirio Díaz, triunfa la Revolución de 1910, redactándose la Constitución de 1917, y 

asentándose en ella, diversas reformas que han servido para acondicionar las cosas en la 

actualidad. 

Es muy importante en este trabajo, traer a colación, la importancia de las luchas sociales en 

México, que fueron cosechando condiciones favorables para el ciudadano, plasmadas en las 

Constituciones federales y sus reformas. Cito el caso de la de 1814, 1824, 1835, 1847, 1857 y 

la de 1917, que dan cuenta de la búsqueda de bienestar y, por ende, de los derechos humanos, 

aún sin acuñar el término como los conocemos. 

En el caso de la de 1814, es decir, conocida como Constitución de Apatzingán, pero su 

nombre es el del Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, que tuvo 

su origen en “Los Sentimientos de la Nación”, promovido por José María Morelos y Pavón y 

la cual, representaba una esperanza para los mexicanos, pues establecía una autonomía y 

organización propia de la América, libre e independiente de cualquier gobierno o monarquía y 

que la soberanía dimanaba esencialmente del pueblo. 

Significativamente, la Constitución de Apatzingán, consideraba los derechos humanos de 

                                                             
13 Una historia de los derechos humanos en México. David Cienfuegos Salgado. CNDH. 2017 P. 17 
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igualdad, propiedad, seguridad, libertad, el reconocimiento de la religión católica como 

oficial, una división de poderes. Aún con estas bondades, por ser esencia del movimiento 

insurgente, no rigió nunca este documento. 

Respecto de la Constitución de 1824, estableció en primera instancia, los 19 estados que 

conformarían la República Mexicana, los poderes ejecutivo, legislativo y judicial. Fue 

antagonista al régimen virreinal, asegurándose una República representativa y popular. Se 

centró, además, en impulsar las elecciones democráticas, que fue también, lo que detonó en 

otras luchas, por aquéllos que no comulgaban con estas nuevas disposiciones. 

Como podemos apreciar, los derechos reconocidos en la Constitución de 1824 se centran en 

la independencia de la nación, respecto de la Corona Española, es decir, la emancipación de los 

mexicanos hacia los verdugos españoles, poniendo fin al yugo que después de la conquista, la 

mezcla ahora mestiza, tuvo que padecer, y entre esas penurias, todas las violaciones que 

pudieran existir, es decir, casi como esclavos de una sociedad europea que abusó de los 

coterráneos de esa época. 

Siguieron otras reformas, y bases de leyes que favorecieron poco a poco derechos de los 

ciudadanos, otras desafortunadas, por ejemplo, a través de la reforma de 1835, que los 

conservadores (liderados por Antonio López de Santa Ana), alentaron para favorecer el 

centralismo y a la propia iglesia. 

De igual forma, la reforma de 1843, promovida por Mariano Otero, proponía un gobierno 

republicano, representativo, popular, y federal, pero fue combatido por los conservadores. 

Este modelo, fue enriquecido por la reforma de 1847, pero sucumbió en 1849, cuando 

Antonio López de Santa Ana, se perpetuó como dictador. 

Respecto a la Constitución de 1857, pese a que tenía su origen en principios liberales, su 

principal problema, estribaba en su relación pública entre el gobierno y el Estado. Entre los 

errores que se plasmaron en esa constitución, se orilló al campesino a ser propietario de 

ejidos, montes y aguas, lo que trajo como consecuencia que su falta de preparación, lo llevara 

a malbaratar sus tierras, entregándoselas nuevamente a los hacendados, regresando el 

latifundismo en todo su esplendor. 
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Para nuestro estudio, es importante pasar a relevante, que esta Constitución, contenía un 

apartado, en la cual se encontraban las garantías individuales de libertad, seguridad, 

propiedad e igualdad. Ya en su artículo primero, indicaba los derechos del hombre, así como el 

reconocimiento en los primeros 29 artículos, de los derechos del hombre, como base y objeto 

de las instituciones sociales. 

Es importante señalar, que, en este documento, ya se establecían las libertades de petición, de 

expresión y de imprenta. Como corolario, las Leyes de Reforma, se pronunciaron 

formalmente a favor de la separación de iglesia-estado. 

En cuanto a la Constitución de 1917, el referente más inmediato de nuestra realidad 

representa el corolario de las diferentes luchas sociales, de los hechos sangrientos, en contra 

de los abusos. Como ya he señalado en líneas anteriores, son las normas, las que reflejan el 

destino final de los duelos físicos, de ideas entre los connacionales y contra los extranjeros. 

Durante varias décadas, nuestra Constitución Federal, ha sido motivo de reformas, 

encaminadas a mejorar las condiciones políticas, sociales, económicas entre otras, y que, a la 

fecha, se encuentra con notables avances en materia de derechos humanos, tal como lo he 

descrito en otros capítulos del presente trabajo. 

En este análisis, es importante también mencionar, algunos pasajes negros muy marcados en 

nuestra historia nacional, que se han caracterizado por la violación de derechos humanos, y más 

allá, de genocidios o de Lesa Humanidad, como la masacre de estudiantes en octubre de 1968, 

donde por órdenes de la autoridad, cientos de jóvenes estudiantes fueron asesinados de 

manera cobarde, pues estos, lo que solicitaban era democracia y alto a la represión del 

gobierno: 

“A pesar de todo ello, el gobierno mantuvo una política cerrada frente al 

escrutinio internacional en materia de derechos humanos. Fue hasta la 

década de los ochenta e inicios de los noventa, cuando el gobierno mexicano 

empezó a importar una apertura débil al tema de los derechos humanos”.14 

                                                             
14 Política exterior y Derechos Humanos en México: tendencias a finales del siglo XX y prioridades a inicios del 
XXI”. Vázquez Velázquez Rafael. IUS. Revista del Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla. México 2017. P. 147. 
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En cuanto a los sexenios que marcaron significativamente la materia de derechos humanos, se 

ubica inicialmente el de Carlos Salinas de Gortari, pues en su administración, se reformó la 

Constitución, para dar paso a la ciudadanización de las elecciones, permitiendo a los poderes 

Legislativo y Ejecutivo, y a los partidos políticos, conducir tales actos  electorales. 

De igual forma, integra al texto constitucional, el principio de que la Nación mexicana, se 

compone pluriculturalmente y de manera originaria en sus pueblos indígenas. En ese mismo 

sentido, el 28 de enero de 1992, por decreto, eleva a rango constitucional, los organismos de 

protección de derechos humanos, facultando al Congreso de la Unión y a las legislaturas, el 

establecimiento de estas instancias. 

Sin embargo, la propia creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, pese a su 

peso político por su establecimiento, nace bajo la presión de la llegada antidemocrática de 

Salinas de Gortari al poder, y ligada al cambio en el tipo de modelo económico del país, pues a 

manera de evitar el escarnio internacional, y con ello, garantizar la firma del tratado con 

Estados Unidos de América y Canadá, es como a través de la figura de este organismo 

protector de derechos humanos, se dieron las condiciones para también poder solicitar su 

ingreso a la OCDE. 

Pese a esa intención y pose internacional, el gobierno de México continuaba en su postura 

natural de someter a los insurrectos de esa línea presidencialista: 

“La primera gran contradicción del salinismo, fue la represión a la insurgencia 

zapatista de 1994. Por un lado, su administración se comprometía a favor de 

las libertades de los individuos y, por el otro, aplastaba los movimientos 

sociales que buscaban mejorar las condiciones de las clases más 

necesitadas”.15 

Posteriormente, ya en la administración de Ernesto Zedillo Ponce de León, bajo reforma, 

creó el consejo de la judicatura federal, incorporó las figuras de controversia constitucional y 

acción de inconstitucionalidad. Sin embargo, por otro lado, en 1995, se realizó una masacre 

en Guerrero, conocida como “masacre de Aguas Blancas” que, pese a que la Suprema Corte 

                                                             
15 Vázquez Velázquez Rafael. IUS. Revista del Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla. México 2017. P. 141-142. 
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de Justicia de la Nación intervino mediante su facultad de investigación, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos participó en tal investigación sobre los hechos. 

A raíz de lo anterior, es decir en 1999, a través de reforma constitucional se eleva a rango 

constitucional el carácter autónomo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

También en este sexenio, se reconocen los derechos de la niñez mexicana, reformándose el 

artículo 4°, como derecho a la satisfacción de necesidades de alimentación, salud, educación 

y sano esparcimiento para su desarrollo integral.16 

Al concluir la hegemonía en el poder del Partido Revolucionario Institucional, arriba Vicente 

Fox Quezada por el Partido Acción Nacional, enriqueciendo a través de reforma 

constitucional, lo referente a los pueblos indígenas, con el reconocimiento de sus costumbres, 

y su protección de su cultura. De igual forma se promovió la protección de los derechos 

lingüísticos. 

Como un hecho relevante, y con el precedente de las luchas contra la discriminación, se 

reconoce el matrimonio entre personas del mismo sexo, cambio legal que se admitió en el 

entonces Distrito Federal, reformándose el Código Civil y de Procedimientos Civiles: 

“El artículo 146, estableció que el matrimonio, es la unión libre de dos 

personas para realizar la comunidad de vida, en donde se procura respeto, 

igualdad y ayuda mutua”17 

Ya en el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa, se destaca por la reforma constitucional que 

prohíbe la discriminación de personas discapacitadas, desairando el término “capacidades 

diferentes”. 

Es en este sexenio, cuando se incorpora al texto constitucional, en junio de 2011, el término de 

derechos humanos. También, destacan las reformas al Juicio de Amparo, el del Sistema de 

Justicia penal, teniendo como eje, la presunción de inocencia. 

 

                                                             
16 Una Historia de los Derechos Humanos en México. David Cienfuegos Salgado. CNDH. México 2017. P 326. 
17 Una Historia de los Derechos Humanos en México. David Cienfuegos Salgado. CNDH. México 2017. P 327. 
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I.6 La reforma constitucional de 2011 en materia de derechos humanos  

El artículo 1º constitucional, lleva consigo, como un gran avance, la protección de los 

derechos humanos, que por primera ocasión inéditamente, se establecen en la Carta Magna, 

dejando atrás ambigüedades sobre los diferentes derechos humanos que independiente de las 

categorías que pedagógicamente se ubican, es decir las denominadas generaciones, el texto 

constitucional los reconoce, como corolario de una serie de luchas de ideas, que a través de 

los años, México, ha desarrollado, y también con la presión internacional, que en no pocas 

ocasiones, ha solicitado atención a casos que han dejado precedente. 

Es necesario, en tal sentido, revisar, qué es lo que el anterior texto constitucional establecía, es 

decir, antes de la reforma de junio de 2011, para poder establecer la diferencia contra el texto 

reformado. 

A continuación, el texto del artículo 1° de la Constitución de 2008: 

“En los estados unidos mexicanos todo individuo gozará de las garantías 

que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni 

suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma 

establece”.18 

Para una mejor comprensión de este análisis, expongo el concepto de derechos humanos, 

extraído del Diccionario Jurídico mexicano.19 

“Son los atributos, prerrogativas y libertades fundamentales que se le 

reconocen al ser humano por el simple hecho de serlo, e indispensables 

para una vida digna. Sin ellos no es posible un desarrollo civilizado de 

personas y de pueblos, en el que prevalezcan la libertad, el respeto al 

derecho del otro, la justicia, la equidad, la tolerancia y la solidaridad”. 

“Los derechos humanos son el conjunto de facultades, prerrogativas, 

libertades y pretensiones fundamentales de carácter civil, político, 

                                                             
18 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Grupo Editorial ISEF. México. 2008. P 1. 

19 Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. Porrúa, ed. 2007. P.. 1268 y 1270 
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económico, social y cultural, incluidos los recursos y mecanismos de 

garantía de todas ellas, que se reconocen al ser humano, considerado 

individual y colectivamente”. 

“Conjunto de prerrogativas inherentes a la persona humana, que le 

corresponden por su propia naturaleza, indispensables para asegurar su 

pleno desarrollo dentro de una sociedad organizada, misma que debe ser 

reconocida, respetada por el poder público o autoridad, debiendo ser 

garantizada por el orden jurídico positivo”. 

Es necesario en este análisis también, recalcar lo que el artículo 1° constitucional, expresa, a 

raíz de la reforma constitucional de junio de 2011, en virtud de la necesidad de comparar el 

texto anterior expuesto de 2008: 

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de 

la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 

amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de conformidad con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 

Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”. 20 

                                                             
20 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Grupo Editorial ISEF. México. 2015. p. 1 
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De acuerdo con estas dos versiones del artículo 1°, se evidencia que el primero, es decir, 

el de 2008, está limitado; o sea, que representa el símbolo de décadas de ahogamiento de 

las aspiraciones y anhelos de los mexicanos, por no estar en sintonía con los organismos 

internacionales y con aquellos países, que han luchado por la transformación de sus 

modelos de Estado y de gobierno. 

De acuerdo con el texto anterior, el de 2008, son notorios los cuestionamientos, en cuanto 

a los famosos derechos sociales, los que fueron publicitados a nivel mundial, como un hito 

histórico. Sin embargo, el objetivo de este trabajo, es escudriñar sobre la aplicación real 

de lo establecido en la reforma constitucional, por lo cual, es preciso señalar que son 

notorias las diferencias estructurales de las tradicionales libertades civiles y políticas, 

porque todavía se acentúa la idea de generaciones entre derechos, y que por supuesto, su 

exigibilidad no se refleja en la práctica, es decir, en lo cotidiano, en el ciudadano de a pie, 

que aún no percibe la justicia plena dentro de los tribunales, porque tales derechos 

sociales, están condicionados, entre otras cosas a presupuestos y políticas públicas.  

Siendo específicos respecto al nuevo texto, primeramente, se alude que en los Estados 

Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 

esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 

así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

Nuestra Constitución federal, está compuesta de 136 artículos, de los cuales 34 integran 

el catálogo de los derechos humanos, es decir, los derechos civiles, los derechos políticos, 

los económicos, sociales y culturales, el recurso de amparo y en el apartado “B” del artículo 

102, lo referente al ombudsman nacional. 

Dentro del marco de la reforma constitucional en materia de derechos humanos, destaca 

la importancia de incorporar el lenguaje de los derechos humanos al texto constitucional 

y de reconocer expresamente la vigencia de los derechos humanos de fuente 

internacional. Al respecto, sostiene que, con la reforma, las normas internacionales que 

establezcan derechos humanos en el que el Estado mexicano sea parte, se incorporan al 

bloque de constitucionalidad o coto vedado, según el cual ningún poder constituido está en 
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posibilidad de restringirlos o suspenderlos, salvo en los casos de emergencia y los 

condicionamientos establecidos en la propia Constitución. 

La reforma reconoce explícitamente la protección constitucional de los tratados 

internacionales de derechos humanos, por lo cual, el artículo 1º, se convierte en una 

motivación, legitimación, e incluso obligación para los operadores jurídicos de incorporar 

parámetros internacionales en su actuar. En muchas ocasiones se observaba cierta reticencia 

por parte de jueces para la inclusión de tratados internacionales como fundamento de sus 

sentencias. La reforma constituirá un avance en la recepción paulatina en el ámbito interno de 

criterios protectores de derechos humanos de fuente internacional a través de la labor 

jurisdiccional. 

En la medida en que lo anterior se realice cada vez más con mayor eficacia no sólo se estará 

cumpliendo con las obligaciones internacionales asumidas por nuestro país, sino que se estará 

ampliando el ámbito y la vigencia de los derechos humanos de los mexicanos, propiciando 

que los organismos internacionales y, en particular, los interamericanos asuman un papel 

subsidiario y complementario de los órganos nacionales, según el diseño original, toda vez 

que son estos últimos los principales garantes de los derechos humanos establecidos tanto en 

el ámbito interno como en la Convención, generando su protección efectiva y la de la 

dignidad de la persona, eje rector, razón toral y valor fundamental de todo Estado 

constitucional democrático de derecho. 

Es importante también, al expresar que las normas relativas a los derechos humanos se 

interpretarán de conformidad con la propia Constitución y con los tratados internacionales de 

la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Señala y es vital, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

La norma, ha ratificado que está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. 
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Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 

libertad y la protección de las leyes. Queda prohibida toda discriminación motivada por 

origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 

condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 

cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 

derechos y libertades de las personas. Todo el texto reformado, es garantista y vanguardista 

en materia de derechos humanos, lo que le da esa riqueza y frescura como Carta Magna en 

referencia a los derechos fundamentales. 

Si bien es cierto, las reformas que, en materia de derechos humanos, en el artículo 1º 

constitucional en primera instancia, son relevantes los principios que contiene el párrafo 

tercero, de Universalidad, Interdependencia, Indivisibilidad y Progresividad. De igual 

manera, establece la obligación de las autoridades de promover, respetar, prevenir, investigar, 

sancionar, reparar las violaciones, proteger y garantizar los derechos humanos en sintonía con 

los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Esta 

instrucción constitucional para todas las autoridades incluye las obligaciones generales de un 

Estado, de acuerdo con el derecho internacional y constituye un punto de apoyo para el 

desarrollo de los derechos económicos, sociales y culturales. El párrafo, esencia de esta tarea, 

utiliza un lenguaje diferente, moderno y armónico con los instrumentos internacionales, cuya 

claridad puede arrojar luz al momento de aplicar la Constitución y diseñar políticas públicas. 

Estos deberes, se determinan bajo los términos que establece la propia ley, por ejemplo, en el 

caso de reparación a las víctimas de violación a sus derechos humanos, con vigencia tanto en 

el ámbito federal como en el de las entidades federativas, o la modificación de la Ley Federal 

de Responsabilidad Patrimonial del Estado, si bien en este último caso habría necesidad de 

que las respectivas entidades federativas regularan lo conducente en su ámbito de 

competencia. 

Todos los órganos del poder público, y aquí lleva implícita la obligatoriedad de los servidores 

públicos, de cumplir íntegramente la disposición constitucional de proteger, promover, 

respetar y garantizar los derechos humanos, es decir, atender las responsabilidades puntuales 

que la Constitución establece en materia de derechos humanos. 
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CAPÍTULO  II. ANÁLISIS A LA PROHIBICIÓN DE REGRESIVIDAD 

EN OBSERVANCIA AL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 

DERECHOS HUMANOS EN EL DERECHO INTERNACIONAL 
 

II.1 En la declaración universal de los derechos humanos  

Si bien sabemos, la Declaración Universal de los Derechos Humanos promulgada el 10 de 

diciembre de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas21, establece los derechos 

humanos fundamentales a proteger en todo orden jurídico, esta nace para proteger 

precisamente tales derechos humanos a través de un ordenamiento legal -entiéndase régimen 

de derecho- internacional, dicho documento además refuerza las relaciones entre los Estados 

firmantes pertenecientes a la Organización de las Naciones Unidas; y al que México se adhiere 

en esa misma fecha.  

En este pacto, los países integrantes de la ONU se comprometieron a reconocer, y a respetar 

los derechos y libertades fundamentales de la persona humana como tal, en su dignidad, su 

igualdad, su libertad; pero, sobre todo, en la promoción del progreso social -hoy entendida y 

legislada como progresividad- tanto a nivel internacional por tratarse de un convenio 

multilateral, así como a nivel interno de cada país suscriptor.  

Inclusive, la Asamblea General de las Naciones Unidas en la proclamación de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos manifiesta que todos los puebles y naciones deben 

esforzarse y asegurar mediante medidas progresivas de carácter nacional e internacional el 

reconocimiento y aplicación universales y efectivos de los derechos y libertades de las 

personas humanas.  

Así, de los 30 artículos que componen la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

solo el artículo 30 de la misma versa sobre la prohibición de supresión al Estado, a un grupo o 

a una persona, de cualquiera de los derechos y libertades proclamados.22  

                                                             
21 Resolución 217 A (III), de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 10 de diciembre de 1948. 
22 Artículo 30. Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al 
Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la 
supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración. 
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Resultando tal prohibición de supresión al Estado, a un grupo o a una persona, de cualquiera 

de los derechos y libertades proclamados, una verdadera prohibición de regresividad respecto 

de la progresividad que todo derecho humano tiene, como principio, a favor de las personas 

humanas y que esa disposición legal internacional en su momento refirió como promoción del 

progreso social dentro de sus objetivos.  

Sin que obste hacer mención que en este documento internacional se tutelan los derechos 

civiles y políticos, así como los derechos económicos, sociales y culturales, dando lugar a dos 

ordenamientos igualmente internacionales en 1966, me refiero al Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos y al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales que atenderé más adelante; los cuales obligan a México desde la suscripción de 

estos en el año 1981. Los cuales tienen estrecha relación y vinculación, pues basta el análisis 

de los siguientes artículos para así considerarlo:  

Artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 

respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y 

estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin 

distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 

índole origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición social. 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las 

medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 

fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente 

Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro 

carácter. 

 

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar 

que: 

 

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto 

hayan sido violados podrán interponer un recurso efectivo, aun cuando tal 

violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus 

funciones oficiales; 

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera 
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otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre 

los derechos de toda persona que interponga tal recurso y a desarrollar las 

posibilidades de recurso judicial; 

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se hayan 

estimado procedente el recurso. 

Artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya 

garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones de este Protocolo las medidas legislativas o de otro carácter que 

fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos. 

Al respecto, como lo podemos apreciar, estos dispositivos en comento fueron puntualmente 

incorporados en las obligaciones estatales en las reformas a nuestra carta magna el 10 de junio 

de 2011, sobre todo en el artículo primero constitucional como se verá más adelante y que 

textualmente señala: 

Artículo 1º  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los 

que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 

cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 

esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 

todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 

los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del 

extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 

libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 

género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la 

religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 
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atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 

derechos y libertades de las personas. 

 

El Constituyente Permanente de la República acató tales compromisos al redactar las 

modificaciones no solo al diverso 1º sino al título primero de nuestra ley suprema dándole 

cabida a los derechos humanos desde la perspectiva del derecho internacional de los mismos, 

ya que desde la propia exposición de motivos por la cámara baja, expresaba principalmente la 

necesidad de armonizar el derecho interno con el derecho internacional de los derechos humanos. Se 

proponía que, es una obligación constitucional darle y reconocerles plena efectividad a todos los 

derechos humanos, sin distinción alguna entre ellos, así como ninguna distinción a los destinatarios 

de esos derechos humanos, por lo que resultaba necesario su reconocimiento en la Constitución, e 

integrar a ésta los señalados en los tratados internacionales firmados por México. Quedando desde 

entonces obligados todos los servidores públicos, entre otras cosas a promover, respetar, proteger 

y garantizar sin discriminación alguna; y a establecer garantías y mecanismos legales que 

resulten necesarios para tales fines, en donde deban aplicarse en cualquier y en todo 

momento el principio pro-persona; o sea, la disposición legal -de derecho interno y/o de 

derecho internacional- más favorable al justiciable e interpretarlos de conformidad a los 

tratados internacionales, lo que hoy en día conocemos como interpretación conforme. 

 

II.2 En la convención americana sobre derechos humanos 

En el convenio multilateral suscrito por diversos países, entre ellos México, pertenecientes a la 

Organización de Estados Americanos, en San José, Costa Rica, al término de la convención, el 

22 de noviembre de 1969, denominado Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 

adelante la Convención Americana, también conocido como Pacto de San José de Costa Rica, 

suscitado por la Conferencia Especializada Interamericana de Derechos Humanos, se 

plasmaron en ese instrumento internacional originariamente 82 artículos 23, la cual entró en 

vigor hasta el 18 de julio de 1978, al cual le sobrecede el Protocolo San Salvador o mejor 

conocido como Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 

                                                             
23 Convención Americana sobre Derechos Humanos, San José Costa Rica, 22 de noviembre de 1969. 
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Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en San Salvador, El Salvador, el 17 

de noviembre de 1988. 

Mediante ese convenio internacional, los países miembros consideran que el ideal del ser 

humano libre solo será posible si se le brinda a toda persona humana, en consonancia con la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, el goce de sus derechos económicos, 

sociales y culturales; así como de sus derechos civiles y políticos. 

En la Convención Americana, en el Capítulo II, intitulado Derechos Civiles y Políticos, en el 

Artículo 4, Derecho a la Vida, arábigo 3, a guisa de prohibición de regresividad de manera 

tácita al derecho de progresividad inherente al derecho a la vida de todo ser humano, impone a 

los países firmantes de la Convención que, “No se reestablecerá la pena de muerte en los 

Estados que la han abolido”, y es de explorado derecho que en México fue abolida desde el 

año 2005, por el gobierno del ejecutivo federal, que en ese entonces lo era Vicente Fox 

Quesada. 

En la Convención Americana, en ese mismo Capítulo II, pero en el Artículo 7, Derecho a la 

Libertad Personal, arábigo 2, igualmente a guisa de prohibición de regresividad de manera 

tácita al derecho de progresividad inherente al derecho a la libertad personal de todo ser 

humano, asimismo obliga a los países suscriptores de dicho pacto que, “Nadie puede ser 

privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por 

las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”, y 

en nuestro país, específicamente en la reforma constitucional del año 2011, por un lado se le 

da cabida al principio de presunción de inocencia de toda persona imputada mientras no se 

declare su responsabilidad mediante una sentencia del juez de la causa24, y por otro lado 

introduce la prisión preventiva oficiosamente, la cual ordenará el juez de la causa por diversos 

delitos como lo eran al inicio de la reforma constitucional por delincuencia organizada, 

homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios 

violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de 

la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud25. Sin que obste 

                                                             
24 Artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 14/07/2011. 
25 Artículo 19, párrafo segundo, última parte, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
14/07/2011. 
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hacer mención que desde ese año del 2011 ha ido en aumento el catálogo de delitos que traen 

aparejada prisión preventiva oficiosa, pues a la presente fecha de mayo del 2020 el texto 

modificado el 12 de abril de 2019 se encuentra redactado con una ampliación de tales delitos 

graves, de la siguiente manera: “El juez ordenará la prisión preventiva oficiosamente, en los 

casos de abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, homicidio doloso, 

feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso de programas 

sociales con fines electorales, corrupción tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y 

ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, 

delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, delitos en materia de 

desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares, delitos cometidos 

con medios violentos como armas y explosivos, delitos en materia de armas de fuego y 

explosivos de uso exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos 

graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la 

personalidad, y de la salud”26. Lo anterior, contraviene Convenios Internacionales 

Multilaterales de los que México forma parte como lo son el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos y la Convención Americana de Derechos Humanos, dado que el Artículo 

20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 

cual no ha sufrido modificación alguna desde julio de 2011, y que como ya se mencionó 

establece constitucionalmente el principio de inocencia, y el juez penal al imponer 

oficiosamente prisión preventiva contraviene tales tratados internacionales, toda vez que 

impone al inculpado -el cual se presume inocente- una pena anticipada sin previo juicio, 

violando flagrantemente esa garantía de presunción de inocencia que toda persona tiene como 

derecho humano inherente a su persona. 

Cabe señalar que todo juzgador penal en nuestro país hoy en día debe observar 

irrestrictamente lo mandatado en la ley suprema de la nación y en los dispositivos legales 

internacionales a los que se debe constreñir México, así tenemos que existen regulaciones y 

principios que focalizan la prisión preventiva, así como la posible aplicación de la misma, no 

se diga cuando el juez penal la debe imponer de manera oficiosa; tales disposiciones las 

                                                                                                                                                                                               
 
26 Artículo 19, párrafo segundo, última parte, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
12/04/2019. 
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encontramos en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

9.3 y 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.2 de la Convención 

Interamericana, así como de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos y las recomendaciones e interpretaciones de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos; luego entonces, la premisa de que todo acusado es inocente hasta que se 

demuestre los contrario, parte de lo siguiente: 

a) La procedencia. La prisión preventiva tiene como requisito que el Estado por conducto del 

juez penal pretenda ejercer la acción penal; por ello, para que prospere esto último, el 

Ministerio Público Investigador debe haber aportado indicios óptimos y a la vez confiables 

que, desahogados como prueba en el momento procesal oportuno deban concluir en una 

condena. b) La cautela. La prisión preventiva solo podría aplicársele al inculpado para 

prevenir algún riesgo que pueda llegar a impedir que la autoridad resolutora en materia penal 

lo juzgue. Asimismo, proteger la investigación del delito y evitar la posible afectación de la 

víctima u ofendidos y en su caso de los testigos.  

Es por ello que esta medida no debe ser llevada a cabo por los jueces penales en México ni en 

ninguna parte del mundo, como una sanción anticipada por la comisión de algún delito que 

hasta ese preciso momento, en el que al juez de la causa se le hace de su conocimiento por el 

Ministerio Público Investigador, no ha sido plenamente comprobado, provocando con eso que 

las cárceles de nuestro país se estén viendo de nueva cuenta topadas o excedidas en su 

capacidad, provocando hacinamiento en su interior, con todos los perjuicios sociales que ello 

provoca y que ya conocemos sus verdaderos efectos a posteriori. 

Entendemos entonces que, la autoridad penal como representante del Estado Mexicano no 

debe menoscabar el derecho humano a la libertad de las personas por encima de los límites 

estrictamente necesarios, con la finalidad de asegurar la legal investigación para que el 

inculpado no evada la acción de la justicia, ya que considerarlo de otra manera, la prisión 

preventiva será una sanción y no una medida cautelar 

En el derecho internacional de los derechos humanos, específicamente en el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, dispone que la prisión preventiva de cualquier 

persona puesta a juicio no debe ser la regla general, por ello debe tener un carácter 
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excepcional y debe sólo aplicarse cuando no existan otras medidas cautelares menos gravosas 

con las que se puedan prevenir los riesgos mencionados en líneas superiores, debiendo 

observarse irrestrictamente los plazos máximos legales de duración, así como el beneficio a 

ser modificados dichos plazos cuando así se justifique en el proceso. 

Resultando una franca disensión entre la fracción I, Apartado A del Artículo 20 y la fracción I, 

Apartado B del mismo artículo, ambas de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos27, en virtud de que toda persona humana debe presumirse inocente hasta que ante 

la autoridad penal el Ministerio Publico que corresponda -hoy fiscal- demuestre lo contrario; o 

sea, su culpabilidad como elemento positivo del delito y por consiguiente la aplicación por 

parte del juez de la causa -Tribunal de Enjuiciamiento- de la sanción o la pena que en la ley o 

leyes penales en México esté determinada previamente a la comisión de la conducta delictiva 

del sujeto activo del delito. 

Nuestra Constitución Mexicana contraviene tales principios porque limita a los jueces y/o 

tribunales en la aplicación de la prisión preventiva, llegando a resultar oficiosa, vulnerando 

como se ha referido en múltiples ocasiones, el principio o derecho humano de presunción de 

inocencia. En consecuencia, nuestra Carta Magna en vigencia viola el derecho internacional 

porque la prisión preventiva procede en función de la clasificación jurídica del delito, y no en 

función ni de la satisfacción de requisitos de procedencia ni en función de alguna finalidad 

cautelar y al no existir limites ante la posible calificativa como delito grave, inclusive de 

algunos que con antelación no tenían esa calificativa, en cualquier momento lo integren en un 

catálogo de delitos graves como sucede muy comúnmente en México, pues basta observar lo 

dispuesto en la parte final del párrafo segundo del artículo 19 constitucional el día 14 de julio 

de 2011 y lo plasmado el día 12 de abril de 2019.28 

                                                             
27 (….“El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el 
culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen.”….) vs (….“A que se presuma su 
inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa.”….). En 
ambos supuestos existe la garantía de protección hacia el inocente, sin embargo, en la redacción se oponen, 
porque toda persona inculpada resulta inocente hasta que no se demuestre lo contrario, resultando obligado el 
Estado a garantizarle protección, la cual resulta en un verdadero derecho humano a la presunción de inocencia 
de cualquier persona sin excepción alguna. 

28 (….“El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, 
homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y 
explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre 
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Asimismo, constitucionalmente no se establece limitante alguna para que el legislador 

califique un delito como grave y por ello de manera ilegal le dé a cualquier delito, inclusive a 

los que no lo eran, la calificativa ahora de grave, y por consiguiente lo integre en el catálogo 

de delitos graves que traen aparejada la prisión preventiva oficiosa; la cual en demasía afecta 

al erario público en su aplicación y ejecución; pues ahora les resulta más práctico a los jueces 

o tribunales dictar esa medida cautelar para curarse en salud procesal, al aplicarla 

indiscriminadamente en las causas penales, inclusive en algunos delitos en los que no se 

justifica la prisión preventiva oficiosa, ya que esta solo debería decretarse como última ratio, 

sin observar que la finalidad de cualquier medida cautelar es garantizar el desarrollo de la 

investigación, la comparecencia del inculpado al juicio, y/o la integridad de la víctima y/o 

ofendidos; debiendo resultar entonces proporcionales al riesgo que se busca evitar o cautelar.  

Como se establece en los tratados que México ha suscrito por conducto del Ejecutivo Federal 

con aprobación del Senado de la República, todos esos dispositivos internacionales a los 

cuales está obligada toda autoridad resolutora debido al criterio “pacta sunt servanda” 

adoptado por los países firmantes de todo convenio internacional bilateral o multilateral, en 

este caso en materia de derecho internacional de los derechos humanos, la prisión preventiva 

implica una restricción de derechos muy drástica, no se diga la prisión preventiva oficiosa, y 

en la práctica a veces hasta injustificada. Por ello, el Ministerio Público Investigador o Fiscal 

resulta obligado a instruir a los policías investigadores a recabar indicios legales, pertinentes, 

suficientes y contundentes29, para que en su momento probatorio puedan llevar al juez o 

tribunal de enjuiciamiento a pronunciar la sentencia con apego a la Ley; o sea, con plena 

certeza de que se cometió un delito y que el procesado fue participe del mismo, ya sea en 

autoría o en coparticipación. La inobservancia a todo esto podría traducirse en una violación a 

los derechos humanos de los antagónicos del proceso penal; verbigracia la aplicación de las 

                                                                                                                                                                                               
desarrollo de la personalidad y de la salud.”….) vs (…. “El juez ordenará la prisión preventiva oficiosamente, en 
los casos de abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, homicidio doloso, feminicidio, 
violación, secuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso de programas sociales con fines 
electorales, corrupción tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones, 
robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos 
o petroquímicos, delitos en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, delitos en materia de armas de 
fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos graves que 
determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad, y de la salud.” ….). 
29 Artículo 131 fracción VIII del Código Nacional de Procedimientos Penales vigente. 
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medidas cautelares con desapego a derecho vulneraria de igual manera el derecho humano a la 

libertad y a la presunción de inocencia del inculpado. Por ello, la prisión preventiva, no se diga 

la oficiosa, debe contemplarse, pero sobre todo aplicarse como una medida de última ratio 

como ya se mencionó; y el plazo máximo para el caso que sea decretada, resulte una condición 

sine qua non para que las autoridades resolutoras en materia penal impartan justicia en tales 

plazos. 

También la Organización de las Naciones Unidas a través del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha emitido opiniones al respecto después de 

haber convenido con México el establecimiento de una oficina en nuestro país en el 2008, con 

el objetivo de apoyar en los esfuerzos que nuestro Estado lleva a cabo por el respeto y la 

observancia de las normas y principios del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

En México; en consonancia con el informe de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos sobre el uso de la Prisión Preventiva en las Américas30, en donde medularmente 

señala que, el abuso de la prisión preventiva es contrario a la esencia misma del Estado 

democrático de derecho, ya que por un lado es abiertamente violatoria del derecho 

internacional de los derechos humanos y por otro es un factor determinante de la calidad de la 

administración de la justicia. 

Así, tenemos que la ONU se ha expresado en sus opiniones al respecto de la prisión preventiva 

oficiosa en México de la siguiente manera.31:  

La posibilidad de ampliar los tipos de delitos que ameritan la imposición de la prisión 

preventiva oficiosa plantea un problema adicional, relacionado con los principios 

constitucionales de protección a los derechos humanos. 

En este sentido, el artículo 1 constitucional establece el principio de progresividad en las 

obligaciones del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. 

Sobre este particular la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido, en 

jurisprudencia, lo siguiente: 

 

                                                             
30 OEA/Ser.L/V/II. Doc. 46/13, 30 de diciembre de 2013. 
31 Observaciones de la ONU-DH sobre la regulación de la prisión preventiva oficiosa. Disponible en 
Anexo%20ONU-DH%20sobre%20prisión%20preventiva%20oficiosa.pdf 
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[…] En sentido positivo, del principio de progresividad derivan para el 

legislador (sea formal o material) la obligación de ampliar el alcance y la tutela de los 

derechos humanos; y para el aplicador, el deber de interpretar las normas de 

manera que se amplíen, en lo posible jurídicamente, esos aspectos de los derechos. 

En sentido negativo, impone una prohibición de regresividad: el legislador tiene 

prohibido, en principio, emitir actos legislativos que limiten, restrinjan, eliminen o 

desconozcan el alcance y la tutela que en determinado momento ya se reconocía a 

los derechos humanos, y el aplicador tiene prohibido interpretar las normas sobre 

derechos humanos de manera regresiva, esto es, atribuyéndoles un sentido que 

implique desconocer la extensión de los derechos humanos y su nivel de tutela 

admitido previamente32. […] 

De lo anterior, y vistas las violaciones a derechos humanos que conlleva la prisión preventiva 

oficiosa, se puede concluir que la ampliación de los supuestos para la imposición de la 

medida sería una clara regresión en la obligación de garantizar los derechos humanos de la 

población. 

Y concluye en su documento de observaciones lo siguiente: 

La prisión preventiva oficiosa es una figura incompatible e irreconciliable con las 

normas internacionales de derechos humanos. Su vigencia es contraria al carácter 

excepcional de la prisión preventiva, trastoca la naturaleza procesal de la medida 

cautelar y lesiona los derechos a la libertad personal y el debido proceso, al tiempo 

que compromete otros derechos básicos como el relativo a la integridad personal. 

La prisión preventiva oficiosa trastoca y corrompe los fundamentos del sistema de 

justicia penal acusatorio, vulnera la independencia judicial, a la vez que constituye 

una salida falsa que atenta contra los principios del paradigma de seguridad 

ciudadana. 

                                                             
32 PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU CONCEPTO Y EXIGENCIAS POSITIVAS Y 

NEGATIVAS. Tesis 1ª/J.85/2017 (10ª). 
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Por lo anterior, organismos y mecanismos internacionales, como el Grupo de Trabajo 

de Naciones Unidas sobre la detención arbitraria y el Relator de Naciones Unidas 

sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, han 

recomendado a México derogar la prisión preventiva oficiosa. 

Por todo lo anterior, la ONU-DH insta al Congreso de la Unión a abolir la prisión 

preventiva oficiosa y a rechazar las iniciativas que aspiran a ampliar los supuestos de 

procedencia previstos en el párrafo segundo del artículo 19 constitucional. 

Como se puede apreciar de estas observaciones que la ONU-DH realizó sobre este tenor al 

Estado Mexicano, este no las ha tomado en cuenta para nada, inclusive basta analizar el 

contenido del artículo 19 constitucional ante la reforma al mismo del 14 de julio de 2011 y 

lo plasmado el día 12 de abril de 2019, en donde para nada se abolió la prisión preventiva 

oficiosa, sino que por el contrario, se incrementó el catálogo de delitos graves que traen 

aparejada dicha medida cautelar, que nada tiene de eso. 

Del anterior análisis de lo dispuesto en la Convención Americana, sigue la misma suerte el 

Artículo 8, Garantías Judiciales, arábigo 2, igualmente a guisa de prohibición de 

regresividad de manera tácita al derecho de progresividad inherente al derecho a las 

garantías judiciales de cualquier proceso de todo ser humano, obliga a los Estados Parte de 

dicho pacto a que, (…. “Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. ”....). Ya que de 

interpretarlo a contrario sensu; o sea, -presumir su culpabilidad mientras no se demuestre 

legalmente su inocencia-, estaría rompiendo con la esencia misma de todo orden jurídico 

penal de orden interno o de orden internacional, cuyo principio principal lo es precisamente 

la presunción de inocencia, y que va de la mano con la posible imposición de una medida 

cautelar de prisión preventiva o peor aún, de prisión preventiva oficiosa, que resultaría en 

una franca violación al derecho humano a la libertad personal que, como ya se argumentó en 

párrafos anteriores, viola todo pacto de derecho internacional de los derechos humanos en 

esa materia, en cuanto al derecho a la libertad personal y al derecho a la presunción de 

inocencia. 

 



40  

Al respecto, la ONU-DH realizó la observación siguiente a México, en ese mismo 

documento dentro del Capítulo 1 denominado “La violación del derecho a la presunción de 

inocencia y del derecho a la libertad personal”: 

El fundamento de la inconvencionalidad de la prisión preventiva oficiosa radica en 

que la medida es violatoria del derecho a la libertad personal, vinculado al principio 

de presunción de inocencia que es la columna vertebral del derecho a un debido 

proceso. 

Para la Comisión Interamericana, la excepcionalidad de la prisión preventiva es 

consecuencia del principio de presunción inocencia, reconocido en la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y en el Pacto Internacional. Este derecho dicta 

que en principio toda persona sometida a proceso debe ser juzgada en libertad33. 

Para el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria de la ONU, “la libertad debe 

ser reconocida como la regla o principio general y la detención como una excepción 

en interés de la justicia”.34 

Lo anterior se traduce que en todo proceso debe prevalecer como derecho humano el 

principio de presunción de inocencia en conjunto con el derecho humano a la libertad y que 

en esencia se encuentra constreñido a la prohibición de regresividad derivado del principio de 

progresividad de todo derecho humano, dado que ante la detención de una persona y la 

aplicación de la prisión preventiva o en su defecto de la prisión preventiva oficiosa, 

soslayarían tal prohibición de regresividad implícita en la progresividad. 

Si bien los anteriores artículos analizados de la Convención Americana versan sobre 

derechos civiles y políticos de las personas, el Artículo 26, de dicha Convención, a guisa de 

prohibición de regresividad de manera tácita al derecho de progresividad inherente al 

                                                             
33 Supra nota 1, párr. 132. En este mismo sentido, el Grupo de Trabajo sobre la detención arbitraria en su Informe 
anual 2011, ONU doc. A/HRC/19/57, párr. 54; disponible en 
 https://documents-dds- ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/175/90/PDF/G1117590.pdf?OpenElement. 
34 Opinión 1/2018, adoptada en su 81º periodo de sesiones en abril de 2018, párr. 63. Disponible 

enhttps://www.ohchr.org/Documents/Issues/Detention/Opinions/Session81/A_HRC_WGAD_2018_1.

pdf. 

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/175/90/PDF/G1117590.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/175/90/PDF/G1117590.pdf?OpenElement
https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Detention/Opinions/Session81/A_HRC_WGAD_2018_1.pdf.
https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Detention/Opinions/Session81/A_HRC_WGAD_2018_1.pdf.
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derecho sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las personas, al establecer35: 

“Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 

interno como mediante la cooperación internacional, especialmente 

económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los 

derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre 

educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de 

los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la 

medida de recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios 

apropiados”. 

Así, tenemos que dicho artículo en esa convención multilateral no propuso más elementos 

para hacer efectivos los derechos que contenía para normarlos y hacerlos operativos, por ello 

con posterioridad -noviembre de 1999- surgió el instrumento internacional adicional y 

especifico en tales derechos económicos, sociales y culturales, denominado Pacto de San 

Salvador o Protocolo de San Salvador. 

En el Protocolo de San Salvador se consagraron  el derecho al trabajo (art. 6º), a condiciones 

justas, equitativas y satisfactorias de trabajo (art. 7º), a derechos sindicales (art. 8º), a la 

seguridad social (art. 9º), a la salud (art. 10), a un medio ambiente sano (art. 11), a la 

alimentación (art. 12), a la educación (art. 13), a los beneficios de la cultura (art. 14), a la 

constitución y protección de la familia (art. 15), a derechos de la niñez (art. 16) y a la 

protección de los ancianos (art. 17) y de los deficientes o discapacitados (art. 18). Además, se 

dejó abierta la posibilidad de incorporar otros derechos o de ampliar los ya reconocidos (art. 

22, con antecedentes en los artículos 31 y 76 de la CADH), propiciando un 

perfeccionamiento gradual de ese instrumento. En similitud a la Convención Americana, el 

Protocolo estipula en su artículo 1º la obligación de los Estados parte de “adoptar medidas 

necesarias tanto de orden interno como mediante  la cooperación entre los Estados, 

especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando 

en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente y de conformidad con la 

legislación interna la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente 

                                                             
35 Artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
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protocolo”; esto como un verdadero principio de progresividad, incorporando tácitamente la 

prohibición de regresividad en ellos. 

Sin embargo, como veremos más adelante cuando analicemos el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la praxis resulta limitado el ejercicio de esos 

derechos, sobre todo cuando a nivel individual los queremos llevar ante una Corte, ya que el 

Protocolo de San Salvador que emanó de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos solo establece la posibilidad de presentar denuncias individuales en materia de 

educación y a la libertad sindical.  

Resulta entonces que el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos es 

el pilar de esta legislación internacional en donde se plasma de manera igualmente tácita la 

prohibición de regresividad, al señalar que para el desarrollo progresivo los Estados Partes se 

comprometen a legislar o a través de otros medios apropiados en su interior -nivel interno- 

como a través de la convencionalidad -cooperación internacional- en materias económica y 

técnica, para lograr la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales, 

contenidos en la Carta de los países pertenecientes a la Organización de los Estados 

Americanos, todo ellos en la medida de recursos disponibles. 

Una prohibición de regresividad al principio de progresividad de los derechos humanos la 

tenemos plasmada expresamente en el artículo 29, de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, al señalar en su inciso a), que ninguna de las disposiciones que contiene 

la misma, podrá interpretarse en el sentido de permitir a alguno de los Estados Partes, a un 

grupo o a persona alguna la supresión del goce y ejercicio de los derechos y libertades 

reconocidas en esa legislación internacional o inclusive limitarlos en la medida que las prevé; 

inciso b), limitar el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en las leyes 

internas de cualquier Estado Parte o de cualquier tratado suscrito por dicha nación; inciso c), 

excluir los derechos y garantías inherentes a la persona humana o derivada de su forma de 

gobierno; e inciso d), excluir o limitar los efectos que produzcan la Declaración Americana 

de Derechos y Deberes del Hombre  y otros dispositivos internacionales de la misma 
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naturaleza.36 

 

II.3 En el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos 

El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, en adelante el PIDCP, surge desde 

la adopción el 16 de diciembre de 1966 y su apertura a firma, ratificación y adhesión por la 

Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 19 de ese mismo mes y año, 

en Nueva York E.U, pero no es sino hasta casi diez años después que entre en vigor ante la 

ratificación por los Estados Parte. 

México se adhiere casi quince años después, el 23 de marzo de 1981, después de haber sido 

aprobado por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, el día 18 de diciembre de 

1980, según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, del día 09 de enero de 

1981, y promulgado por el Ejecutivo Federal José López Portillo, el 30 de marzo de 1981, no 

sin antes haber realizado interpretaciones declarativas y reservas al mismo.37 

                                                             
36 Artículo 29 CADH.- Normas de Interpretación. Ninguna disposición de la presente Convención puede ser 
interpretada en el sentido de: a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la 
prevista en ella; b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte 
uno de dichos Estados; c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan 
de la forma democrática representativa de gobierno, y d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma 
naturaleza. 

37 DECLARACIONES INTERPRETATIVAS Artículo 9, párrafo 3. De acuerdo con la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y sus leyes reglamentarias, todo individuo goza de las garantías que en materia 

penal se consagran, y en consecuencia, ninguna persona podrá ser ilegalmente detenida o presa. Sin 

embargo, si por falsedad en la denuncia o querella, cualquier individuo sufre un menoscabo en este derecho 

esencial, tiene entre otras cosas, según lo dispongan las propias leyes, la facultad de obtener una reparación 

efectiva y justa. Artículo 18. De acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos todo 

hombre es libre de profesar la creencia religión que más le agrade y para practicar las ceremonias, 

devociones o actos del culto respectivo, con la limitación, respecto de los actos religiosos de culto público de 

que deberán celebrarse precisamente en los templos y, respecto de la enseñanza, de que no se reconoce 

validez oficial a los estudios hechos en los establecimientos destinados a la enseñanza profesional de los 

ministros de los cultos. El Gobierno de México considera que estas limitaciones están comprometidas dentro 

de las que establece el párrafo 3 de este Artículo. RESERVAS Artículo 13. El Gobierno de México hace reserva 

de este Artículo, visto el texto actual del Artículo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Artículo 25. Inciso b). El Gobierno de México hace igualmente reserva de esta disposición, en 
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Dentro del preámbulo de ese documento internacional, entre otras cosas se considera que 

conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la 

justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a 

todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables; asimismo, 

reconoce que con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede 

realizarse el ideal del ser humano libre, en el disfrute de las libertades civiles y políticas y 

liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada 

persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, 

sociales y culturales. 

Este Pacto en conjunto con la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, sociales y culturales resultan ser el pilar del Sistema 

Universal de Protección de los Derechos Humanos.  

Entonces tanto el PIDCP, así como el PIDESC como en el siguiente apartado lo veremos, 

incorporan los derechos ya establecidos en la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, resultando los derechos civiles y políticos los señalados en los numerales del 6 al 

27, a guisa de parte dogmática del Pacto, que a continuación se ilustran38: 

 

Artículo Tema 

Artículo 6 Derecho a la vida, prohibición de la privación 
arbitraria de la libertad, limitación de la pena de 
muerte 

Artículo 7 Integridad física, prohibición de experimentación 
médica sin consentimiento 

Artículo 8 Prohibición de trabajo forzoso u obligatorio 

Artículo 9 Libertad y seguridad personales, prohibición de la 
prisión arbitraria, habeas corpus 

Artículo 10 Dignidad de trato en las prisiones 

                                                                                                                                                                                               
virtud de que el Artículo 190 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que los 

ministros de los cultos no tendrán voto activo, ni pasivo, ni derecho para asociarse con fines políticos. 

 

 
 

 

 
38 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Guadalupe Barrena. Colección del Sistema Universal de 
Protección de los Derechos Humanos. Fascículo 3. CNDH. Nov 2015. Primera reimpresión. Pag 30. 
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Artículo 11 Prohibición de prisión por deudas civiles 
Artículo 12 Libre tránsito 
Artículo 13 Prohibición de expulsión arbitraria del territorio de un 

Estado 
Artículo 14 Debido proceso 
Artículo 15 Irretroactividad de la ley penal 
Artículo 16 Reconocimiento de la personalidad jurídica 
Artículo 17 Vida privada 
Artículo 18 Libertad de pensamiento, conciencia y religión 
Artículo 19 Libertad de expresión 

Artículo 20 Prohibición de la propaganda de guerra y apología del 
odio racial 

Artículo 21 Libertad de reunión 
Artículo 22 Libertad de asociación 
Artículo 23 Familia, libertad de matrimonio 
Artículo 24 Derechos de los niños 
Artículo 25 Derechos políticos 
Artículo 26 Igualdad ante la ley 
Artículo 27 Protección de las minorías 

 

Dentro del articulado contenido en esta parte dogmática del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, no encontramos de manera expresa prohibición de regresividad alguna 

referente al principio de progresividad que lo contienen todos ellos 

 

II.4 En el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en adelante el 

PIDESC, surge al igual que el PIDCP, aprobado mediante resolución 2200 A (XXI) por la 

Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), y desde la adopción el 

16 de diciembre de 1966 y su apertura a firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 

General de la Organización de las Naciones Unidas, diez años después entra en vigor el 03 de 

enero de 1976 ante la ratificación por los Estados Parte. 

Al igual que para el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, México se adhiere al 

PIDESC casi quince años después, el 23 de marzo de 1981, después de haber sido aprobado 

por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, y su entrada en vigor en nuestro 

país el día 12 de mayo de ese año, igualmente no sin antes haber realizado interpretaciones 

declarativas y reservas al mismo. 

Debemos empezar por preguntar ¿Que se entiende como Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales? Los derechos económicos, sociales y culturales   se consideran derechos de igualdad 
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material por medio de los cuales se pretende alcanzar la satisfacción de las necesidades básicas 

de las personas y el máximo nivel posible de vida digna.39 

En nuestra Constitución Política se establecieron las obligaciones del Estado Mexicano en la 

reforma que tuvo en junio de 2011, en donde se tiene que desde ese entonces debemos 

armonizar la carta magna a los tratados internacionales que le generen obligaciones 

internacionales en derechos humanos, que son de diversa naturaleza y se encuentran dispersos  

en muy variada normativa jurídica, que tiene sobre todo principalmente le objetivo de ampliar 

cuantitativa y cualitativamente el ámbito de protección a dichos derechos humanos, lo que 

conocemos como progresividad y a la que le resulta a contario sensu el principio de no 

regresividad a los mismos. 

En la actualidad ya se ha superado, inclusive en jurisprudencia nacional, el tema a la 

supremacía constitucional, prevaleciendo hoy en día que las normas internacionales 

provenientes de los tratados internacionales de los que México forma parte gozan de rango 

constitucional y por ello son normas supremas al igual que nuestra Carta Magna.40 Tesis 

surgida por la contienda entre dos criterios aislados: Uno que sostenía que los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos se encontraban por debajo de nuestra ley 

suprema 41, y otro que establecía que en un conflicto que versara sobre derechos humanos, los 

convenios internacionales firmados por México se encuentran en el mismo nivel que la propia 

constitución42.  

 

                                                             
39 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y su Protocolo Facultativo. CNDH. Abr 
2012. Primera edición. Pag 2. 
40 Contradicción de tesis 293/2011. 
41 TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES 

FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Registro digital: 

192867, Pleno, Novena Época, Tesis P. LXXVII/99, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Tomo X, Noviembre de 1999, página 46. 
42 TRATADOS INTERNACIONALES. CUANDO LOS CONFLICTOS SE SUSCITEN EN RELACIÓN CON 
DERECHOS HUMANOS, DEBEN UBICARSE A NIVEL DE LA CONSTITUCIÓN. Registro digital: 164509, 
Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Tesis: XI.1o.A.T.45 K, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 2079 
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Sosteniendo el Máximo Tribunal que: Los derechos humanos, con independencia de su fuente, 

constituyen el parámetro de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe 

analizarse la validez de todas las normas y actos de autoridad que forman parte del 

ordenamiento jurídico mexicano. Al igual que: La jurisprudencia emitida por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos es vinculante para los todos los órganos 

jurisdiccionales, siempre que dicho precedente favorezca en mayor medida a las personas. 

Inclusive del segundo criterio surgieron dos tesis jurisprudenciales: P./J. 20/2014 (10a.)43 y 

P./J. 21/2014 (10a.)44. 

Esa conjunción de normas de derecho interno y de derecho internacional a la luz de los 

derechos humanos, redundante en todo proceso o procedimiento ha generado lo que hoy 

conocemos como “bloque de constitucionalidad”. (Tema que abordo en diferentes apartados 

del presente trabajo), a diferencia del bloque de convencionalidad que la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos ha llamado “control de convencionalidad (a través de un control difuso 

de constitucionalidad para no aplicar normas o validar actos u omisiones que contravengan la 

constitución ni los tratados internacionales)” y que ha generado diversa jurisprudencia al 

respecto a partir de los casos “Almonacid Arellano en Chile en el año 2006” y continuando 

con  “Radilla Pacheco en México en el año 2009”, entre otros. 

Así, en lo concerniente al tema de investigación, esto es, a la prohibición de regresividad de 

los derechos humanos en esta normativa internacional, su numeral 2.1 establece que: Cada 

uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por 

                                                             
43 Rubro: DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, 
PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, 
SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL. Pleno, Décima Época, Tesis P./J. 
20/2014, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, página 202. 
 
44 JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. ES 
VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA, 
Registro digital: 2006225, Pleno, Décima Época, Tesis: P./J. 21/2014, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, página 204 
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separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente 

económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 

progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de 

medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. Se encuentra 

implícita la obligación de les Estados Parte a no retrotraerse en el avance paulatino y 

progresivo de los derechos humanos ya reconocidos hasta ese momento, tomando medidas a 

nivel interno en todos los ámbitos de autoridad como a nivel internacional cooperando con el 

resto de los firmantes de este tratado, hincando ese apoyo en las medidas económicas y 

técnicas con las que cuente cada país suscriptor, incorporando en ello el mayor grado de 

recursos disponibles, logrando la progresividad de los derechos económicos, sociales y 

culturales y evitando con ello el retroceso de los mismos, por todos los medios óptimos con 

los que cuente, incluyendo que el poder legislativo de cada nación tome las medidas que les 

correspondan en su función legislativa. 

Esto tiene relación intrínseca con otros dispositivos de carácter internacional como lo son el 

artículo 26 del “Pacto de San José” -Convención Americana sobre los Derechos Humanos- 

(legislación internacional en derechos humanos de donde emanan el PIDCP y PIDES), ya 

analizado con antelación, al señalar: Los Estados Partes se comprometen a adoptar 

providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 

especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los 

derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y 

cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por 

el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u 

otros medios apropiados.; y el artículo 1º del “Protocolo de San José -Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales- al establecer: Los Estados Partes en el presente Protocolo Adicional a 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas 

necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, 

especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en 

cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la 

legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente 
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Protocolo. Estos dos numerales disponen la obligación de los Estados Parte de adoptar las 

medidas progresivas -no regresivas- al igual que el equivalente del PIDESC. 

Por un lado la Convención Americana impone la obligación a todos sus miembros suscriptores 

de la adopción de las providencias necesarios para lograr la plena efectividad de los derechos 

de manera progresiva, mientras que el Protocolo señala que se obligan por los firmantes a la 

adopción de las medidas que sean necesarias con la finalidad de lograr la progresividad de los 

derechos humanos ya reconocidos, esto de conformidad a la normativa interior emanada del 

legislativo, para lograr la plena efectividad de esos derechos. 

Resultando de estos artículos que las naciones como Estados Parte están sometidos de manera 

expresa a lo que prescribe la Convención Americana en su artículo 29 -Normas de 

Interpretación- al imponerles que:  Ninguna disposición de la presente Convención puede ser 

interpretada en el sentido de: a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, 

suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o 

limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; b) limitar el goce y ejercicio de cualquier 

derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los 

Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; c) 

excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 

forma democrática representativa de gobierno, y d) excluir o limitar el efecto que puedan 

producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 

internacionales de la misma naturaleza. Porque de interpretarlas de manera contraria a lo 

mandatado en los incisos de este numeral de la Convención Americana, estarían siendo 

regresivas de derechos humanos, y ello les es prohibido en aras del principio de progresividad 

al que están sujetos todos los derechos humanos; o sea, no pueden suprimirlos, limitarlos y/o 

excluirlos. 

Los países suscriptores del PIDESC, se comprometen a respetar, proteger, promover y hacer 

efectivos cada uno de los derechos incluidos en dicho pacto internacional. Comprometiéndose 

a la vez a adoptar todas las medidas por todos los medios posibles, incluyendo las medidas 

legislativas, de manera inmediata, con la finalidad de lograr el goce pleno de los derechos 

humanos para todas las personas. En el ámbito local tanto las autoridades integrantes del poder 

legislativo, así como las del poder ejecutivo y judicial deben adoptar medidas políticas, 
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económicas, sociales y culturales para lograr inmediata y progresivamente la plena efectividad 

de los derechos humanos, con independencia del nivel de riqueza del país, por lo que todos los 

recursos existentes deben aplicarse eficazmente hasta por el máximo de los recursos 

económico y técnicos de que disponga nacionales o de los provenientes de la cooperación 

internacional 

Lo anterior, para el caso de las autoridades jurisdiccionales en el derecho interno de México, 

resulta trascendental -como se verá más adelante cuando analicemos jurisprudencia de 

nuestros tribunales relativas al tema de investigación- pues se reitera que la interpretación es 

igualmente relevante en este ámbito, de conformidad a lo dispuesto por el Constituyente 

Permanente de la Republica en los párrafos segundo y tercero del artículo 1º Constitucional, 

reformado el 10 de junio de 2011, al establecer: 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 

esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 

todo tiempo a las personas la protección más amplia.  

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 

los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Entonces, el presente pacto -PIDESC- impone diversas obligaciones a los Estados Parte, las 

que se encuentran en dos aristas: 

1. Obligaciones de cumplimiento gradual. Todas aquellas que dependen de los recursos 

disponibles -económicos e institucionales- y del grado de desarrollo del Estado Parte. 

2. Obligaciones de cumplimiento inmediato. Todas aquellas que no dependen de los 

recursos disponibles -económicos e institucionales-. Sin que obste la magnitud de 

desarrollo del Estado Parte. 
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A su vez, el PIDESC desde la óptica de la presente investigación, -prohibición de regresividad 

de los derechos humanos- revela que en los países miembro del tratado internacional, todas 

sus autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias deben por un lado mejorar en 

pro de todos sus habitantes el goce y disfrute de manera permanente, continua y gradual de 

todos los derechos humanos consagrados a su favor, y por otro lado abstenerse de tomar 

cualquier medida regresiva de esos derechos humanos, sin que esté plenamente justificada y 

validada a la luz del derecho internacional de los derechos humanos, de conformidad a los 

estándares internacionales aplicables -criterios de justificación- esa excepción regresiva de 

derechos humanos. 

Existiendo por parte del Estado, según este Pacto Internacional -PIDESC- una obligación de 

asegurar la satisfacción de un estándar de nivel esencial respecto de cada derecho humano ya 

reconocido, incluida la no regresividad de tales derechos humanos. Al respecto Luis Daniel 

Vázquez y Sandra Serrano explican que el principio de no regresión, también conocido como 

prohibición de regresividad, es un principio complementario al de progresividad que “indica 

que una vez logrado el avance en el disfrute de los derechos, el Estado no podrá, salvo en 

ciertas circunstancias, disminuir el nivel alcanzado”.45 

Es importante precisar que quien vigila el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales -PIDESC- lo es el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales y para que el PIDESC tenga efectividad debe asumir las facultades que 

le otorga el Protocolo Facultativo. Sin embargo en México si bien ha impulsado la adopción 

del protocolo aún no lo ha firmado, mucho menos ratificado; luego entonces resulta que 

ninguna persona en nuestro país a la que se la hayan violado derechos económicos, sociales y 

culturales podría presentar queja o denuncia ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales. 

                                                             
45 Véase Luis Daniel Vázquez y Sandra Serrano, “Los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación práctica”, en Miguel Carbonell y Pedro Salazar Ugarte, 
coords., La reforma constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma. México, IIJ-UNAM, 2011, PP. 1-7 
Y 25-29. 
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Mapa sobre las ratificaciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales o de su Protocolo facultativo a enero de 2021.46 

Por lo que el mecanismo legal que contempla esta normativa internacional no es la idónea para 

que los justiciables en México -incluidos los extranjeros que se encuentren en el territorio 

nacional- puedan dirimir cualquier controversia que se suscite respecto de la afectación en su 

esfera jurídica por alguna autoridad o ley en tratándose de derechos humanos de naturaleza 

económica, social o cultural. Sobre todo, porque a nivel nacional como internacional se debe 

observar el principio de definitividad para poder acceder a diverso medio legal de 

impugnación o de acceso a la impartición de justicia, como lo podremos apreciar cuando 

analicemos, en el capítulo correspondiente, los medios de control de la constitucionalidad, 

sobre todo el juicio de amparo en México, como medio extraordinario de defensa de los 

gobernados. 

 

II.5 En la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos  

Si bien es cierto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en adelante la CIDH, 

tiene estrecha relación con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en adelante la 

Corte IDH, la función principal de aquella es promover la observancia y la defensa de los 

Derechos Humanos en las Américas, y además de esto, de conformidad a su Estatuto establece 

                                                             
46 https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx 

https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CESCR/OHCHR_Map_ICESCR.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CESCR/OHCHR_Map_ICESCR.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CESCR/OHCHR_Map_CESCR-OP.pdf
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entre sus funciones y atribuciones respecto de los Estados Partes en la Convención Americana, 

la recepción, el análisis e investigación de peticiones individuales47 en que se alegan 

violaciones de derechos humanos, tanto respecto de Estados Miembros de la OEA que han 

ratificado la Convención Americana, como de aquellos Estados que aún no la han ratificado; 

así como de presentar casos ante la Corte IDH y comparece ante la misma durante la 

tramitación y consideración de los casos; no menos cierto es que esta última, es uno de los 

tribunales de protección de los derechos humanos.  

Como institución judicial autónoma su objetivo es aplicar e interpretar la Convención 

Americana. La Corte IDH ejerce una función contenciosa, dentro de la que se encuentra la 

resolución de casos contenciosos y el mecanismo de supervisión de sentencias; una función 

consultiva; y la función de dictar medidas provisionales. México es uno de los países que ha 

reconocido la competencia contenciosa de la Corte IDH y por ello sus sentencias que emite 

son vinculantes para todos los jueces en nuestro país, ya que al resolver cualquier conflicto 

que se le pone de su conocimiento, utiliza entre otras herramientas el Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos, la Convención Americana y sus fuentes, incluyendo la jurisprudencia 

que emite esa Corte IDH.  

Es por ello, como ya lo mencioné que todas las autoridades sujetas a la administración de 

justicia en México en todos sus niveles, incluidas las castrenses, toda vez que nuestro país es 

un Estado Parte de la Convención Americana, están sometidos a los tratados que firma el 

ejecutivo federal con aprobación del Senado de la República, constriñéndose a observar, 

respetar, pero sobre todo a velar para que los efectos de las disposiciones de la Convención 

Americana no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, lo 

que resulta en una prohibición de regresividad de los derechos humanos. Es por ello que todas 

las autoridades judiciales o administrativas a nivel local están obligadas a ejercer ex officio un 

“control de convencionalidad” entre las normas internas y los tratados internacionales, 

                                                             
47 Los particulares tienen la posibilidad de demandar a un Estado que ha violado sus derechos y que el propio 
Estado no fue capaz de resolver la controversia dentro del país, estas demandas particulares son analizadas por 
la CIDH, quien convoca a las partes (demandante y Estado) para tratar de llegar a un acuerdo mutuo. En dado 
caso de que no se llegue a un acuerdo de forma pacífica, la CIDH hará recomendaciones específicas o en su caso 
hará la denuncia de la controversia en la Corte IDH, únicamente si el Estado haya aceptado la propia autoridad 
de la Corte IDH. 
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verbigracia la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de las 

regulaciones procesales correspondientes. Para eso, deben tener en cuenta a los tratados, y la 

interpretación que de ellos ha hecho la Corte IDH como intérprete última de la Convención 

Americana, dado que su organización, procedimiento y función de la Corte se encuentran 

regulados en la propia Convención Americana.  

México reconoce la competencia contenciosa de la Corte IDH, mediante una Declaración 

publicada en el Diario Oficial de la Federación del 8 de diciembre de 1998, la cual transcribo 

por la trascendencia sobre este tema: 

Decreto por el que se aprueba la Declaración para el Reconocimiento de la Competencia 

Contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. Presidencia 

de la República. 

Ernesto Zedillo Ponce de León 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el 

siguiente 

DECRETO 

La Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que 

le concede el artículo 76 fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos decreta: 

ARTÍCULO ÚNICO. Se aprueba la siguiente 

DECLARACIÓN PARA EL RECONOCIMIENTO DE LA COMPETENCIA CONTENCIOSA 

DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

1. Los Estados Unidos Mexicanos reconocen como obligatoria de pleno derecho, la 

competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sobre los 

casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 62.1 de la misma, a excepción de 

los casos derivados de la aplicación del artículo 33 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

2. La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos solamente será aplicable a los hechos o a los actos jurídicos posteriores a la 

fecha del depósito de esta declaración, por lo que no tendrá efectos retroactivos. 
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3. La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos se hace con carácter general y continuará en vigor hasta un año después de 

la fecha en que los Estados Unidos Mexicanos notifiquen que la han denunciado. 

México, D.F., a 1° de diciembre de 1998.  

Entonces, las sentencias que emite la Corte IDH respecto de las controversias a las violaciones 

de las convenciones sujetas a su competencia, deben ser incorporadas en el derecho interno de 

nuestra nación, pues esa jurisprudencia que emite a la luz de la Convención Americana, de 

otros diversos tratados y de los Pactos aquí analizados como lo son el Pacto Internacional de 

los Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, son obligatorias para nuestras autoridades a la hora de resolver los 

asuntos que les competen, convirtiéndose esas resoluciones en derecho positivo para nuestro 

sistema de justicia, dado que cuando resuelve la Corte IDH, sobre cualquier acto u omisión en 

que incurre un Estado Parte a través de alguno de sus poderes, órganos o agentes, que viole un 

derecho o libertad consagrados en la Convención, lo hace determinando la compatibilidad  o 

incompatibilidad del acto u omisión con las disposiciones de la misma y de los diversos 

tratados o pactos internacionales.  

En México, las autoridades de manera progresiva han ido adoptando la jurisprudencia 

internacional, entre las que se encuentra la emanada de la Corte IDH,  a la hora de resolver en 

el derecho interno; sin embargo habrá que analizar si de las controversias que ha resuelto en 

donde se ve implicado como Estado Parte México, este país ha procedido de manera 

voluntaria en el acatamiento a esa sentencia o se le ha tenido que incoar un procedimiento 

coactivo para ello, sobre todo en alguna que haya versado sobre la prohibición de regresividad 

de un derecho civil o político o un derecho económico, social o cultural, tutelados tanto en la 

Convención Americana, como en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos y 

el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  

Lo anterior obedece a que la Corte IDH entre sus funciones, además de emitir sentencias en 

las que hace extensiva la responsabilidad internacional de un Estado Parte por violaciones a 

derechos humanos, ya sea que emanen de los tratados o de la propia Convención Americana, 

también dicta las medidas reparatorias, supervisa el cumplimiento de las sentencias que dicta 
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(ejecución), materializando la protección -per se- del derecho humano que protegió en su 

determinación.  

Así, las resoluciones a las controversias que emite la Corte IDH revisten importante 

trascendencia para el fortalecimiento institucional en el derecho interno de un país, en nuestro 

caso de México, sobre todo en el ámbito legislativo al elaborar reformas a nuestra constitución 

política, como a las leyes secundarias -ya que todo Estado que ratifica un tratado en el ámbito 

de derechos humanos se encuentra constreñido a adecuar su leyes internas modificándolas en 

lo pertinente para asegurar las obligaciones contraídas en el pacto, adecuándolas al articulado 

de la convención- al igual que las sentencias que emiten los jueces tanto federales como del 

fuero común, revistiendo al derecho internacional de los derechos humanos en sede local, pero 

ello no es óbice para poder valorar si la jurisprudencia que emite la Corte IDH contiene 

verdadera legitimidad, sobre todo al darle el seguimiento a lo resuelto por ese alto tribunal 

internacional de derechos humanos, como se podrá analizar respecto de algunas sentencias que 

ha emitido.  

La Corte IDH es entonces la última interprete de la Convención Americana y es la que 

resuelve debido a su competencia contenciosa todos aquellos casos individuales por la 

violación de derechos humanos y que le son remitidos como ya se dijo por la CIDH; por lo 

que en sus sentencias resuelve sobre la responsabilidad internacional en la que un Estado Parte 

ha incurrido por dichas violaciones y por ello también tiene jurisdicción para dictar las 

medidas de reparación del daño causado a las victimas de tales violaciones de derechos 

humanos.  

Sin embargo, encontramos un problema en nuestro sistema de justicia en nuestro país a la hora 

de querer ejecutar las sentencias internacionales que dicta la Corte IDH en contra de México, 

ya que por un lado se encuentra la sentencia definitiva dictada por alguna autoridad 

jurisdiccional federal, la cual goza del principio de definitividad; o sea, se entiende que no 

existe ninguna otra instancia nacional para combatirla; y por otro lado no contamos con 

ningún mecanismo que contenga los dispositivos legales que positiven el cumplimiento a las 

sentencias internacionales dictadas por la Corte IDH, dada la competencia que le fue 

reconocida por nuestro gobierno en México.  
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Visto de otra manera podemos decir que diverso proceso jurisdiccional federal que dirima un 

acto de autoridad que afectó la esfera jurídica del gobernado en sus derechos humanos en 

nuestro sistema federal de justicia mexicano, llevado y resuelto como última instancia, su 

sentencia definitiva que dicta y que igualmente sea considerada por el gobernado violatoria de 

sus derechos humanos consagrados en una norma local y/o internacional, pasaría al 

conocimiento de la Corte IDH como instancia supranacional, siempre y cuando así lo apruebe 

la Comisión Interamericana de Derechos humanos, para después en algún momento emitir 

Jurisprudencia cuando así corresponda.  

Al respecto, si la Corte IDH dictara en alguna resolución internacional que nuestro país, a 

través de un órgano jurisdiccional federal, le violó en su propia sentencia definitiva al 

accionante derechos humanos consagrados en alguna convención internacional, como la 

Convención Americana y los Pactos Internacionales que contienen derechos humanos 

anteriormente analizados, y ordena que se dicte una nueva sentencia definitiva con apego a 

derecho internacional; ante ello, ni nuestra constitución política, ni la ley orgánica que regula 

al poder judicial de la federación, ni la ley de amparo, contemplan ningún recurso de 

impugnación; el cual inclusive por analogía lógica y jurídica sería de la exclusiva competencia 

del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

Por otro lado, también resultaría de consideración quien debiera de dar cumplimiento a esa 

nueva resolución, pues aquí en nuestro país adolecemos de un medio idóneo para ello; 

inclusive nuestro Máximo Tribunal ha emitido criterios discrepantes al respecto, pues basta 

echar una mirada a resoluciones como las del incidente “Varios 912/2010”48, la cual fue 

progresiva ya que inclusive dio origen al reconocimiento por parte de México a la 

competencia contenciosa por parte de la Corte IDH; posteriormente emite un criterio regresivo 

en la jurisprudencia por contradicción de tesis 293/2011, tocante al tema de restricciones 

                                                             
48 Varios 912/2010. "Caso Rosendo Radilla Pacheco". Se reconoció la competencia contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y de sus criterios vinculantes y orientadores; se reconoció la facultad del 
Poder Judicial de la Federación de ejercer el control de convencionalidad ex officio entre las normas internas y 
la Convención Americana; y se reconoció a todos los tribunales del país la facultad de realizar el control difuso 
de la constitucionalidad. 
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expresas a los derechos humanos49; y por último en la del incidente “Varios 1396/2011” 

Fernández Ortega y otros vs. México  y Rosendo Cantú y otra vs. México, reitera ese criterio 

regresivo sobre la prevalencia de restricciones constitucionales en términos de la sentencia 

emitida en la contradicción de tesis 293/2011.50 

                                                             
49 Contradicción de tesis 293/2011. En ella, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió a favor 
por mayoría dos propuestas: TEMA 1: Las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no 
se relacionan en términos jerárquicos, entendiendo que cuando en la Constitución haya una restricción expresa 
al ejercicio de los derechos humanos, se deberá atender a lo que indica la norma constitucional. Tema 2: La 
jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos es vinculante para las y los jueces 
mexicanos, siempre que dicho precedente favorezca en mayor medida a la persona. 

50 Varios 1396/2011. Véase: Artículo 68.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Los Estados 

Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean partes”. 

Articulo 27 de la Convención de Viena “El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no 

podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado” 
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CAPÍTULO  III. ANÁLISIS A LA PROHIBICIÓN DE REGRESIVIDAD 

EN OBSERVANCIA AL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 

DERECHOS HUMANOS EN EL DERECHO INTERNO DE MÉXICO 

En este capítulo analizaré los aportes que el legislador constituyente originario y el 

constituyente permanente han realizado en México a favor de la prohibición de regresividad 

en observancia al principio de progresividad de los derechos humanos. 

III.1 En la constitución mexicana  

La reforma constitucional en tratándose de derechos humanos tuvo una larga trayectoria, no 

sin hacer mención de los doscientos años que han transcurrido desde el México independiente 

hasta el momento de la última reforma trascendental en ese asunto - junio de 2011- y que el 

legislativo en cada momento que tuvo oportunidad incorporó lo plausible al respecto, siendo 

que el último proceso legislativo en nuestro país se empezó a aglutinar a finales del mes de 

abril de 2008, en donde la Comisión Ejecutiva de Negociación y Construcción de Acuerdos en 

la cámara baja del Congreso de la Unión presentó la iniciativa de ley precursora de la referida 

reforma constitucional, en la que en esencia trataba de que se armonizara el derecho interno de 

nuestro país con el derecho internacional de los derechos humanos. Así se emitió un dictamen 

favorable modificándose los artículos constitucionales 1, 11, 33, 89 y 102 y se reformaron los 

diversos 15, 18, 29, 97 y 105; trascendiendo en sí, pero sobre todo en lo personal para el 

presente trabajo de investigación, la modificación a la denominación del Capítulo I de nuestra 

ley superior. 

En su exposición de motivos, el legislativo manifestó que había llegado el momento de que en 

México se reconocieran plenamente todos los derechos humanos y que precisamente eso se 

plasmara en nuestra Carta Magna, armonizándose así el reconocimiento que ya se tiene a 

través de los Tratados Internacionales de los que México forma parte con otras naciones, en 

otras palabras, una verdadera responsabilidad constitucional en cuanto a ese tema se refería. 

Verbigracia, entre otras responsabilidades, que todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
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y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 

las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Ley o leyes que hasta este momento no están precisadas, pero sobre todo generalizadas como 

garantía en sí o como mecanismo legitimado necesariamente para esos fines constitucionales. 

Otros ejemplos serían que, “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas en México 

gozarán de los derechos humanos reconocidos en su Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su 

protección….”; e igualmente que, “Las normas relativas a los derechos humanos se 

interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la 

materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.51 

Al respecto resulta entonces imperativo que los jueces en todo el país se encuentran impelidos 

u obligados a observar la convencionalidad de los tratados sobre derechos humanos, pero 

sobre todo en ultima ratio, el favorecimiento de la protección más amplia sobre o hacía la 

persona (principio pro homine). 

Así podemos encontrar criterios sobre las variantes que pudieran entenderse sobre la 

interpretación de este principio pro persona que consagra nuestra Constitución. Como ejemplo 

puedo citar la siguiente.  PRINCIPIO PRO HOMINE. VARIANTES QUE LO COMPONEN. 

Conforme al artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, las normas en materia de derechos humanos se interpretarán de conformidad con 

la propia Constitución y con los tratados internacionales de la materia, procurando favorecer 

en todo tiempo a las personas con la protección más amplia. En este párrafo se recoge el 

principio "pro homine", el cual consiste en ponderar el peso de los derechos humanos, a efecto 

de estar siempre a favor del hombre, lo que implica que debe acudirse a la norma más amplia 

o a la interpretación más extensiva cuando se trate de derechos protegidos y, por el contrario, a 

la norma o a la interpretación más restringida, cuando se trate de establecer límites a su 

ejercicio. En este contexto, desde el campo doctrinal se ha considerado que el referido 

principio "pro homine" tiene dos variantes: a) Directriz de preferencia interpretativa, por la 

cual se ha de buscar la interpretación que optimice más un derecho constitucional. Esta 

                                                             
51 Artículo 1º Constitucional, párrafos primero y segundo. 
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variante, a su vez, se compone de: a.1.) Principio favor libertatis, que postula la necesidad de 

entender al precepto normativo en el sentido más propicio a la libertad en juicio, e incluye una 

doble vertiente: i) las limitaciones que mediante ley se establezcan a los derechos humanos no 

deberán ser interpretadas extensivamente, sino de modo restrictivo; y, ii) debe interpretarse la 

norma de la manera que optimice su ejercicio; a.2.) Principio de protección a víctimas o 

principio favor debilis; referente a que en la interpretación de situaciones que comprometen 

derechos en conflicto, es menester considerar especialmente a la parte situada en inferioridad 

de condiciones, cuando las partes no se encuentran en un plano de igualdad; y, b) Directriz de 

preferencia de normas, la cual prevé que el Juez aplicará la norma más favorable a la persona, 

con independencia de la jerarquía formal de aquélla.52 

Por ello, se debe distinguir entre el reconocimiento de derechos, pero más aún sobre las 

garantías previstas en su protección, por lo que se incluyeron o se establecieron en esa reforma 

las obligaciones de todas las autoridades - entiéndase del Estado – para el cumplimiento 

irrestricto de esos derechos humanos, con la finalidad de promoverlos, respetarlos, protegerlos 

y garantizarlos y en su caso prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 

mismos, en términos de la ley. 

Resultando complejo lo anterior, ya que para promoverlos debe crear en la sociedad la cultura 

de la legalidad que dista mucho para que la alcancemos en la totalidad; para respetarlos no 

existe homologación en la interpretación a lo establecido en las normas jurídicas en México, lo 

cual llega a menoscabar el ejercicio pleno de esos derechos humanos en las personas; en 

cuanto a protegerlos resulta en la actualidad insuficientes todas las medidas que se han 

adoptado como lo son las políticas públicas, las administrativas, económicas, pero sobre todo 

jurídicas que lleguen a asegurar su cumplimiento; y para garantizarlos debe existir una 

verdadera organización del propio Estado para lograr en consecuencia la prevención de toda 

posible violación a los derechos humanos y en caso de que suceda eso, investigar hasta sus 

últimas consecuencias dicho improperio, sancionando a la autoridad que corresponda 

mediante un acceso claro y transparente de las personas a la justicia que tenga como objetivo 

                                                             
52 2005203. I.4o.A.20 K (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 1, Diciembre de 2013, Pág. 1211. 
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la reparación de la violación a sus derechos humanos  mediante los mecanismos legales que 

lleguen a establecerse para ello. 

Como ya se menciona en nuestra Constitución, todo ello de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; ya que todas las personas 

poseen los mismos derechos inherentes a ellas y es la base angular del derecho internacional 

de los derechos humanos; de que esos derechos se encuentran relacionados y entrelazados 

entre sí, pues al ejercitarse alguno se beneficia a las personas con algún otro y si se vulnera por 

la autoridad alguno de esos derechos en consecuencia se le afectan otros más; que los derechos 

humanos de las personas no se protegen de manera separada sino en todo su conjunto pues no 

existen niveles en ellos y todos son importantes y trascendentes al humano; pero sobre todo, la 

progresividad en los derechos humanos empatiza con el principio pro persona, pues refiere el 

disfrute de las condiciones más favorables para todas las personas y contraviene en sí mismo, 

cualquier retroceso en el reconocimiento y el disfrute de cualquier derecho humano ya ganado, 

y en consecuencia también es basamento de las garantías previstas para su proteccionismo y 

obliga a toda autoridad a poner en práctica todas las medidas que sean necesarias para la 

realización plena de todos los derechos humanos y garantías, de toda persona evitando su 

retroceso o regresividad. 

En cuanto a la posibilidad de que la población en general pero sobre todo los estudiantes desde 

el inicio de su formación hasta el nivel medio superior que de acuerdo a nuestra carta magna 

resulta obligatorio como lo establece el diverso 3º constitucional, resulta imperativo que a la 

postre se identifique una cultura de la legalidad en cuanto a derechos humanos se trata, y por 

ello se reformó también ese dispositivo y en lo particular se dispuso legislativamente el 

respeto a los derechos humanos en cuanto a la educación que imparta el estado.53  

Con la modificación al numeral 11 de la ley suprema se determinó que todo individuo tiene 

derecho a solicitar y recibir asilo conforme a los tratados internacionales de los que México 

forma parte.54 Esto en la actualidad resulta trascendente debido a la situación que viven 

diferentes países de Centroamérica y Sudamérica, en la que se ven obligadas las personas a 

migrar de su lugar de origen y solicitar asilo como refugiados. 

                                                             
53 Articulo 3º Constitucional, párrafo segundo. 
54 Artículo 11 Constitucional, párrafo segundo 
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Por otro lado, tenemos la reforma al artículo 15 constitucional, tema importante para este 

trabajo de investigación, toda vez que en esa reforma se impone la no regresividad como 

garantía implícita al principio de progresividad de los derechos humanos, al no autorizar la 

celebración de convenio o tratados mediante los cuales se lleguen a alterar o privar de los 

derechos humanos ya reconocidos por nuestra constitución política y por los tratados 

internacionales de los que nuestro país forma parte ya sea bilateral o multilateral.55 

Otra garantía, más que derecho humano, reza que el respeto a los derechos humanos será 

organizado sobre la base de la organización del sistema penitenciario56 – que decir de la 

afamada presunción de inocencia que al presente día y después de otra más de la infinidad de 

reformas que ha sufrido nuestra constitución, se amplió el número de delitos que traen 

aparejada prisión preventiva oficiosa, contraviniendo tal credo -, lo que traerá como 

consecuencia que las cárceles de México en poco tiempo se vean de nueva cuenta 

superpobladas y que en algún momento colapse el sistema penitenciario; lo anterior resulta así 

ya que desde el año 2008 al 2011 el legislativo incursionó en un proceso de implementación 

de un sistema de justicia garantista en el que los jueces deben guiarse en los procesos 

favoreciendo en todo tiempo a las personas – principio pro persona – la protección más amplia 

a través del control convencional; resultado este de un largo y prolongado proceso de debates 

y propuestas que siguen dándose, en respuesta a las propuestas inclusive de doctrinarios, entre 

los que se encuentra el Doctor José Luis Juan Caballero Ochoa57, del avance que se ha tenido 

en nuestro país respecto del desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos, 

obteniendo como primicia que se deben adoptar los criterios de interpretación internacional en 

pro de la dignidad humana aplicando como ya lo mencioné el principio pro homine. Es 

importante señalar la importancia que tiene  tal desarrollo del derecho internacional de los 

derechos humanos, pues al ponerlo en práctica a todo juez en nuestra nación le resulta 

obligatorio tanto la constitucionalidad como la convencionalidad – interpretación conforme -, 

                                                             
55 Artículo 15 Constitucional, última parte 
56 Articulo 18 Constitucional, párrafo segundo. 
57 El bloque de constitucionalidad/convencionalidad no se agota en su estructuración formal en tanto catálogo 
de derechos. Requiere un proceso de interpretación sobre la base de los elementos interpretativos disponibles, 
de carácter nacional o internacional. En este punto, cobra sentido el modelo amplio de interpretación conforme 
que incorpora los criterios, decisiones e interpretaciones realizadas por los órganos competentes en el marco 
de sus respectivas facultades. LA INTERPRETACIÓN CONFORME EN EL ESCENARIO JURÍDICO MEXICANO. 
ALGUNAS PAUTAS PARA SU APLICACIÓN A CINCO AÑOS DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2011/Revista del 
Centro de Estudios Constitucionales. No. 3, página 61. 
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pues al aplicar la norma jurídica de derecho interno también esta constreñido a interpretar las 

disposiciones de derecho internacional, en pro, como ya lo mencioné, de la dignidad del ser 

humano, fortaleciéndose así paulatinamente los derechos de las personas pero sobre todo en un 

marco de protección de la dignidad humana. Resultando con ello un verdadero compromiso 

para todas las autoridades en nuestro país, sobre todo en las jurisdiccionales, y en 

cumplimiento a un mandato constitucional, promoverán, respetarán, protegerán, pero sobre 

todo como es que garantizarán los derechos humanos de conformidad con los principios 

rectores de los mismos. 

Resulta también importante resaltar que con los cambios que se han dado en la esfera jurídica 

de los gobernados en esta nación, van encaminados al proteccionismo de los derechos 

humanos, los cuales deben estar de manera por demás asegurada bajo cualquier situación, 

inclusive critica, ya que cualquier restricción o suspensión al ejercicio de algún derecho 

humano o garantía ha de resultar proporcional al peligro que enfrenta, debiendo sujetarse  a los 

principios de legalidad, racionalidad, proclamación, publicidad y no discriminación.58 

Así las cosas, también se establecen una serie de derechos que no pueden restringirse ni 

suspenderse y por ello en ningún decreto expedido, no podrán restringirse ni suspenderse:59 

 Los derechos a la no discriminación 

 al reconocimiento de la personalidad jurídica  

 a la vida 

 a la integridad personal  

 a la protección a la familia  

 al nombre  

 a la nacionalidad  

 los derechos de la niñez  

 los derechos políticos  

 las libertades de pensamiento, conciencia y de profesar creencia religiosa alguna  

 el principio de legalidad y retroactividad 

                                                             
58 Artículo 29 Constitucional, párrafo tercero 
59Artículo 29 Constitucional, párrafo segundo 
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  la prohibición de la pena de muerte 

 la prohibición de la esclavitud y la servidumbre  

 la prohibición de la desaparición forzada y la tortura 

 ni las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos. 

De igual manera se brinda el proteccionismo a las personas extranjeras al señalarse en el 

artículo 33 de nuestra constitución que gozarán de los derechos humanos y garantías que la 

propia constitución les reconoce a los mexicanos, además que para el caso de su expulsión de 

nuestro país, será a través de la observancia a la garantía de audiencia, mediante un defensor 

público o privado, bajo el principio de legalidad y del debido proceso.60 

Con esa reforma se da inclusión a los derechos humanos y se les brinda respeto, protección y 

promoción respecto del Ejecutivo de la Nación al dirigir la política exterior y la celebración de 

tratados internacionales por parte de México.61 

Sobremanera importante para este trabajo, la reforma al numeral 102, apartado B, párrafo 

segundo, al establecerse que todo servidor público – entiéndase toda autoridad – dará 

respuesta a las recomendaciones de los organismos no jurisdiccionales en tratándose de 

aquellos organismos que protegen los derechos humanos, y que para el caso de que exista de 

su parte negativa a aceptarlas o cumplirlas, deberán irrestrictamente motivar, fundamentar y 

darle publicidad a su negativa; así como la posibilidad de que se presenten ante el legislativo 

federal o local según corresponda a petición de esos organismos a dar explicación de su 

negativa a ser aceptada o cumplida tal o tales recomendaciones.62 

Las reformas del año 2011 se cierran con la realizada al numeral 105 constitucional, fracción 

II, inciso g, mediante la cual le brinda a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos la 

facultad de ejercitar las acciones de inconstitucionalidad respecto de leyes federales o locales, 

así como de tratados internacionales que se celebren por México como Estado Parte, que 

violenten los derechos humanos establecidos en la constitución y en los convenios o tratados 

internacionales anteriormente suscritos. Misma facultad se la brinda a los organismos de las 

                                                             
60 Artículo 33 Constitucional, párrafos primero y segundo 
61 Artículo 89 Constitucional, fracción X 
62 Artículo 102 Constitucional, apartado B, párrafo segundo 
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entidades federativas protectores de derechos humanos respecto de leyes expedidas por el 

legislativo local.63 

Lo anterior reviste importancia para la temática principal de este trabajo a desarrollar, toda vez 

que a través de las acciones de inconstitucionalidad que lleguen a accionar la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos – ámbito federal – o las Comisiones Estatales de los 

Derechos Humanos en las Entidades Federativas – ámbito local -, pero sobre todo los fallos a 

favor que la Suprema Corte de Justicia de la Nación emita, serán los aportes a la prohibición 

de regresividad en observancia al principio de progresividad de los derechos humanos, que 

como tema toral se desarrolla.  

Asimismo, dentro de la secuela del presente trabajo de investigación, empezando con los 

resultados que se obtengan de la Estancia que señala el plan de estudios del doctorado, que 

realizo al interior del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja California Sur – ámbito 

local -, durante los meses de abril a noviembre del año corriente, mediante el análisis 

comparativo y estadístico de los expedientes que a través de una muestra aleatoria de los 

mismos que se llegue a determinar por el responsable de la estancia, nos arroje elementos a 

considerar para problematizar  el presente trabajo de investigación sobre la temática toral y de 

igual manera emitir una propuesta de solución a guisa de conclusiones, no sin antes realizar 

iguales ejercicios comparativos y estadísticos en caso de ser posible, al interior del Tribunal 

Colegiado de Circuito del Vigésimo Sexto Circuito – ámbito federal -, y en la Corte 

Interamericana de los Derechos Humanos con sede en Costa Rica – ámbito internacional -.   

La observancia completa a los derechos humanos y garantías que tiene toda persona se torna 

remota e inalcanzable – algunos pensadores dirían utópica – resultando por demás difícil hacer 

cumplir las leyes de derecho interno como de derecho internacional sobre los mismos, ya que 

es desgastante en tiempo y en dinero llevar a cabo la justicia sobre ellos. Todo dispositivo 

legal referente a derechos humanos es en esencia restrictivo en afán de proteger esos derechos 

humanos y garantías de las personas, pero no resulta suficiente en lo mínimo como se aprecia 

a diario en los abusos cometidos por las autoridades en este país hacia los beneficiarios de 

tales derechos y garantías. 

                                                             
63 Artículo 105 Constitucional, fracción II, inciso g 
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Entre tanto se sigan dando reformas constitucionales en el ámbito de derechos humanos, pues 

no es un asunto que le resulta apático a la población en general en México, sino es una 

exigencia de todas las personas para evitar en la medida de lo posible los abusos de poder de 

cualquier autoridad que vulnere la esfera jurídica de los mexicanos y de cualquier extranjero 

que se encuentre en territorio nacional, dado que resulta en la disminución de condiciones de 

vida digna, todas estas reformas pasadas , presentes y futuras sirven para la protección de los 

derechos de las personas, y deberán procurarse por consecuencia de lo anterior, los 

mecanismos legales necesarios para la reparación de cualquier afectación a ellos cunado les 

resulten afectados o violentados; de igual manera, deberá ponerse en énfasis especial la 

creación de los instrumentos legales o de cualquier institución que resulten ser necesarios 

cuando el Estado Mexicano deba prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 

derechos humanos, con la única finalidad de evitar la impunidad en su perpetración por 

cualquier autoridad. 

Como lo reconoce Luis González Placencia al señalar que: “Si bien, los derechos humanos no 

se agotan en los contenidos en la Constitución, tampoco son infinitos, etéreos, o elusivos; los 

que no estén en el texto constitucional están en el texto de los tratados ratificados por México, 

lo que significa que es necesario buscarlos y establecer las normas para su reconocimiento y 

aplicación”64  

Parafraseando a este doctrinario refiere que “a través de los tratados que México firma y 

ratifica resulta un mecanismo para incorporar derechos con independencia de la materia que 

fuere, lo que implica potencialmente más derechos en el futuro” y que “dado el correlativo de 

la progresividad es la no regresividad como principio, de debería a futuro restringirse o 

eliminarse derechos a quienes viven o transitan por nuestro país”.65 (La negrita es propia).  

Puntualizando a pie de página que desafortunadamente, muy poco tiempo pasó antes de que la 

Suprema Corte de Justicia pusiera en entredicho la prohibición de regresión, con la resolución 

en torno al amparo directo en revisión 4267/23, en la que afirma “…que los derechos 

                                                             
64 Criterios y jurisprudencia interamericana de derechos humanos: influencia y repercusión en la justicia penal. 
ISBN 9786070259630. Universidad Nacional Autónoma de México. Instituto de Investigaciones Jurídicas. 2014. 
Implicaciones de la reforma constitucional de junio de 2011 para el derecho y el sistema penal en México. Luis 
González Placencia. Pag 370. 
65 Idem. 
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humanos previstos en los tratados internacionales se encuentran al mismo nivel de los 

derechos reconocidos en la Constitución Federal, conformando un mismo catálogo  o  cuerpo 

de  derechos  humanos, sin hacer referencia a una cuestión jerárquica; pero que cuando se está 

en presencia de un restricción, prohibición, limitación o excepción constitucional, prevalece o 

tiene aplicación directa el texto de la norma fundamental, frente a cualquier norma de carácter 

internacional”, Tesis aislada 2a. XXIII/2014 (Décima). Esta tesis pretende la supremacía 

constitucional de las restricciones, prohibiciones, limitaciones o excepciones constitucionales, 

para argumentar la imposibilidad de invocar incompatibilidad de normas que de otro modo 

resultarían contrarias a tratados internacionales que las prohíben y que por lo tanto, podrían 

ser inaplicadas y posiblemente expulsadas del derecho positivo nacional. En realidad, este   es 

un ejemplo de interpretación inválida, en sentido estricto, porque al tener como premisa que 

los tratados internacionales se encuentran al mismo nivel de la Constitución, formando con el 

resto de las normas constitucionales un bloque de constitucionalidad, carece de sentido un 

argumento que la contradice, al imponerle excepciones. En este caso, la Corte se permitió — 

inválidamente— una interpretación contra persona —y por ende contra derechos— del artículo 

primero constitucional y con ello permitió a su vez la posibilidad de interpretaciones contra 

persona de esas llamadas restricciones, limitaciones, prohibiciones, excepciones.66 

III.1.1 Medios de control de la constitución  

En México contamos con mecanismos de control constitucional, los cuales dotan de en 

equilibrio de los poderes públicos, aquellos consagrados en el artículo 49 de la propia ley 

suprema67(ejecutivo, legislativo y judicial), ya que resultan ser a su vez mecanismos de control 

del poder público.  

Entre los mecanismos de control de la carta magna tenemos aquellos jurisdiccionales y los no 

jurisdiccionales. Entre los jurisdiccionales tenemos a las controversias constitucionales, las 

cuales no resultan de interés para mi temática de investigación, ya que lo que resuelve la 

                                                             
66 Idem. 

67 Artículo 49. El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial. 

No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el 
Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se 
otorgarán facultades extraordinarias para legislar. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación como instancia única a través de este mecanismo son 

conflictos de constitucionalidad o de legalidad surgidos a partir de las distribuciones 

competenciales en los distintos órdenes jurídicos o derivados del principio de división de 

poderes y no así un medio de control al que tenga acceso la generalidad de individuos que 

integran la nación.  

Otro mecanismo de control es la acción de inconstitucionalidad, la cual al análisis de la 

trascendencia que tuvo la reforma constitucional en el año 1994, el artículo 105 

constitucional68, en la que se incorporaron estas dos figuras de orden jurisdiccional federal -

controversias constitucionales y acción de inconstitucionalidad- de las que conoce y resuelve 

nuestro tribunal supremo de la nación, sobre todo porque permite el análisis en abstracto 

(discernir si una ley está viciada de inconstitucionalidad sin que previamente haya agraviado a 

algún particular) de una norma general con carácter de ley, para resolver si es o no conforme 

con lo que establece nuestra Constitución Política, haciendo prevalecer la supremacía de los 

mandatos constitucionales sobre el resto del orden jurídico mexicano, máxime si esa ley 

pretende una regresividad en los derechos humanos ya alcanzados para los gobernados; 

además de que con la adición del inciso g), a la fracción II, de ese numeral 105 constitucional, 

se le atribuyó facultad de accionar a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en 

contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados 

internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la 

República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los 

tratados internacionales de los que México sea parte y a los organismos garantes equivalentes 

en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas.  

Lo cual resulta importante para el tema de investigación dado que a los particulares, al igual 

que el medio de control de la constitución denominado juicio de controversia constitucional, 

les está vetado ese medio de control constitucional para combatir la posible regresividad de 

sus derechos humanos por leyes y/o tratados internacionales aplicables en México, pero no así 

para que dichos gobernados se quejen al respecto ante tales organismos autónomos protectores 

de derechos humanos y sea a través de ellos que accionen tales regresiones, sin que obste 

hacer mención que se cuenta con tan solo 30 días naturales para ejercitar acción de 

                                                             
68 Año en que da inicio la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
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inconstitucionalidad, siguientes a la fecha de publicación de la norma, según lo mandata la 

propia Constitución Política de México.69 Resultaría ideal, pero sobre todo eficaz que, todos 

los gobernados en nuestro país, incluyendo a los extranjeros que viven o transitan por la 

nación, tuviéramos acceso al ejercicio de la acción de inconstitucionalidad, o que se 

modificara o reformara la constitución para ello, inclusive resultaría viable la creación de 

alguna otra figura como medio de control constitucional más dinámico, lo que no ha sido 

posible debido a diversas cuestiones que nada tienen que ver con el ámbito judicial, pudiendo 

ser estas del orden económico, político o de visión sesgada del poder legislativo y del 

ejecutivo.  

El juicio de amparo, el cual resulta ser al igual de orden jurisdiccional federal, cuyas 

sentencias hacen prevalecer la Constitución Política de nuestro país, así como sus principios, 

respecto de ciertos actos y leyes que se estimen contrarias al texto fundamental. 

Respecto de la declaración general de inconstitucionalidad, también de orden jurisdiccional 

federal, integrada en nuestro orden jurídico nacional a partir del día 6 de junio de 2011, como 

medio de control de la constitucionalidad.  

Es válido preguntarnos sobre estos mecanismos ¿Son idóneos y eficaces para la protección de 

la Constitución?, ¿La manera en que se regulan en la ley les facilita el acceso a los gobernados 

para combatir actos o leyes que afectan su esfera jurídica ante la eventual regresividad de sus 

derechos humanos ya alcanzados?, pero sobre todo ¿Los efectos de las resoluciones que 

emiten los jueces federales llegan a surtir tales efectos en la generalidad, en contraposición al 

principio de relatividad -fórmula Otero- de las sentencias? Ya que resulta ser de explorado 

derecho que las sentencias, sobre todo del juicio de amparo solo protegían al quejoso o 

quejosos que solicitaban la protección constitucional y se prohibía expresamente que en tales 

sentencias constitucionales se realizaran declaraciones generales sobre la inconstitucionalidad 

de una norma, dando pauta a que se reformara en 2011, la fracción II del diverso 107 

                                                             
69 Artículo 105 Constitucional, fracción II, párrafo segundo 
“Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la 

fecha de publicación de la norma”. 
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constitucional70, que si bien es cierto ello no permite que a través de las sentencias que se 

lleguen a dictar en los juicios de amparo invaliden una norma que resulte ser inconstitucional, 

por lo que se creó un procedimiento ad hoc. ¿Pero porqué no haber reformado la ley de 

amparo para que se pudiese pronunciar la autoridad protectora sobre la declaratoria general de 

inconstitucionalidad en su propia sentencia de amparo y no a través de diferente 

procedimiento? Esto último hubiese traído el descongestionamiento de los juzgados federales 

en México y en su momento de todos los juzgados comunes en nuestro país.  

Quedando restringido según lo analizado en párrafos anteriores el acceso a los particulares al 

resto de mecanismos de protección constitucional y solo a través del amparo podemos 

combatir normas generales en abstracto, y dicho juicio federal y autónomo, no es la 

herramienta idónea y eficaz para someter a control las normas generales, ya que su espíritu, es 

                                                             
70 Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de 

aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo 
con las bases siguientes: 

II.  Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo 
hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el 
que verse la demanda. 
Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad de una 
norma general por segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo 
informará a la autoridad emisora correspondiente. 
Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan jurisprudencia por reiteración en 
la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación lo notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se 
supere el problema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, 
siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos, la declaratoria general 
de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de la ley 
reglamentaria. 
Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores no será aplicable a normas generales en materia 
tributaria. 
En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de los conceptos de violación o agravios de 
acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria. 
Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de 
la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población 
que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, deberán 
recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos 
mencionados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos 
agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados. 
En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los núcleos ejidales o 
comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la 
caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su beneficio. Cuando se reclamen 
actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco procederán desistimiento ni el 
consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el primero sea acordado por la Asamblea 
General o el segundo emane de ésta; 
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la de la protección de los derechos individuales del gobernado frente a actos concretos de la 

autoridad, entendiéndose esta última como la cataloga la propia ley de amparo en su numeral 

5, fracción II.71 

Al respecto cabe analizar dicha protección de los derechos individuales respecto de actos 

concretos de la autoridad, ya que, en el juicio de amparo, uno de los principios rectores es el 

de “relatividad”, el cual ordena que la sentencia constitucional de amparo solo habrá de 

proteger al individuo que solicitó el proteccionismo de la justicia federal, sin llevar a cabo una 

declaración general de la ley o del acto reclamado a la autoridad responsable.  

Lo anterior tiene sustento, para el caso de estudio sobre la protección de los derechos 

individuales, lo dispuesto en los artículos aplicables de la propia Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 103 fracción I y 107 fracción II y, y 73 párrafo primero de la Ley 

de Amparo, y que por su trascendencia en este trabajo transcribo: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que 

se suscite 

I.  Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos 

humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta 

Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte; 

Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, 

con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos 

que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 

II.  Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los 

quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si 

procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. 

 

 

                                                             
71 Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: 

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con independencia de su naturaleza formal, la que 
dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en 
forma unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas 
situaciones jurídicas. 

 Para los efectos de esta Ley, los particulares tendrán la calidad de autoridad responsable cuando 
realicen actos equivalentes a los de autoridad, que afecten derechos en los términos de esta fracción, y 
cuyas funciones estén determinadas por una norma general. 
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Ley de Amparo 

Artículo 73. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se 

ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u 

oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si 

procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. 

Resultando entonces que este principio rector del juicio de amparo - “principio de relatividad”, 

restringe el ámbito proteccionista de dicho mecanismo de control de la constitución, ya que 

solo llega a proteger únicamente al quejoso que acudió en auxilio de la protección de la 

justicia federal respecto del acto de autoridad que le reclama a la autoridad o autoridades 

responsables,  incluido en algún supuesto alguna norma general en abstracto, pero aplicada 

como acto de autoridad – acto heteroaplicativo de la ley- en donde la autoridad resolutora no 

lo sería el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como en el caso de “declaratoria 

general de inconstitucionalidad, sino un Juzgado de Distrito para el caso de un juicio de 

amparo indirecto o un Tribunal Colegiado de Circuito para el caso del juicio de amparo en 

revisión que pudiera surgir en caso de recurrir el quejoso la sentencia federal de primera 

instancia que le haya sido adversa; como lo veremos y analizaremos más adelante.  

Además, debe considerarse que para trascender del proteccionismo individual a la protección 

erga omnes existe la figura la figura procesal constitucional como medio de control de la ley 

suprema, la cual analizaremos a continuación, sin embargo basta decir que para lograr su 

cometido se observará la condicionante de los precedentes jurisprudenciales previamente y 

para que ello suceda sabemos que la jurisprudencia en sí requiere de tiempo para configurarse 

y sobre todo conformarse de acuerdo a su reglamentación federal, y que muchas de las veces 

es en exceso el tiempo requerido para ello, poniendo en la lupa el tema de que la impartición 

de justicia en nuestro país por mandato constitucional es pronta y expedita, y que por lo 

general las únicas autoridades que observan y acatan lo preceptuado en esa fuente del derecho 

-refiriéndome a la jurisprudencia- lo son precisamente los jueces y no las diversas autoridades 

que resultan igualmente obligadas, sobre todo aquellas que derivan del poder ejecutivo y que 

de acuerdo a su ley orgánica ya sea federal o estatal resultan ser las más implicadas en actos u 

omisiones de autoridad y que tienen sustento en leyes inconstitucionales, que vulneran 

garantías y derechos humanos de los particulares, siguiéndoles los jueces -federales o del fuero 

común- al resolver toda controversia que se les hace de su conocimiento y que en su momento 
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afecten la esfera jurídica del gobernado y que estos últimos combaten a través del juicio de 

amparo -indirecto o directo- también como un medio de control constitucional. 

El legislativo no se escapa a esta óptica, pues emiten en su momento una multitud de actos 

legislativos que igualmente producen afectación al particular y que se evaden de los medios de 

control de la constitución por múltiples razones, sobre todo porque no los impugna el 

gobernado por las situaciones que fueren, y que sin embargo los que sí llegan a accionar a los 

órganos federales de decisión hacen que exista un excesivo número de expedientes que 

resolver, si consideramos los millones de individuos que viven o transitan en nuestro país y 

que son sujetos diariamente de diversos actos u omisiones de autoridad, que como ya lo 

mencioné tienen sustento en leyes inconstitucionales, y dicho sea de paso, el excesivo costo 

que en México representa la impartición de justicia.  

Ahora hay que analizar la  protección general de los individuos, como mecanismo de control 

directo de la constitucionalidad, refiriéndome a la “declaratoria general de 

inconstitucionalidad”; la cual surge del decreto que expidió una nueva ley de amparo, 

publicado el día 2 de abril de 2013, la cual faculta para dictarla al Tribunal en Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación al realizar un análisis en abstracto de la 

constitucionalidad de una norma general, y en caso de ser procedente resolver su invalidez a 

través del voto de mínimo ocho ministros que lo integran (similar a la acción de 

inconstitucionalidad), y su efecto al invalidar la norma general mediante la declaratoria 

general de inconstitucionalidad, será privarla de su vigencia, sin que se entienda que está 

protegiendo erga omnes la justicia federal a su máximo nivel, a través de esa declaración 

general de la ley como acto reclamado a la autoridad responsable. 

Lo anterior tiene sustento, para el caso de estudio sobre la “declaratoria general de 

inconstitucionalidad”, lo dispuesto en los artículos aplicables de la propia Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 103 fracción I y 107 fracción II, párrafos segundo y 

tercero, y en el Capítulo VI, del Título Cuarto, de la Ley de Amparo en sus diversos 231 al 

235, y que dada su trascendencia para este estudio transcribo: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que 

se suscite 
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I.  Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos 

humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta 

Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte; 

Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, 

con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos 

que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 

II.  ….. 

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la 

inconstitucionalidad de una norma general, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente. 

Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito establezcan jurisprudencia por 

reiteración, o la Suprema Corte de Justicia de la Nación por precedentes, en la cual 

se determine la inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo 

notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que 

se supere el problema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho 

votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus 

alcances y condiciones en los términos de la ley reglamentaria. 

 

Ley de Amparo 

CAPÍTULO VI 

Declaratoria General de Inconstitucionalidad 

 

Artículo 231. Cuando las salas o el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en los juicios de amparo indirecto en revisión, resuelvan la 

inconstitucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecutiva, en una 

o en distintas sesiones, el presidente de la sala respectiva o de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora de la norma. 

Lo dispuesto en el presente Capítulo no será aplicable a normas en materia 

tributaria. 

Artículo 232. Cuando el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en los juicios de amparo indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia 

por reiteración, en la cual se determine la inconstitucionalidad de la misma norma 

general, se procederá a la notificación a que se refiere el tercer párrafo de la 

fracción II del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Una vez que se hubiere notificado al órgano emisor de la norma y transcurrido el 

plazo de 90 días naturales sin que se modifique o derogue la norma declarada 

inconstitucional, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá la 
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declaratoria general de inconstitucionalidad correspondiente siempre que hubiera 

sido aprobada por mayoría de cuando menos ocho votos. 

Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legislativo federal o local, el 

plazo referido en el párrafo anterior se computará dentro de los días útiles de los 

periodos ordinarios de sesiones determinados en la Constitución Federal, en el 

Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, o en la Constitución Local, según 

corresponda. 

Artículo 233. Los plenos de circuito, conforme a los acuerdos generales que emita 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrán solicitar a ésta, por mayoría de 

sus integrantes, que inicie el procedimiento de declaratoria general de 

inconstitucionalidad cuando dentro de su circuito se haya emitido jurisprudencia 

derivada de amparos indirectos en revisión en la que se declare la 

inconstitucionalidad de una norma general. 

Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá modificar el sentido de la 

jurisprudencia que le da origen, será obligatoria, tendrá efectos generales y 

establecerá: 

I. La fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; y 

II. Los alcances y las condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad. 

Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos salvo en materia penal, en 

términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 235. La declaratoria general de inconstitucionalidad se remitirá al 

Diario Oficial de la Federación y al órgano oficial en el que se hubiera publicado la 

norma declarada inconstitucional para su publicación dentro del plazo de siete días 

hábiles. 

 

Como ya lo había señalado la Suprema Corte de Justicia de la Nación actuando en Pleno, a 

razón de ocho ministros como mínimo resolverán sobre la “declaratoria general de 

inconstitucionalidad” que se les haga de su conocimiento, a través de un análisis en abstracto 

de la constitucionalidad de una norma general, debiendo en su momento dictar en definitiva la 

invalidez que se acusa, privándola ipso iure de su vigencia. 

Podemos observar entonces que este medio de control de la constitucionalidad tiene estrecha 

relación con el juicio de amparo, el cual igualmente resulta medio de control de la 

constitución, el cual protege los derechos humanos establecidos en la carta magna y en los 

tratados internacionales, sin embargo no es a través de un juicio de amparo, o de un juicio de 

amparo en revisión, ni en el cumulo de ellos los que resuelven la invalidez de la norma general 

abstracta, porque ello iría en contrario al espíritu del legislador, sobre todo atendiendo el 
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principio rector del juicio de amparo denominado “principio de definitividad”, el cual consiste 

en agotar todos los medios de defensa ordinarios antes de acudir al juicio amparo como medio 

extraordinario de defensa, así mismo a través de la reformas citadas y transcritas con 

antelación, de la constitución y de la ley de amparo, se establecieron excepciones a esa regla, 

entre ellas se estableció un procedimiento especial –“declaratoria general de 

inconstitucionalidad”-, entendiéndose entonces que la figura del amparo en revisión será en sí 

el inicio per se -como condición sine qua non- de dicha declaratoria general, y para nada debe 

entenderse que sea a través de la sentencia constitucional del juicio de amparo en revisión la 

que le otorga la invalidez a la norma general declarada inconstitucional, sino que lo será la 

emisión que de ella lo haga el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

a través de un mínimo de ocho votos de los ministros que la componen, en la declaración 

general de inconstitucionalidad que corresponda. En concreto la “declaratoria general de 

inconstitucionalidad” es un medio de control de la constitucionalidad de normas totalmente 

independiente del juicio de amparo.  

Sin que obste hacer mención que muchos actos legislativos no se trastocan en virtud de que el 

gobernado desconoce las leyes -la constitución y la ley de amparo- y por otro lado carecen de 

recursos económicos para impugnarlos. Además 

Por otro lado, no queda claro el primer supuesto que señala la ley de amparo en su numeral 

231 párrafo primero al disponer: Cuando las salas o el pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en los juicios de amparo indirecto en revisión, resuelvan la inconstitucionalidad 

de una norma general por segunda ocasión consecutiva, en una o en distintas sesiones, el 

presidente de la sala respectiva o de la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a 

la autoridad emisora de la norma. Lo cual coincide con lo preceptuado por el segundo párrafo 

de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad de 

una norma general por segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente. 

No especifica los efectos que habrán de tener la primera y en su caso la segunda sentencia que 

resuelvan la inconstitucionalidad de la norma general impugnada en la vía de amparo indirecto 

en revisión, ya que solo señala que quien preside al Alto Tribunal de la Nación, lo informará a 
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la autoridad responsable; asimismo, tampoco dice para que finalidad le informará de ello a la 

autoridad emisora de la norma; y por último, nada aduce para el caso de que dicha autoridad 

emisora de la norma general no modifique o derogue la norma declarada inconstitucional, 

como si sucede así en el segundo supuesto que a continuación se analiza, por lo que se 

concluye que en ese supuesto jurídico no se estudia ni se emite ninguna declaratoria general de 

inconstitucionalidad.  

En el segundo supuesto que señala el numeral 232 en su primer párrafo de la Ley 

reglamentaria del artículo 103 y 107 constitucionales se dispone lo siguiente: Cuando 

el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de 

amparo indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia por reiteración, en la cual 

se determine la inconstitucionalidad de la misma norma general, se procederá a la 

notificación a que se refiere el tercer párrafo de la fracción II del artículo 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que en concreto ordena: 

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan jurisprudencia 

por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma 

general, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la autoridad 

emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de 

inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que 

fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos, la declaratoria 

general de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en 

los términos de la ley reglamentaria. 

 En este caso, deberá existir una resolución que determine dicha inconstitucionalidad de la 

misma norma general, en virtud de que tanto el Pleno o las Salas de la Corte Suprema de la 

Nación establecieron por reiteración de criterios jurisprudencia -cinco sentencias en el mismo 

sentido sin ninguna en contrario-, pero solo de juicios de amparo indirecto en revisión, y 

únicamente, como requisito de procedibilidad, ese tipo de jurisprudencia solo podrá ser 

tomada en consideración para el efecto de la procedencia de la declaratoria general de 

inconstitucionalidad, posteriormente deberá notificárselo la Suprema Corte a la autoridad 

emisora y que feneciendo el plazo de noventa días naturales, sin que esta última modifique o 

derogue la norma declarada inconstitucional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
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emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad, habiéndose aprobada por cuando 

menos ocho votos de los ministros, fijando sus alcances y condiciones en los términos de la 

ley reglamentaria. Luego entonces, la jurisprudencia por contradicción de tesis que 

establezcan los Plenos de Circuito o la Corte Suprema de la Nación no será procedente para 

llegar a dictar una declaratoria general de inconstitucionalidad, con efectos en la totalidad de 

individuos. 

Aclarando en el tercer párrafo del artículo 232 de la ley de amparo que: Cuando el órgano 

emisor de la norma sea el órgano legislativo federal o local, el plazo referido en el párrafo 

anterior se computará dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de sesiones 

determinados en la Constitución Federal, en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, o 

en la Constitución Local, según corresponda. Lo que impone que toda notificación realizada 

al órgano emisor de la norma que se tilde de inconstitucional, para que dicha autoridad 

modifique o derogue la ley declarada inconstitucional nunca podrá ser atendida para esos 

efectos dentro del periodo ordinario de sesiones en el que se le realice tal notificación, sino 

hasta el inmediato siguiente periodo ordinario de sesiones, ya que no estipula que sea en el 

periodo extraordinario que se llegue  a determinar al cierre del periodo ordinario de sesiones 

en el que le fue notificado. Lo anterior conlleva entender que mientras eso no suceda, toda 

acción de amparo que se promueva sobre una ley o tratado internacional que se estime 

contrario a la constitución y que se resuelva a favor del quejoso ante los órganos federales 

jurisdiccionales, aunque ya exista jurisprudencia firme por reiteración de criterios, solo 

protegerá particularmente al accionante, en consonancia al principio de relatividad aplicable al 

juicio de garantías; y solo será hasta que se emita la declaración general de 

inconstitucionalidad y sea publicada en el diario oficial de la federación para que su 

proteccionismo sea con efectos erga omnes, pero solo a partir de la fecha que se establezca de 

la cual surtirá sus efectos. 

Hasta aquí y antes de continuar el análisis del resto de los artículos <233-235> sujetos al 

medio de control de la constitución en estudio – “declaración general de inconstitucionalidad”, 

es oportuno atender y cuestionar lo que dispone la fracción IX del artículo 107 constitucional, 

que versa:  IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las 

sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la 
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interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales 

cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y 

trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento 

de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las 

cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras;. No está claro ¿Porqué 

el legislador no incluyó el primer supuesto jurídico que regula esta fracción del 107 

constitucional en el capítulo que regula el medio de control constitucional denominado 

“declaratoria general de inconstitucionalidad”? Ya que si consideramos que quien resolverá 

algún juicio de amparo directo en revisión, respecto del primer supuesto comprendido en dicha 

fracción IX en estudio, específicamente sobre la constitucionalidad de normas generales, lo 

son las Salas de la Suprema Corte o en su caso el propio Pleno del Máximo Tribunal Federal 

por la facultad de atracción que le compete, y que las sentencias que emiten tales órganos 

jurisdiccionales también pueden llegar a establecer jurisprudencia por reiteración de criterios, 

justo sería que por ello debería quedar comprendido dentro de la procedencia del medio de 

control aducido, pues resultaría análogo al comprendido en el párrafo primero del artículo 232 

de la ley de amparo, porque al final de cuentas la ley o el tratado internacional cuestionado, lo 

es en abstracto toda vez que, a diferencia del juicio de amparo, no se estudia a la luz de un acto 

concreto de aplicación, sino que se efectúa un análisis en abstracto de la norma, y es 

precisamente ello lo que se resuelve en el juicio constitucional denominado “declaratoria 

general de inconstitucionalidad”. 

Regresando al análisis de la figura en estudio -“declaratoria general de inconstitucionalidad”-, 

considero que en un verdadero afán de protección a los derechos humanos contenidos en la 

constitución y en los tratados internacionales de los que México es Parte, pero sobre todo a 

favor del fin último que le asiste a este medio de control constitucional, que es precisamente el 

proteccionismo con efectos erga omnes de la sentencia constitucional que se llegue a dictar 

respecto de una ley o un tratado internacional declarado inconstitucional con efectos 

generales, en un nuevo enfoque de trascender el principio de relatividad, pues la sentencia 

constitucional que emita el Tribunal competente para ello por este medio de protección, no 

solo se ocupa del proteccionismo del individuo o individuos que solicitaron esta figura de 

protección de derechos humanos, sino que al hacer una declaración general respecto de la ley 

o el tratado internacional impugnado, dicha declaración general se estará ocupando del 
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proteccionismo con efectos erga omnes a partir de la entrada en vigor que se publique para 

ello, en el diario oficial de la federación; por lo anterior, resultaría loable que se modificara 

una sola palabra del artículo 233 de la ley de amparo, para adecuarla a tal enfoque, y que rece 

de la siguiente manera:   

Texto vigente: 

Artículo 233. Los plenos de circuito, conforme a los acuerdos generales que emita 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrán solicitar a ésta, por mayoría de 

sus integrantes, que inicie el procedimiento de declaratoria general de 

inconstitucionalidad cuando dentro de su circuito se haya emitido jurisprudencia 

derivada de amparos indirectos en revisión en la que se declare la 

inconstitucionalidad de una norma general. 

Texto propuesto modificado: 

Artículo 233. Los plenos de circuito, conforme a los acuerdos generales que emita 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deberán solicitar a ésta, por mayoría de 

sus integrantes, que inicie el procedimiento de declaratoria general de 

inconstitucionalidad cuando dentro de su circuito se haya emitido jurisprudencia 

derivada de amparos indirectos en revisión en la que se declare la 

inconstitucionalidad de una norma general. (La negrita es propia) 

Respecto del contenido de los artículos 234 y 235 de la ley de amparo, también considero que 

resultaría oportuno modificarlo para ajustarlo a una verdadera eficacia legal a la prohibición 

de regresividad en los derechos humanos, dado que la declaratoria general de 

inconstitucionalidad, deviene de declarar inconstitucional a una ley o a un tratado 

internacional, no se trata de una nueva ley o un nuevo tratado internacional, dispositivos 

legales a los que se les podría señalar una fecha posterior de entrada en vigor posterior a la 

publicación de la misma en el diario oficial de la federación, sino que al ser una sentencia 

constitucional con efectos protectores erga omnes esta debe ser acatada por todas las 

autoridades en México, precisamente a partir de su publicación en dicho diario publicitario, la 

cual debería ser publicada al siguiente día de su dictamen, ya que no encuentro impedimento 

legal para ello y sobre todo por su trascendencia; por todo esto deberían ser modificados de la 

siguiente manera: 
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Texto vigente  

 

Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá modificar el sentido de la 

jurisprudencia que le da origen, será obligatoria, tendrá efectos generales y 

establecerá: 

I. La fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; y 

II. Los alcances y las condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad. 

Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos salvo en materia penal, en 

términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Texto propuesto modificado 

Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá modificar el sentido de la 

jurisprudencia que le da origen, será obligatoria, tendrá efectos generales y 

establecerá: 

I. La fecha de entrada en vigor, la cual será el día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. (La negrita es propia) 

II. Los alcances y las condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad. 

Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos salvo en materia penal, en 

términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Texto vigente 

Artículo 235. La declaratoria general de inconstitucionalidad se remitirá al 

Diario Oficial de la Federación y al órgano oficial en el que se hubiera publicado la 

norma declarada inconstitucional para su publicación dentro del plazo de siete días 

hábiles. 

Texto propuesto modificado 

Artículo 235. La declaratoria general de inconstitucionalidad se remitirá al 

Diario Oficial de la Federación y al órgano oficial en el que se hubiera publicado la 

norma declarada inconstitucional para su publicación al día siguiente de su 

emisión. (La negrita es propia) 

 

Considero que en virtud de todas las observaciones contenidas en el análisis a este medio de 

control de la constitucionalidad y en la forma en que se encuentra actualmente regulada en la 

ley de amparo, dicha figura del juicio de declaratoria general de inconstitucionalidad, este 

tampoco resulta eficaz para que los gobernados combatan cualquier ley o tratado internacional 

que merme la protección que les brinda el catalogo de derechos humanos contenidos en los 
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dispositivos legales en comento, sobre todo porque en caso de que prospere la acción 

constitucional que elija algún o algunos individuos, de primer momento la sentencia 

constitucional que se llegue a dictar, les otorgará en atención al principio de relatividad que 

impera en la ley de amparo como uno de los principios rectores de esa norma federal, la 

protección de la justicia federal solo a ellos; y será hasta que se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento que regula a la declaratoria general de inconstitucionalidad y en 

su momento se dicte una sentencia con efectos erga omnes al respecto, lo que como ya se 

mencioné con anterioridad, puede tardar en exceso mucho tiempo. 

Luego entonces, todos los gobernados en nuestro país no contamos con un mecanismo de 

control constitucional eficaz y por qué no eficiente, respecto de normas generales como la ley 

y los tratados internacionales, en el que sus sentencias que resuelven su inconstitucionalidad 

puedan tener desde el momento mismo de su emisión, efectos en la totalidad de individuos que 

lo integran, ya que impera de primera mano el principio de relatividad; o sea, en esa tesitura, el 

único medio de control de la constitución al que podemos acceder como quejosos por una ley 

o tratado internacional que consideramos vulnera los derechos humanos ya alcanzados, lo 

sería el juicio de amparo, y en lo particular lo sería a su vez el juicio de amparo indirecto, pero 

hasta que impugnemos la primer resolución que se dicte y acudamos al juicio de amparo 

indirecto en revisión con todo el viacrucis que conlleva para que a través de la figura de la 

jurisprudencia por reiteración de criterios pueda llegar a emitirse un declaratoria general de 

inconstitucionalidad respecto de la ley o tratado internacional contrario a la constitución; 

porque como ya lo analizamos, el juicio amparo directo y en caso de impugnación a lo 

resuelto en esa primer instancia, y que a guisa de excepción lo sería el juicio de amparo directo 

en revisión, éste no produce los efectos que persigue la declaratoria general de 

inconstitucionalidad. 

Además, para darnos una idea pragmática y no solo teórica de que este mecanismo de control 

constitucional no es eficaz y por lo tanto tampoco eficiente, para que el quejoso acceda e él 

por una ley o tratado internacional que considera vulnera sus derechos humanos ya 

alcanzados, basta evidenciar que desde que se le confirió al Máximo Tribunal Judicial en el 

país facultades para emitir declaratorias generales de inconstitucionalidad, solo se han 

integrado 16 expedientes (consultables en la página oficial de la Suprema Corte de Justcia de 
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la Nación) y en solo uno de ellos ha dictado declaratoria general de inconstitucionalidad y fue 

en el año dos mil diecinueve, asignándole en su radicación el número 6/2017; o sea, casi ocho 

años después de estar facultado para ello.72 

 

III.2 En la jurisprudencia mexicana  

El principio de progresividad de los derechos humanos, como ya lo he mencionado, se 

relaciona no sólo con el vocablo “prohibición de regresividad”, sino también con el término 

“prohibición de retroceso”, por lo que en nuestro sistema jurisprudencial mexicano son muy 

pocos los criterios que hacen referencia a los mismos respecto de mi tema de investigación ya 

sean jurisprudencias en sí o tesis aisladas. 

III.2.1 Respecto al término “prohibición de regresividad” 

A más de ocho años de la reforma del 10 de junio de 2011 a nuestra Constitución Política en 

tratándose de Derechos Humanos, son pocas las jurisprudencias en México que, en su texto o 

en su rubro, contengan la frase “prohibición de regresividad” y ninguna jurisprudencia se ha 

emitido que en su rubro o en su texto lleve el término “prohibición de retroceso, en relación 

con el principio de progresividad de los derechos humanos. 

                                                             
72 El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió por primera vez una declaratoria general de 
inconstitucionalidad, al expulsar del sistema jurídico mexicano una parte de un artículo de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, lo que implica que dicha norma no pueda ser aplicada en un futuro a 
persona alguna. 

La norma declarada inconstitucional establecía una multa mínima para concesionarios autorizados de 
telecomunicaciones, equivalente al 1% de sus ingresos acumulables, lo cual resultaba excesivo. 

Esta resolución se da luego de que la Segunda Sala resolvió cinco amparos en revisión, entre octubre y 
noviembre de 2017, en los que estableció jurisprudencia y determinó que ese precepto violaba el artículo 22 de 
la Constitución Federal, sin que el Congreso de la Unión haya hecho la reforma correspondiente en tiempo y 
forma. 

De esta manera, la Suprema Corte dictó la primera declaratoria general de inconstitucionalidad, con número 
6/2017, solicitada por la Segunda Sala de la SCJN, respecto del artículo 298, inciso B), fracción IV, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, en la porción normativa que establece “del 1%”. 

La declaratoria general de inconstitucionalidad es una de las facultades que la Constitución Federal le confiere 
al Alto Tribunal, desde junio de 2011. 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/comunicacion_digital/2019-02/boletin-electronico-
febrero2019.html 
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Las siguientes tesis de jurisprudencia pertenecen a la 1ª Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. 

La tesis jurisprudencial por reiteración de criterios de amparo en revisión 1a./J. 85/2017 (10a.) 

señala que el principio de progresividad dispuesto en la constitución y en los tratados 

internacionales de los que México forma parte, ordena que se amplíe su alcance y protección 

hasta ser plenamente efectivos según las circunstancias de hecho y de derecho; además 

impone exigencias positivas por una parte y negativas por otro lado a las autoridades; en 

sentido positivo, el legislador debe ampliar el alcance y tutela de los derechos humanos al 

legislar sobre ellos y para todas las autoridades que aplican la norma establecida al respecto 

para que la interpreten ampliando todos los aspectos de los mismos; en sentido negativo como 

prohibición de regresividad, el legislador no puede emitir normas sobre derechos humanos que 

los limiten, restrinjan, eliminen o desconozcan el grado ya alcanzado hasta ese momento y 

para las autoridades aplicadoras de las normas, les está prohibido interpretarlas regresivamente 

en tratándose de derechos humanos desconociéndoles su alcance. Así, la prohibición de 

regresividad se traduce como el mínimo que el Estado debe respetar sobre el grado de alcance 

y protección de los derechos humanos tutelados hasta ese momento por la Constitución y los 

Tratados Internacionales a los que México está obligado, al igual que es el punto de partida 

para el desarrollo gradual de los derechos humanos73. 

                                                             
73 1a./J.85/2017 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 47, Octubre de 2017, Tomo I, Pág. 189. 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU CONCEPTO Y EXIGENCIAS 

POSITIVAS Y NEGATIVAS. 

El principio de progresividad está previsto en el artículo 1o. constitucional y en diversos tratados 

internacionales ratificados por México. Dicho principio, en términos generales, ordena ampliar el 

alcance y la protección de los derechos humanos en la mayor medida posible hasta lograr su plena 

efectividad, de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas. Es posible diseccionar este principio 

en varias exigencias de carácter tanto positivo como negativo, dirigidas a los creadores de las normas 

jurídicas y a sus aplicadores, con independencia del carácter formal de las autoridades respectivas, ya 

sean legislativas, administrativas o judiciales. En sentido positivo, del principio de progresividad 

derivan para el legislador (sea formal o material) la obligación de ampliar el alcance y la tutela de los 

derechos humanos; y para el aplicador, el deber de interpretar las normas de manera que se amplíen, 

en lo posible jurídicamente, esos aspectos de los derechos. En sentido negativo, impone una 
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prohibición de regresividad: el legislador tiene prohibido, en principio, emitir actos legislativos que 

limiten, restrinjan, eliminen o desconozcan el alcance y la tutela que en determinado momento ya se 

reconocía a los derechos humanos, y el aplicador tiene prohibido interpretar las normas sobre 

derechos humanos de manera regresiva, esto es, atribuyéndoles un sentido que implique desconocer 

la extensión de los derechos humanos y su nivel de tutela admitido previamente. En congruencia con 

este principio, el alcance y nivel de protección reconocidos a los derechos humanos tanto por la 

Constitución como por los tratados internacionales, deben ser concebidos como un mínimo que el 

Estado Mexicano tiene la obligación inmediata de respetar (no regresividad) y, a la vez, el punto de 

partida para su desarrollo gradual (deber positivo de progresar). 

Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de abril de 2016. Unanimidad de 

cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 

Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 

Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña. 

Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 18 de mayo de 2016. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 

Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente y Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 

Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 2016. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 

Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 

Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 de agosto de 2016. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 

Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 

formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 

Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos 

de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 

y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 

particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 

Tesis de jurisprudencia 85/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

de cuatro de octubre de dos mil diecisiete.  

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 

2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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La Jurisprudencia número 1a./J. 87/2017 (10a.) versa que la prohibición de regresividad de los 

derechos humanos no es absoluta, pues las autoridades mexicanas al hacer adopción de 

medidas regresivas sobre los mismos, deben justificarlas plenamente, esto en observancia al 

numeral 1º constitucional que obliga a todas las autoridades mexicanas en el ámbito de su 

competencia a respetar el principio de progresividad74. 

                                                             
74 1a./J.87/2017 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 47, Octubre de 2017, Tomo I, Pág. 188. 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. LA PROHIBICIÓN QUE TIENEN LAS 

AUTORIDADES DEL ESTADO MEXICANO DE ADOPTAR MEDIDAS REGRESIVAS NO ES ABSOLUTA, 

PUES EXCEPCIONALMENTE ÉSTAS SON ADMISIBLES SI SE JUSTIFICAN PLENAMENTE. 

El principio referido impone al Estado, entre otras cuestiones, la prohibición de regresividad, la cual 

no es absoluta y puede haber circunstancias que justifiquen una regresión en cuanto al alcance y 

tutela de un determinado derecho fundamental. Sin embargo, dichas circunstancias están sujetas a 

un escrutinio estricto, pues implican la restricción de un derecho humano. En este sentido, 

corresponde a la autoridad que pretende realizar una medida regresiva (legislativa, administrativa o, 

incluso, judicial) justificar plenamente esa decisión. En efecto, en virtud de que el artículo 1o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a todas las autoridades del Estado 

Mexicano la obligación de respetar el principio de progresividad, cuando cualquier autoridad, en el 

ámbito de su competencia, adopta una medida regresiva en perjuicio de un derecho humano y alega 

para justificar su actuación, por ejemplo, la falta de recursos, en ella recae la carga de probar 

fehacientemente esa situación, es decir, no sólo la carencia de recursos, sino que realizó todos los 

esfuerzos posibles para utilizar los recursos a su disposición, en el entendido de que las acciones y 

omisiones que impliquen regresión en el alcance y la tutela de un derecho humano sólo pueden 

justificarse si: a) se acredita la falta de recursos; b) se demuestra que se realizaron todos los esfuerzos 

necesarios para obtenerlos, sin éxito; y, c) se demuestra que se aplicó el máximo de los recursos o 

que los recursos de que se disponía se aplicaron a tutelar otro derecho humano (y no cualquier 

objetivo social), y que la importancia relativa de satisfacerlo prioritariamente, era mayor. Esto es, si 

bien es cierto que las autoridades legislativas y administrativas tienen, en ciertos ámbitos, un holgado 

margen de actuación para diseñar políticas públicas, determinar su prioridad relativa y asignar 

recursos, también lo es que dicha libertad se restringe significativamente cuando está en juego la 

garantía de los diversos derechos humanos reconocidos por nuestro sistema jurídico, ya que éstos, en 

tanto normas que expresan el reconocimiento de principios de justicia de la máxima importancia 

moral, tienen prioridad prima facie frente a cualquier otro objetivo social o colectivo, pues en una 

sociedad liberal y democrática, estos últimos tienen solamente valor instrumental y no final, como los 

derechos humanos. 

Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de abril de 2016. Unanimidad de 

cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 
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La jurisprudencia con número de registro 2020040, por reiteración de criterios derivados de 

recursos de queja, sostiene la procedencia de la suspensión provisional en el amparo 

promovido contra la reducción recursos económicos al programa de estancias infantiles para el 

ejercicio fiscal 2019; y que les otorguen a los beneficiarios de dicho programa los apoyos 

correspondientes según lo establecido en las reglas operativas del ejercicio fiscal 2018; lo 

anterior en observancia a lo que disponen los artículos 1º, 107 fracción X, de la Constitución 

Mexicana, 128 y 147 párrafo segundo, de la Ley de Amparo, y la jurisprudencia anteriormente 

descrita 1a./J.87/2017 (10a.), que esencialmente disponen que para otorgar la suspensión de 

los actos reclamados en el juicio de garantías, el juez federal debe ponderar la apariencia del 

buen derecho y del interés social, manteniendo las cosas en el estado que se encontraban antes 

                                                                                                                                                                                               
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 

Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña. 

Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 18 de mayo de 2016. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 

Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente y Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 

Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 2016. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 

Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 

Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 de agosto de 2016. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 

Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 

formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 

Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos 

de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 

y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 

particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 

Tesis de jurisprudencia 87/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

de cuatro de octubre de dos mil diecisiete.  

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 

2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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de la interposición de las demanda constitucional restableciendo provisionalmente al quejoso 

en el goce del derecho violado, así como observar el principio de progresividad que impone la 

prohibición de no regresividad de los derechos humanos ya alcanzados, y de que cualquier 

medida tendente a restringirlos deberá estar plenamente justificada. Es por ello que es de 

concedérseles la suspensión a los quejosos contra la reducción de recursos al programa de 

estancia infantiles75. 

                                                             
75 XXVII.1o.P.A. J/25 (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro 67, Junio de 2019, Tomo VI, Pág. 4948. 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA REDUCCIÓN DE RECURSOS 

ECONÓMICOS AL PROGRAMA DE ESTANCIAS INFANTILES PARA APOYAR A MADRES 

TRABAJADORAS, EFECTUADA EN EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 

EJERCICIO FISCAL 2019. PROCEDE CONCEDERLA A LAS MADRES TRABAJADORAS, PADRES SOLOS O 

TUTORES QUE TRABAJAN, BUSCAN EMPLEO O ESTUDIAN Y A SUS HIJOS, PARA QUE SE LES 

OTORGUEN LOS APOYOS QUE LES CORRESPONDAN CONFORME A LAS MODALIDADES 

ESTABLECIDAS EN LAS REGLAS DE OPERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018. 

El artículo 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estatuye que 

para resolver sobre la suspensión de los actos reclamados en el juicio de amparo, el órgano 

jurisdiccional, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un análisis ponderado de la 

apariencia del buen derecho y del interés social. Por su parte, el artículo 147, párrafo segundo, de la 

Ley de Amparo, no limita los efectos de la medida a los preservantes o excepcionalmente 

restitutorios, sino que al ser el eje del juicio de amparo la protección de los derechos humanos y sus 

garantías, lo trascendente es que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser posible 

material y jurídicamente, restablecer provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado, en 

tanto se resuelve el juicio en lo principal. Luego, el tribunal de amparo, al llevar a cabo el examen de 

la apariencia del buen derecho, debe tomar en cuenta –sin soslayar los requisitos de procedencia de 

la medida cautelar previstos en el artículo 128 de la Ley de Amparo–, el principio de progresividad 

previsto en el artículo 1o., párrafo tercero, constitucional, que impone una prohibición de no 

regresividad de los derechos humanos, lo que implica que, para no vulnerarlo, cualquier medida 

tendente a restringirlos debe estar plenamente justificada, conforme lo establece la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 87/2017 (10a.), al sostener que 

cuando una autoridad, en el ámbito de su competencia, adopta una medida regresiva en perjuicio de 

un derecho humano y alega para justificar su actuación la falta de recursos, recae en ella la carga de 

probar fehacientemente esa circunstancia, es decir, deberá: a) acreditar la falta de recursos; b) 

demostrar que se realizaron todos los esfuerzos necesarios para obtenerlos, sin éxito; y, c) que se 

aplicaron al máximo los recursos o que los que se disponía se aplicaron para tutelar otro derecho 

humano (y no cualquier objetivo social), y que la importancia relativa de satisfacerlo prioritariamente 

era mayor. Ahora bien, el Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres Trabajadoras se 
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implementó por el Estado con la finalidad de proteger los derechos de las madres, padres solos y 

tutores, así como de los menores, salvaguardando en todo momento el interés superior de estos 

últimos y el principio de progresividad, ya que los apoyos se fueron incrementando, así como las 

especificaciones técnicas para su correcto funcionamiento –conforme a sus resultados–. Asimismo, se 

destacan sus siguientes beneficios: a) eficacia en la promoción de la participación de las mujeres de 

escasos recursos, con hijos pequeños, en el mercado laboral; b) el aumento en la probabilidad de 

empleo de las titulares –19%–, en el número de horas que trabajan –seis horas de trabajo a la 

semana– y su permanencia en el empleo –al menos en el corto plazo–; y, c) la opción de ingresar al 

mercado laboral o estudiar para mejorar sus ingresos, ya que el tiempo dedicado al cuidado infantil 

no remunerado puede ser aprovechado en actividades retribuidas que eleven su calidad de vida y la 

de los menores. Por tanto, procede conceder la suspensión en el amparo a las madres trabajadoras, 

padres solos o tutores que trabajan, buscan empleo o estudian y a sus hijos, contra la reducción de 

recursos económicos al Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres Trabajadoras, 

efectuada en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2019, para que se les 

otorguen los apoyos que les correspondan conforme a las reglas de operación para el ejercicio fiscal 

2018. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Queja 87/2019. 3 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Martín Hernández Simental. 

Secretario: Arturo Pedroza Romero. 

Queja 91/2019. 3 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Raymundo Cornejo Olvera. 

Secretaria: Claudia Alejandra Alvarado Medinilla. 

Queja 96/2019. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acuña. 

Secretaria: Georgina Acevedo Barraza. 

Queja 98/2019. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Raymundo Cornejo Olvera. 

Secretario: Jorge Luis Olivares López. 

Queja 99/2019. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acuña. 

Secretaria: Claudia Carolina Monsiváis de León.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 87/2017 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO DE 

PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. LA PROHIBICIÓN QUE TIENEN LAS AUTORIDADES DEL 

ESTADO MEXICANO DE ADOPTAR MEDIDAS REGRESIVAS NO ES ABSOLUTA, PUES 

EXCEPCIONALMENTE ÉSTAS SON ADMISIBLES SI SE JUSTIFICAN PLENAMENTE." citada, aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 

horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo I, octubre 

de 2017, página 188. 
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La jurisprudencia por reiteración de criterios 2a./J.35/2019 (10a.) de la 2ª Sala del Alto 

Tribunal establece respecto de los derechos humanos que estos tienen estrecha relación con la 

prohibición de regresividad en su disfrute y además con la obligación positiva estatal de 

promoverlos progresiva y gradualmente en su estructura económica, social, política y cultural; 

así por un lado todas las autoridades en su ámbito competencial deben incrementar de forma 

gradual la tutela de los derechos humanos de los gobernados, promoviéndolos, respetándolos, 

protegiéndolos y garantizándolos; y por otro lado respecto a la prohibición de regresividad le 

impide al Estado adoptar medidas que disminuyan el grado de tutela alcanzado sin una 

justificación constitucional76. 

                                                                                                                                                                                               
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

76 2a./J.35/2019 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 63, Febrero de 2019, Tomo I, Pág. 980. 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL 

ESTADO MEXICANO. 

El principio de progresividad que rige en materia de los derechos humanos implica tanto gradualidad 

como progreso. La gradualidad se refiere a que, generalmente, la efectividad de los derechos 

humanos no se logra de manera inmediata, sino que conlleva todo un proceso que supone definir 

metas a corto, mediano y largo plazos. Por su parte, el progreso implica que el disfrute de los 

derechos siempre debe mejorar. En tal sentido, el principio de progresividad de los derechos 

humanos se relaciona no sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de los derechos 

fundamentales, sino también con la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y 

gradual, pues como lo señaló el Constituyente Permanente, el Estado mexicano tiene el mandato 

constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones necesarias en la estructura 

económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice que todas las personas 

puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por tanto, el principio aludido exige a todas las 

autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de su competencia, incrementar el grado de tutela en 

la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y también les impide, en virtud 

de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que sin plena justificación constitucional 

disminuyan el nivel de la protección a los derechos humanos de quienes se someten al orden jurídico 

del Estado mexicano. 

Amparo directo en revisión 2425/2015. Grupo Uno Alta Tecnología en Proyectos e Instalaciones, S.A. 

de C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
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La tesis de jurisprudencia PC.I.A. J/134 A (10a.) de los Plenos de Circuito, en materia fiscal  

establece la prohibición de regresividad en relación al principio de progresividad de los 

derechos humanos respecto del conflicto de leyes en materia fiscal a las solicitudes de 

declaración de caducidad de las facultades de la autoridad hacendaria presentadas con 

posterioridad al 31 de diciembre de 2013, observando disposiciones del Código Fiscal del 

Distrito Federal que estaba vigente hasta esa fecha, en tratándose de obligaciones que se 

generaron y se omitieron durante su vigencia, resultando de observancia obligatoria para las 

                                                                                                                                                                                               
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 

Amparo en revisión 1148/2016. Lorenzo Torres Vargas. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los 

Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 

Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 

Amparo en revisión 249/2018. Defensoría Capacitación Asesoría Patrimonial y Consultoría, S.C. o 

Defensoría Capacitación Asesoría Patrimonial y Consultoría, S.A. de C.V. 4 de julio de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; se separó de algunas consideraciones 

José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo 

suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Estela Jasso Figueroa. 

Amparo directo en revisión 4191/2018. Miguel Ángel Huerta Rodríguez. 14 de noviembre de 2018. 

Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 

Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 

José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán. 

Amparo en revisión 886/2018. Soluciones Empresariales HPG, S.A. de C.V. 9 de enero de 2019. Cinco 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 

Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; se apartó de consideraciones 

relacionadas con el estudio de progresividad Margarita Beatriz Luna Ramos y con reserva de criterio 

José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 

Roberto Fraga Jiménez. 

Tesis de jurisprudencia 35/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada del seis de febrero de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de febrero de 

2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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autoridades aplicadoras de la norma, acatar la prohibición de interpretar las disposiciones 

legales de derechos humanos de manera regresiva, de conformidad al artículo 1º de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que impone a todas las autoridades en 

el ámbito de sus competencias la obligación de ampliar el alcance y la protección de los 

derechos humanos en la mayor medida posible para lograr su plena efectividad77. 

                                                             
77 PC.I.A. J/134 A (10a.) de los Plenos de Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Libro 59, Octubre de 2018, Tomo II, Pág. 1252. 

 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS, EN SU MODALIDAD DE NO 

REGRESIVIDAD. RESULTA DE OBSERVANCIA OBLIGATORIA PARA EL APLICADOR DE LA NORMA AL 

DEFINIR EL CONFLICTO DE LEYES PARA EL DISTRITO FEDERAL –AHORA CIUDAD DE MÉXICO– QUE 

PREVÉN DISTINTOS PLAZOS PARA LA DECLARACIÓN DE CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. 

Conforme al principio referido, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación 

positiva de ampliar el alcance y la protección de los derechos humanos en la mayor medida posible 

para lograr su plena efectividad, lo que se traduce en que el legislador queda vinculado a ampliar el 

alcance y la tutela de los derechos humanos, y el aplicador de las normas queda constreñido a 

interpretarlas de manera que se amplíen en lo jurídicamente posible, esos aspectos; y en sentido 

negativo –en su modalidad de no regresividad–, ambos operadores de la ley, están impedidos en sus 

respectivos campos de competencia para emitir actos legislativos que limiten, restrinjan, eliminen o 

desconozcan el alcance y tutela previamente reconocido a algún derecho humano, así como que su 

interpretación implique desconocer la extensión y nivel de tutela admitidos con anterioridad. En esos 

términos, dicho principio es de observancia obligatoria para el aplicador de la norma, a efecto de 

determinar si el plazo de 5 años previsto en el Código Fiscal del Distrito Federal –actualmente Ciudad 

de México– vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, es aplicable a las solicitudes de declaración de 

caducidad de las facultades de la autoridad hacendaria presentadas con posterioridad a esa fecha, 

respecto de las obligaciones generadas y omitidas durante su vigencia, en acatamiento de la 

prohibición de interpretar normas de derechos humanos de manera regresiva. 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Contradicción de tesis 5/2018. Entre las sustentadas por el Vigésimo Tribunal Colegiado y el Primer 

Tribunal Colegiado, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 19 de junio de 2018. 

Mayoría de once votos de los Magistrados Miguel de Jesús Alvarado Esquivel, Guillermo Arturo Medel 

García, Marco Antonio Bello Sánchez, Salvador González Baltierra, Francisco García Sandoval, María 

Simona Ramos Ruvalcaba, Jorge Arturo Camero Ocampo, Urbano Martínez Hernández, Gaspar Paulín 

Carmona, Carlos Alfredo Soto y Villaseñor y José Eduardo Alvarado Ramírez. Disidentes: Carlos 

Ronzon Sevilla, Rolando González Licona, María Guadalupe Saucedo Zavala, Marco Antonio Cepeda 
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En nuestro sistema jurisprudencial en México, resultan muy pocas tesis aisladas, que como ya 

lo mencioné, se relacionan con el vocablo “prohibición de regresividad” o con el término 

“prohibición de retroceso”, en relación con el principio de progresividad de los derechos 

humanos, como se verá a continuación. 

 

La tesis aislada emitida por la Primera Sala del Alto Tribunal que dice que el principio de 

progresividad es una imposición impuesta al Estado Mexicano prohibiéndole la regresividad 

                                                                                                                                                                                               
Anaya, María Guadalupe Molina Covarrubias, Germán Eduardo Baltazar Robles, Armando Cruz 

Espinosa, Guadalupe Ramírez Chávez, Guillermina Coutiño Mata y José Antonio García Guillén. 

Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Ángel García Cotonieto. 

 

Tesis y criterios contendientes:  

Tesis I.1o.A.152 A (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. EL PLAZO DE CINCO 

AÑOS PARA QUE SE ACTUALICE NO ES UN DERECHO ADQUIRIDO, SINO UNA EXPECTATIVA DE 

DERECHO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL –ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO– VIGENTE A 

PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014).". Aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 

de junio de 2017 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2873, y 

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver los amparos directos 361/2017, 308/2017 y 309/2017. 

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo 

de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la 

integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la 

contradicción de tesis 5/2018, resuelta por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de octubre de 

2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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como tal y que dicha prohibición no le resulta absoluta, ya que puede operar bajo ciertas 

circunstancias justificadas78. 

                                                             
78 Tesis aislada 1a. CCXCIII/2016 (10a.) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 37, Diciembre de 2016, Tomo I, Pág. 377. 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. LA PROHIBICIÓN QUE TIENEN LAS 

AUTORIDADES DEL ESTADO MEXICANO DE ADOPTAR MEDIDAS REGRESIVAS NO ES ABSOLUTA, 

PUES EXCEPCIONALMENTE ÉSTAS SON ADMISIBLES SI SE JUSTIFICAN PLENAMENTE. 

El principio referido impone al Estado, entre otras cuestiones, la prohibición de regresividad, la cual 

no es absoluta y puede haber circunstancias que justifiquen una regresión en cuanto al alcance y 

tutela de un determinado derecho fundamental. Sin embargo, dichas circunstancias están sujetas a 

un escrutinio estricto, pues implican la restricción de un derecho humano. En este sentido, 

corresponde a la autoridad que pretende realizar una medida regresiva (legislativa, administrativa o, 

incluso, judicial) justificar plenamente esa decisión. En efecto, en virtud de que el artículo 1o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a todas las autoridades del Estado 

Mexicano la obligación de respetar el principio de progresividad, cuando cualquier autoridad, en el 

ámbito de su competencia, adopta una medida regresiva en perjuicio de un derecho humano y alega 

para justificar su actuación, por ejemplo, la falta de recursos, en ella recae la carga de probar 

fehacientemente esa situación, es decir, no sólo la carencia de recursos, sino que realizó todos los 

esfuerzos posibles para utilizar los recursos a su disposición, en el entendido de que las acciones y 

omisiones que impliquen regresión en el alcance y la tutela de un derecho humano sólo pueden 

justificarse si: a) se acredita la falta de recursos; b) se demuestra que se realizaron todos los esfuerzos 

necesarios para obtenerlos, sin éxito; y, c) se demuestra que se aplicó el máximo de los recursos o 

que los recursos de que se disponía se aplicaron a tutelar otro derecho humano (y no cualquier 

objetivo social), y que la importancia relativa de satisfacerlo prioritariamente, era mayor. Esto es, si 

bien es cierto que las autoridades legislativas y administrativas tienen, en ciertos ámbitos, un holgado 

margen de actuación para diseñar políticas públicas, determinar su prioridad relativa y asignar 

recursos, también lo es que dicha libertad se restringe significativamente cuando está en juego la 

garantía de los diversos derechos humanos reconocidos por nuestro sistema jurídico, ya que ésta, en 

tanto normas que expresan el reconocimiento de principios de justicia de la máxima importancia 

moral, tiene prioridad prima facie frente a cualquier otro objetivo social o colectivo, pues en una 

sociedad liberal y democrática, estos últimos tienen solamente valor instrumental y no final, como los 

derechos humanos. 

Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de abril de 2016. Unanimidad de 

cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 

derecho para formular voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 

Alejandro González Piña. 



96  

Otra tesis aislada, pero de la Segunda Sala resuelve que el principio de progresividad implica 

gradualidad y progreso en sí mismo; por consiguiente, implica la prohibición de regresividad 

en el disfrute de derechos humanos, así como la obligación del Estado de promoverlos 

progresiva y gradualmente.79 

                                                                                                                                                                                               
Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 1a./J. 87/2017 (10a.), publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo I, octubre de 2017, página 188, de 

título y subtítulo: "PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. LA PROHIBICIÓN 

QUE TIENEN LAS AUTORIDADES DEL ESTADO MEXICANO DE ADOPTAR MEDIDAS REGRESIVAS NO ES 

ABSOLUTA, PUES EXCEPCIONALMENTE ÉSTAS SON ADMISIBLES SI SE JUSTIFICAN PLENAMENTE." 

Esta tesis se publicó el viernes 02 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

79 Tesis aislada 2a. CXXVII/2015 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II, Pág. 1298. 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL 

ESTADO MEXICANO. 

El principio de progresividad que rige en materia de los derechos humanos implica tanto gradualidad 

como progreso. La gradualidad se refiere a que, generalmente, la efectividad de los derechos 

humanos no se logra de manera inmediata, sino que conlleva todo un proceso que supone definir 

metas a corto, mediano y largo plazos. Por su parte, el progreso implica que el disfrute de los 

derechos siempre debe mejorar. En tal sentido, el principio de progresividad de los derechos 

humanos se relaciona no sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de los derechos 

fundamentales, sino también con la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y 

gradual, pues como lo señaló el Constituyente Permanente, el Estado Mexicano tiene el mandato 

constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones necesarias en la estructura 

económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice que todas las personas 

puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por tanto, el principio aludido exige a todas las 

autoridades del Estado Mexicano, en el ámbito de su competencia, incrementar el grado de tutela en 

la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y también les impide, en virtud 

de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que sin plena justificación constitucional 

disminuyan el nivel de la protección a los derechos humanos de quienes se someten al orden jurídico 

del Estado mexicano. 

Amparo directo en revisión 2425/2015. Grupo Uno Alta Tecnología en Proyectos e Instalaciones, S.A. 

de C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 

Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 



97  

Por otro lado, los Tribunales Colegiados han emitido muy contadas tesis aisladas que 

contengan la terminología “prohibición de regresividad”, y “prohibición de retroceso”. Una de 

ellas es la que consideró que la fracción V, del artículo 107 de la Ley de Amparo vigente no es 

violatoria de garantías para la procedencia de amparo indirecto en contra de actos en juicio 

cuyos efectos sean de imposible reparación; o sea, de aquellos que afectan materialmente 

derechos sustantivos tutelados en la Carta Magna y en los Tratados de los que México forma 

parte; a contrario sensu de lo que protegía la otrora ley de amparo respecto de los actos en 

juicio que afectaban derechos procesales; el Tribunal Colegiado titular del criterio que a 

continuación transcribo considera que para concluir que una normativa general detente una 

disminución en el grado tutelado y que por ende se respete el principio de progresividad en su 

vertiente de no regresividad, es necesario verificar si tiene como fin incrementar el grado de 

protección de un derecho humano.80 

                                                                                                                                                                                               
Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 35/2019 (10a.), publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo I, febrero de 2019, página 980, de 

título y subtítulo: "PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA Y 

FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO." 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 
80 III Región 5o.14 k (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo III, Pág. 2521. 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE AMPARO, AL 

RESTRINGIR LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA ACTOS EN JUICIO CUYOS EFECTOS 

SEAN DE IMPOSIBLE REPARACIÓN POR AFECTAR MATERIALMENTE DERECHOS SUSTANTIVOS 

TUTELADOS EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES DE LOS QUE EL 

ESTADO MEXICANO SEA PARTE, NO LO VULNERA. 

La Ley de Amparo abrogada contenía las bases para impugnar en la vía indirecta, los actos en juicio 

cuya ejecución fuera imposible de reparar, entendidos -éstos por los criterios de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación- como los que importaran violación de derechos sustantivos, al igual que los de 

naturaleza procesal que afectaran a las partes en grado predominante o superior. Esa normativa, que 

permitía a las partes que se consideraban insatisfechas con algún acto procesal, combatirlo por medio 

del amparo indirecto, generó un abuso de la promoción de los juicios ante el Juez de Distrito, con 

fines dilatorios, traicionando así, la bondad de las interpretaciones judiciales del Más Alto Tribunal 
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para permitir la procedencia del amparo indirecto no sólo contra transgresiones a derechos 

sustantivos, sino también (por excepción) contra actos que importaban violaciones a derechos 

procesales, pero que encuadraban en los supuestos señalados en diversas tesis como infracciones 

exorbitantes que afectaban a las partes en un grado predominante o superior. En ese sentido, bajo la 

redacción del artículo 107, fracción V, de la nueva ley, la promoción del amparo ante el Juez de 

Distrito contra actos en juicio que afecten derechos procesales ya no es posible, porque sólo se 

admite su procedencia cuando sean de imposible reparación, los que el legislador define como los 

que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Federal y en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. Ahora bien, esa   no vulnera el 

principio de progresividad contemplado en el párrafo tercero del artículo 1o. de la Carta Magna, que 

implica que los Estados deben dedicar sus esfuerzos a una mejora continuada, con la mayor rapidez y 

eficacia posible, de las condiciones de existencia de las personas y que, en su modalidad de no 

regresión, genera una prohibición para el país, a fin de que no se dé marcha atrás en los niveles 

alcanzados de satisfacción de los derechos que les asisten. Así se considera, porque dicho principio no 

impide que se emitan medidas legislativas, que si bien generen una disminución en los niveles 

alcanzados de satisfacción de los derechos humanos, estén constitucionalmente justificadas, en 

virtud de que los citados derechos no son, por regla general, absolutos, atendiendo al principio de 

interdependencia entre las diversas prerrogativas fundamentales. Por ese motivo, para determinar si 

una norma general conlleva una disminución al grado de tutela, y respeta el principio de 

progresividad en su vertiente de no regresividad, es necesario verificar si tiene como fin incrementar 

el grado de protección de un derecho humano. Luego, si se toma en cuenta que en los juicios se 

tramita una controversia, por lo menos, surgida entre dos partes -actor y demandado- cada una con 

derechos sustantivos sometidos a la jurisdicción del juzgador, los que buscan su solución a través de 

una sentencia que dirimirá sus posturas, con base en los procedimientos legales establecidos por la 

ley y que deben cumplir con el debido proceso, acorde con el artículo 14 de la Constitución Federal, 

es evidente que no se vulnera el citado principio, pues frente al particular que vea limitada su 

posibilidad de impugnación por esa variación legislativa, está la finalidad de dar una tutela adecuada y 

real a los derechos de las partes en el juicio, para la agilidad en su trámite, lo que opera a favor de 

ambas partes, porque los juicios no se establecieron para dilucidar afectaciones en sus derechos 

procesales, sino en los sustantivos de una y otra en el litigio respectivo. Así, la nueva normativa 

persigue un fin constitucionalmente válido de dar celeridad a la tramitación y conclusión de los 

juicios, al impedir que las partes acudan a estrategias dilatorias buscando un pronunciamiento 

federal, sobre la violación a un derecho adjetivo, cuando las normas procesales no deben verse como 

un fin en sí, sino como un medio para que la administración de justicia se aplique a las controversias, 

decidiendo sus derechos en litigio. De este modo, la nueva definición de actos en juicio de imposible 

reparación, brinda certidumbre a las partes, y respeta el mencionado principio, pues los 

procedimientos serán tramitados conforme al diverso de justicia pronta y expedita consagrado en el 

artículo 17 constitucional, respondiendo así a la relación de interdependencia entre los derechos que 

someten a la instancia jurisdiccional, y se genera un equilibrio razonable entre los derechos 

fundamentales en juego, sin afectar la eficacia de alguno de ellos. Por ende, no se está ante una 

legislación regresiva, pues el estudio sistemático de la nueva ley permite inferir que no se ha dejado a 
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En cuanto al cumplimiento de las sentencias de amparo, un Tribunal Colegiado estimó que 

no se colma con el desechamiento del recurso de revisión promovido en su contra, sino hasta 

la resolución misma de tal recurso; lo anterior, en pro de los derechos humanos tutelados en 

el artículo primero de la ley suprema que establece entre otros la progresividad y la 

prohibición de regresividad en concatenación con el diverso 17 constitucional que prevé la 

tutela judicial efectiva por parte del Estado, consistiendo en dos vertientes, por un lado el 

acceso a la jurisdicción y por otro una sentencia que resuelva el fondo del asunto y su 

ejecución, en observancia al debido proceso consagrado en el artículo 14 de nuestra 

Constitución.81 

                                                                                                                                                                                               
las partes en estado de indefensión para hacer valer las violaciones contra aquellos actos que, en su 

criterio, infrinjan sus derechos en el juicio, porque las violaciones procesales pueden terminar por 

carecer de relevancia si al dictarse la resolución en el juicio, se resolviera a favor del particular que se 

sintió agraviado en sus derechos procesales, ya que dicha afectación desaparecería; y, en caso 

contrario, de obtener resolución desfavorable, podrá impugnarla en el amparo directo al tenor del 

artículo 170, fracción I, de la propia ley; de ahí que la nueva normativa equilibra los derechos 

humanos de las partes en las contiendas jurisdiccionales, en relación con la finalidad primordial que 

constitucionalmente se ha asignado a los juicios, que estriba en ser el medio procesal para que se 

diriman las controversias entre las personas, bajo la premisa de una administración de justicia pronta, 

completa e imparcial. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN, CON 

RESIDENCIA EN MORELIA, MICHOACÁN. 

Amparo en revisión 132/2014 (cuaderno auxiliar 442/2014) del índice del Tercer Tribunal Colegiado 

en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, con apoyo del Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán. Silvia Cortés Rocha. 19 de 

junio de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. Secretario: José Ramón 

Rocha González. 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de septiembre de 2014 a las 09:45 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

 
81 IV.1o.A.65 A (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo IV, Pág. 2356. 

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA DE AMPARO. NO SE SATISFACE PLENAMENTE CON LA ADMISIÓN 

DEL RECURSO DE REVISIÓN QUE SE ESTIMÓ ILEGALMENTE DESECHADO, SINO HASTA QUE SE DICTE 
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LA RESOLUCIÓN EN DICHO MEDIO DE IMPUGNACIÓN, EN ATENCIÓN AL DERECHO HUMANO A LA 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. 

El artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece 

el principio de progresividad, que implica no sólo la prohibición de regresividad del disfrute de los 

derechos fundamentales, sino también la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y 

gradual; lo que exige de todas las autoridades, en el ámbito de su competencia, incrementar el grado 

de tutela en la promoción, respeto, protección y garantía de los Derechos Humanos y también les 

impide, en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que sin plena justificación 

constitucional disminuyan el nivel de la protección a los Derechos Humanos de quienes se someten al 

orden jurídico. Por su parte, el artículo 17 constitucional prevé el derecho fundamental a la tutela 

judicial efectiva, que supone, en primer término, el acceso a la jurisdicción, es decir, que el gobernado 

pueda ser parte en un proceso judicial y, en segundo, el derecho que tiene a obtener una sentencia 

sobre el fondo de la cuestión planteada y su cabal ejecución, que deberá ser pronta, completa e 

imparcial, lo cual se encuentra íntimamente relacionado con el principio del debido proceso, 

contenido en el artículo 14 del señalado ordenamiento. En ese contexto constitucional, el juez federal 

debe velar por el cumplimiento del fallo protector, pensando en la utilidad de su fallo, es decir, en sus 

implicaciones con un sentido pragmático; y no dar por cumplida la sentencia cuando el justiciable se 

encuentre prácticamente en la misma situación jurídica que cuando promovió el juicio de garantías, 

esto es, en espera de que la autoridad resuelva el recurso administrativo que promovió ante ella. En 

estos casos, los juzgadores de amparo deben adoptar de oficio todas las medidas necesarias para 

lograr la ejecución de la sentencia, pero con una finalidad práctica, pues en caso contrario la decisión 

adoptada en el fallo protector y los derechos que en ella se reconocieron, se reducen a meras 

declaraciones de intención sin un alcance verdaderamente útil, ni efectividad alguna en cuanto a la 

finalidad de las sentencias en el juicio de amparo, que es la de hacer respetar los Derechos Humanos 

reconocidos en la Constitución frente a un acto arbitrario de autoridad. En ese sentido, cuando en la 

ejecutoria de amparo se determine violado el Derecho Humano a la Tutela Judicial Efectiva, con 

motivo del ilegal desechamiento de un recurso administrativo, en el cual no se ofrecieron pruebas de 

especial desahogo, la protección constitucional debe obligar a la autoridad responsable no sólo a 

dejar sin efectos el acuerdo por el cual se negó a darle trámite, ni estimarla cumplida con la admisión 

del recurso, sino también a que provea lo conducente a la resolución del medio de defensa 

administrativo, así como lo relativo a la ejecución de las determinaciones ahí alcanzadas cuando sean 

favorables y conforme a las intenciones del particular; pues en aplicación del principio de 

progresividad previsto en el artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Federal, sólo de esta 

forma se restituirá al quejoso en el goce del Derecho Humano a la Tutela Judicial Efectiva. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

Recurso de inconformidad 17/2016. María Guadalupe Valdés Hernández. 24 de agosto de 2016. 

Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano 

Saldaña. 
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En otra tesis, otro Tribunal Colegiado determinó que una vez que nuestra constitución en su 

diverso 1º establece que todas las autoridades en su respectivo campo de acción tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad, esto relacionado con el numeral 17 de la misma carta magna que impone al 

legislativo la facultad exclusiva de la fijación de los plazos y los términos en los que se debe 

impartir justicia, encuentra restricción expresa al respecto; por ello al expedir el poder 

legislativo normas procesales que regulen los medios de defensa a los que tienen derecho los 

justiciables, el acceso a la jurisdicción se torna de trascendente importancia, luego entonces 

resulta regresiva la determinación legislativa que expresa como excepción a la regla genérica 

de los quince días para la interposición de la demanda de amparo, el caso de los actos que 

atentan contra la libertad personal pero solo cuando esos actos de autoridad afecten fuera de 

un procedimiento, esto a la luz de la nueva ley de amparo en su artículo 17 fracción IV, a 

diferencia de la extinta ley de amparo vigente hasta el dos de abril del año dos mil trece, que 

otorgaba en su dispositivo 22 fracción II que podría interponerse tal demanda de amparo en 

cualquier tiempo contra actos de autoridad que atentaran la libertad personal dentro de un 

procedimiento. Luego entonces las autoridades en pro de la prohibición de regresividad 

deben inaplicar aquel dispositivo legal restrictivo y considerar que en cualquier tiempo puede 

promoverse juicio constitucional contra los actos que vulneran o afectan la libertad personal 

dictados dentro de un procedimiento.82 

                                                                                                                                                                                               
Esta tesis se publicó el viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

82 XXII.3o.1. P (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 2, Enero de 2014, Tomo IV, Pág. 2343. 

ACTOS QUE AFECTAN LA LIBERTAD PERSONAL DICTADOS DENTRO DE PROCEDIMIENTO. EL 

ARTÍCULO 17, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO, AL EXCLUIRLOS PARA QUE PUEDAN 

IMPUGNARSE EN EL JUICIO EN CUALQUIER TIEMPO, VULNERA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD, 

POR TANTO, EN CUMPLIMIENTO A LA OBLIGACIÓN DE PROMOVER, RESPETAR, PROTEGER Y 

GARANTIZAR LOS DERECHOS HUMANOS, CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1o. CONSTITUCIONAL, LOS 

TRIBUNALES DEBEN INAPLICARLO AL DETERMINAR EL PLAZO PARA PROMOVER LA DEMANDA. 

Si bien conforme al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 

legislador tiene la facultad exclusiva para fijar los plazos y términos en que debe impartirse justicia, 
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aquélla está restringida por el tercer párrafo de su artículo 1o., conforme al cual, todas las 

autoridades tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 

de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; 

razón por la cual, al expedir las normas procesales que regulan el acceso a los medios de defensa, 

debe garantizarse el derecho de acceso a la jurisdicción, entre otros, conforme al principio de 

progresividad. Norma en la que se encuentra la prohibición de regresividad, que indica que una vez 

logrado el avance en el disfrute de los derechos, el Estado no podrá, salvo en ciertas circunstancias, 

disminuir el nivel alcanzado. Ahora bien, tratándose de actos que afectan la libertad personal, el 

artículo 22, fracción II, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, establecía que la 

demanda podía promoverse en cualquier tiempo; no obstante, en el artículo 17, fracción IV, de la ley 

vigente, se restringió dicha prerrogativa, pues se estableció como excepción al plazo genérico de 

quince días tratándose de actos que afectan la libertad personal, sólo cuando dicha afectación se dé 

fuera de un procedimiento. Luego, aun cuando el derecho de acceso a la justicia no es absoluto y 

puede restringirse, en el proceso de creación de la nueva ley el legislador no expuso cuál fue el objeto 

de la restricción que estableció, ni por qué sería útil para la consecución de aquél; de ahí que no 

pueda someterse la limitación del derecho a un test de proporcionalidad; a más de que no se advierte 

que la limitación del plazo para promover la demanda sea razonable o acorde con el citado artículo 17 

constitucional. Razón por la cual, al excluir a los actos que afectan la libertad personal dictados dentro 

de procedimiento para que puedan impugnarse en el juicio de amparo en cualquier tiempo, dicha 

porción normativa vulnera el principio de progresividad; por ende, los tribunales, en observancia de 

las obligaciones consignadas en el mencionado artículo 1o. de la Constitución Federal, deben 

inaplicarlo para efectos de determinar el plazo para promover la demanda de amparo y así proteger 

los alcances previamente dados a ese derecho, esto es, considerar que el juicio constitucional puede 

promoverse en cualquier tiempo cuando se reclamen actos que afectan la libertad personal dictados 

dentro de procedimiento. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

Queja 64/2013. 19 de septiembre de 2013. Mayoría de votos. Disidente: Ma. del Pilar Núñez 

González. Ponente: Carlos Hinostrosa Rojas. Secretaria: Cecilia Aguilera Ríos. 

Amparo en revisión 246/2013. 7 de noviembre de 2013. Mayoría de votos. Disidente: Ma. del Pilar 

Núñez González. Ponente: Carlos Hinostrosa Rojas. Secretario: Alejandro Baltazar Chávez. 

Nota: 

Por ejecutoria del 8 de julio de 2015, la Primera Sala declaró sin materia la contradicción de tesis 

317/2014 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al existir la 

jurisprudencia P./J. 12/2015 (10a.) que resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 342/2014 del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente improcedente, mediante 

acuerdo de 16 de octubre de 2014. 
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Por último, la tesis que en materia constitucional y administrativa versa sobre el término 

“prohibición de regresividad” dentro de su rubro o de su texto, tenemos a la que dispone que 

la sentencia definitiva que se dicte en el juicio sumario de nulidad al amparo de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo por el magistrado instructor y no por 

el pleno, no restringe el acceso a la impartición de justicia ni viola el principio de 

progresividad de los derechos humanos contenido en el artículo 1º constitucional, toda vez 

que el espíritu del legislador fue que la justicia fuera pronta y expedita en todo juicio de 

nulidad.83 

                                                                                                                                                                                               
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2014 a las 13:21 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 

83 VI.3o.A.16 A (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 15, Diciembre de 2012, Tomo 2, Pág. 1518. 

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 58-13 DE LA LEY FEDERAL 

RELATIVA, AL PREVER QUE EN EL JUICIO DE NULIDAD TRAMITADO EN LA VÍA SUMARIA LA 

SENTENCIA SERÁ DICTADA POR EL MAGISTRADO INSTRUCTOR Y NO EN FORMA COLEGIADA, NO 

RESTRINGE EL ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA NI VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD 

DE LOS DERECHOS HUMANOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

La noción de progresividad implica dos sentidos complementarios: por un lado, el reconocimiento de 

que la satisfacción plena de los derechos supone una cierta gradualidad; es decir, que la plena 

realización de los derechos no podrá lograrse completamente en un corto tiempo, al tratarse de un 

mecanismo necesariamente flexible, que refleja la existencia de recursos limitados y las dificultades 

que representa para todo país asegurar la plena realización del derecho y, por otro, el de progreso, 

consistente en la obligación estatal de mejorar las condiciones de goce y ejercicio del derecho. Así, la 

prohibición de regresividad indica que una vez logrado el avance en el disfrute de los derechos, el 

Estado no podrá, salvo ciertas circunstancias, disminuir el nivel alcanzado. Por tanto, el artículo 58-13 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al prever que en el juicio de nulidad 

tramitado en la vía sumaria la sentencia será dictada por el Magistrado instructor y no en forma 

colegiada, no restringe el acceso a la impartición de justicia ni viola el principio de progresividad de 

los derechos humanos establecidos en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, al considerar que esos derechos estaban garantizados por el hecho de que la resolución 

fuera dictada por los tres integrantes de la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa correspondiente. Lo anterior, porque tal precepto no prevé limitante o condición 

alguna para emitir la sentencia respectiva, pues ello ocurre cuando en la ley se impida al gobernado 

acceder a la justicia para ejercer sus derechos y defender sus libertades. Además, no puede dejar de 

considerarse, como se estableció en las exposiciones de motivos de la reforma a la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo que originó la adición del citado artículo 58-13, publicada 
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III.2.2 Respecto al término “prohibición de retroceso”  

En la siguiente tesis aislada el legislador hace mención a la prohibición de retroceso, al estimar 

que el patrón al pretender interponer demanda de amparo indirecto de conformidad a lo 

dispuesto por el artículo 174 de la Ley de Amparo por violaciones procesales, no se encuentra 

obligado a hacer valer todas ellas, pero sobre todo a precisar como trascendieron en su contra 

al emitirse el laudo las que sí hizo valer, ya que equivaldría a un retroceso en nuestro sistema 

de impartición de justicia, en específico al principio pro persona, que brinda al gobernado la 

protección más amplia posible de los derechos humanos consagrados en la misma 

constitución. Debiendo atender no la literalidad de tal precepto, sino a la interpretación en su 

conjunto de los diversos dispositivos constitucionales 1º, 14, 17, 107 fracción III, inciso a); a 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su numeral 25; y por último, al 

artículo 172 de la propia Ley de Amparo84. 

                                                                                                                                                                                               
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010, que el objetivo de esa decisión 

legislativa fue simplificar los procedimientos que se tramitan ante el mencionado órgano 

jurisdiccional para obtener una solución pronta a la controversia, pues una de las cuestiones que se 

estimaron importantes para llegar a ese objetivo, fue que la sentencia se pronunciara por el propio 

Magistrado instructor actuando como unitario, con lo cual se potencian de manera notable los 

recursos humanos del referido tribunal. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo directo 128/2012. Francisco José López López de Cárdenas. 23 de agosto de 2012. 

Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez González. Secretaria: Margarita Márquez 

Méndez. 

Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia, en 

términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo Primero, Título Cuarto, del Acuerdo General 

Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil tres, relativo a las reglas para la elaboración, 

envío y publicación de las tesis que emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la 

verificación de la existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 

84 III.1o.T.18 L (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo III, Pág. 2408. 

VIOLACIONES PROCESALES EN EL AMPARO DIRECTO LABORAL PROMOVIDO POR EL PATRÓN. 

INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 174 DE LA ACTUAL LEY DE AMPARO. 
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Por formar parte del sistema jurídico mexicano el precepto 174 de la Ley de Amparo, en vigor a partir 

del tres de abril de dos mil trece, no debe interpretarse aisladamente, atendiendo sólo a su mera 

literalidad. En consecuencia, sus disposiciones deben relacionarse con las que emergen de los 

artículos 1o., 14, 17, 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 172 de la propia Ley de 

Amparo. Luego, teniendo en cuenta la armonía existente entre los enunciados normativos que 

encierran todas esas prevenciones en relación con las violaciones procesales a que se refiere el 

numeral 172 invocado, válidamente se arriba a la apreciación de que, en la actualidad, teniendo 

presente la mayor protección que debe permear en la interpretación y aplicación de la ley en 

beneficio de las personas, incluyendo a las jurídicas o morales, privilegiando el principio de 

progresividad, con la consiguiente prohibición de cualquier retroceso que imponga cargas irracionales 

para obtener la tutela judicial, dicho artículo 174 no puede ser interpretado en el sentido de que el 

patrón peticionario del amparo, al hacer valer una o varias violaciones procesales reclamables en vía 

uniinstancial, se encuentre constreñido a expresar, sacramentalmente, cuál parte de las 

consideraciones contenidas en el laudo combatido se ve afectada con las mismas y en qué medida 

influyen para que ésa o esas consideraciones desaparezcan, ya que tal exigencia, además de implicar 

un retroceso en la impartición de justicia, quebranta los principios rectores del actual sistema jurídico 

mexicano, cuya directriz se enfoca en la protección más amplia posible de los derechos humanos 

consagrados en favor de todas las personas. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

Amparo directo 689/2014. José Adrián Villalobos Chávez y otra. 4 de marzo de 2015. Mayoría de 

votos. Disidente y Ponente: Arturo Cedillo Orozco. Encargada del engrose: Alfonsina Berta Navarro 

Hidalgo. Secretario: Jonathan Mata Villegas. 

Amparo directo 587/2014. Mexican Resort Destinations, S.A. de C.V. 25 de marzo de 2015. Mayoría 

de votos. Disidente: Arturo Cedillo Orozco. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretaria: 

Karina Isela Díaz Guzmán. 

Nota:  

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 425/2014 de la Segunda Sala, 

de la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 126/2015 (10a.) de título y subtítulo: "VIOLACIONES 

PROCESALES. EL QUEJOSO DEBE PRECISAR EN SU DEMANDA DE AMPARO DIRECTO LA FORMA EN 

QUE TRASCENDIERON EN SU PERJUICIO AL RESULTADO DEL FALLO, A FIN DE QUE EL TRIBUNAL 

COLEGIADO DE CIRCUITO CUMPLA CON LA OBLIGACIÓN DE EXAMINARLAS, SALVO LAS QUE 

ADVIERTA EN SUPLENCIA DE LA QUEJA." 

Por ejecutoria del 18 de noviembre de 2015, la Segunda Sala declaró sin materia la contradicción de 

tesis 221/2015 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al 

existir la jurisprudencia 2a./J. 126/2015 (10a.) que resuelve el mismo problema jurídico. 
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La siguiente tesis, a diferencia de la ya comentada XXII.3o.1 P (10a.), al estimar que la norma 

que establece el plazo para la interposición de la demanda de amparo respeta el principio de 

progresividad, ya que de conformidad a este principio los derechos humanos deben mejorarse 

y ampliarse implicando en sí mismo una prohibición de retroceso en ellos; por lo que el 

legislador no vulnera el derecho de acceso a la justicia al modificar la ley adjetiva en materia 

de amparo en el establecimiento de plazos para su presentación.85 

La tesis VI.2o.P.16 P (10a.) que sostiene que la víctima u ofendido del delito cuando se 

resuelve en sentencia definitiva absolviendo al inculpado, está constreñido a impugnar 

violaciones procesales y no de fondo al momento de promover amparo en contra de los actos 

de autoridad que vulneran sus derechos que trascienden en su defensa, en atención a los 

numerales 170 y 173 fracción XIX de la Ley de Amparo, para la procedencia de amparo 

                                                                                                                                                                                               
Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 

85 XXII.1o.6 K (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Pág. 2319. 

DEMANDA DE AMPARO. LA NORMA QUE ESTABLECE EL PLAZO PARA PRESENTARLA RESPETA EL 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. 

El principio de progresividad exige que el disfrute de los derechos humanos debe mejorar y ampliarse, 

y lleva implícita la prohibición de retroceso, sin embargo, no debe confundirse el derecho de acceso a 

la justicia con disposiciones adjetivas, tales como las que establecen reglas para acceder a él. Así, 

modificar los plazos para presentar la demanda, cuando es razonable, no implica una afectación de 

aquel derecho, pues el establecimiento de plazos para su ejercicio, obedece a la facultad que la 

Constitución otorga al legislador para emitir las normas instrumentales que regulen los juicios, lo que 

encuentra sustento en los diversos principios que se busca garantizar, esto es, el acceso efectivo a la 

justicia, y que las instancias de justicia constituyan el mecanismo expedito, eficaz y confiable al que 

los gobernados acudan para dirimir cualquiera de los conflictos que deriven de las relaciones 

jurídicas. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

Queja 77/2013. 3 de octubre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hernández García. 

Secretario: Alfredo Echavarría García. 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2014 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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directo penal; sin embargo atendiendo a la prohibición de cualquier retroceso en los derechos 

humanos ya ganados en concordancia con el principio de progresividad, le resulta posible a la 

víctima u ofendido reclamar en esa vía de amparo directo penal la reparación del daño que se 

le causó con la sentencia absolutoria emitida por el juez penal que adolece de condena 

alguna.86 

                                                             
86 VI.2o.P.16 P (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 1, Diciembre de 2013, Tomo II, Pág. 1273. 

VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. AL PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA 

SENTENCIA DEFINITIVA QUE ABSUELVE AL INCULPADO, EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO DE 

PROGRESIVIDAD, PUEDE IMPUGNAR TANTO VIOLACIONES PROCESALES COMO APARTADOS 

RELACIONADOS CON LA ACREDITACIÓN DEL DELITO Y LA PLENA RESPONSABILIDAD PENAL, AL 

HACER ESA RESOLUCIÓN NUGATORIO SU DERECHO FUNDAMENTAL A LA REPARACIÓN DEL DAÑO. 

De conformidad con los artículos 170 y 173, fracción XIX, de la Ley de Amparo, los supuestos de 

procedencia del juicio de amparo directo en materia penal, promovido por la víctima u ofendido del 

delito, tratándose de una sentencia definitiva absolutoria, se encuentran acotados a aquellas 

violaciones procesales que, cometidas en el procedimiento, puedan vulnerar sus derechos, 

trascendiendo en sus defensas, lo que implica que no pueden impugnarse aspectos relativos al fondo 

del asunto, sino únicamente aquellos vinculados con violaciones de carácter adjetivo acaecidas 

durante el trámite del juicio, que trasciendan en sus defensas; sin embargo, en atención al principio 

de progresividad inmerso en el artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos -que se traduce en la prohibición de cualquier retroceso en los medios 

establecidos para el ejercicio, tutela, reparación y efectividad de los derechos humanos- y en aras de 

permitir que la víctima u ofendido reclame la constitucionalidad de la resolución de la cual depende 

su derecho fundamental a la reparación del daño, se concluye que su legitimación procesal no se 

constriñe únicamente a los supuestos establecidos en la citada fracción XIX del artículo 173, sino que 

debe atenderse con la amplitud de protección establecida en el artículo 20 constitucional, y analizar 

cuando se reclama la afectación personal y directa de alguno de los derechos humanos ahí 

reconocidos, en la especie, el derecho fundamental a la reparación del daño. Consecuentemente, la 

legitimación procesal activa de la víctima u ofendido del delito, a fin de acreditar su derecho a la 

reparación del daño, le permite acudir al amparo directo reclamando la sentencia definitiva 

absolutoria, impugnando apartados relacionados con la acreditación del delito y la plena 

responsabilidad del sentenciado, pues si bien aquella resolución no afecta directamente la reparación 

del daño, que como derecho fundamental consigna la Constitución Federal, al no existir condena 

alguna, implica que, de facto, tal reparación no ocurra por afectar la pretensión reparatoria, por lo 

cual, se le puede relacionar inmediatamente con dicho derecho fundamental, en tanto lo hace 

nugatorio. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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En esta última tesis aislada que refiere en su texto la frase prohibición de retroceso, implica 

que toda orden de aprehensión afecta la libertad personal como derecho sustantivo tutelado 

por el Estado y que resulta de imposible reparación; por ende en cualquier momento se podrá, 

por parte del gobernado afectado en su esfera jurídica, promover juicio de garantías al 

respecto, toda vez que resulta ser un acto de autoridad que puede ser combatido en cualquier 

tiempo por esa vía constitucional, siendo aplicable el diverso 17 fracción IV de la Ley de 

Amparo a guisa de excepción al término genérico de quince días para la interposición de 

demanda de amparo87. 

                                                                                                                                                                                               
Amparo directo 184/2013. 15 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Margarito Medina 

Villafaña. Secretaria: Yenni Gabriela Vélez Torres. 

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 1a./J. 21/2012 

(10a.), de rubro: "VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVER JUICIO DE 

AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA QUE ABSUELVE AL ACUSADO.", que aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 1, 

mayo de 2012, página 1084. 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2013 a las 06:00 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

87 VI.2o.P.14 P (10a.) Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 3, Pág. 1688. 

ORDEN DE APREHENSIÓN. AL CONSTITUIR UN ACTO DICTADO DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO 

QUE AFECTA LA LIBERTAD PERSONAL, LA DEMANDA DE AMPARO EN SU CONTRA PUEDE 

PROMOVERSE EN CUALQUIER TIEMPO. 

Cualquier acto dictado fuera o dentro de un procedimiento, en relación con la restricción o privación 

de la libertad, implica una lesión cierta e inmediata a ese derecho sustantivo y, por ende, se ubica 

dentro de los considerados como de imposible reparación, lo que es suficiente para considerar que el 

amparo indirecto interpuesto en su contra puede promoverse sin limitación temporal alguna. Por 

otro lado, de conformidad con el artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos contenidos en 

instrumentos internacionales y en las leyes, de conformidad con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad, traduciéndose este último en la prohibición de 

cualquier retroceso en los medios establecidos para el ejercicio, tutela, reparación y efectividad de los 

derechos humanos. Así, atento a dicho principio, si con anterioridad a la entrada en vigor de la actual 

Ley de Amparo, la abrogada ley de la materia, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 

enero de 1936, establecía como requisito para que operara la excepción al término genérico de 

quince días para la promoción de la demanda de amparo, que los actos importaran ataques a la 

libertad personal, sin acotarlos a que hubieran sido dictados fuera de procedimiento, no puede 

adoptarse una postura restrictiva respecto del término para la interposición de la demanda 
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III. 3 Análisis sobre la Tesis: 2a./J. 30/2021 (10a.) de rubro: Pensión 

jubilatoria. El monto máximo previsto en la ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado abrogada y en el régimen 

del artículo décimo transitorio de la ley del ISSSTE vigente, debe 

cuantificarse con base en el valor de la Unidad de Medida y Actualización 

(UMA) y no en el salario mínimo (SM); y evaluar si es regresiva de derechos 

humanos en materia de seguridad social 

Atendiendo a uno de los objetivos particulares contenidos en este trabajo de investigación, 

específicamente al análisis y evaluación sobre la determinación que el Alto Tribunal 

Constitucional por conducto de la Segunda Sala llevó a cabo en su Tesis: 2a./J. 30/2021 (10a.), 

de fecha 25 de junio de 2021, cuyo rubro transcribo para tal fin. 

 

PENSIÓN JUBILATORIA. EL MONTO MÁXIMO PREVISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO ABROGADA 

                                                                                                                                                                                               
Tratándose de ese tipo de actos, pues ello implicaría un retroceso en los medios establecidos para el 

ejercicio, tutela, reparación y efectividad de ese derecho sustantivo. Consecuentemente, si la orden 

de aprehensión constituye un acto dictado dentro de un procedimiento que afecta la libertad 

personal, es innegable que debe ubicársele en la excepción prevista en el artículo 17, fracción IV, de 

la Ley de Amparo vigente y, por ende, la demanda en su contra puede promoverse en cualquier 

tiempo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO. 

Queja 28/2013. 23 de mayo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Margarito Medina Villafaña. 

Secretaria: Yenni Gabriela Vélez Torres. 

Nota: 

Por ejecutoria del 8 de mayo de 2014, el Pleno declaró sin materia la contradicción de tesis 429/2013 

derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que uno 

de los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se apartó del criterio en contradicción, al 

plasmar uno diverso en posterior ejecutoria. 

Por ejecutoria del 1 de febrero de 2017, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 

156/2016 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse 

que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva. 
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Y EN EL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY DEL ISSSTE 

VIGENTE, DEBE CUANTIFICARSE CON BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA 

Y ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO.88 

La resolución contendida en dicha jurisprudencia, emanada de la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación es sin duda regresiva de derechos humanos ya alcanzados en 

naturaleza de derechos sociales, en virtud de que el principio de progresividad que rige a los 

derechos humanos tiene dos criterios, por un lado debe ser cuantitativo tal progreso, lo que 

significa, como se ha venido mencionando, que el catalogo de derechos humanos debe de ir en 

aumento y jamás en retroceso; por otro lado debe ser cualitativo el reiterado progreso, lo que 

se traduce en calidad de los derechos humanos; concluyéndose entonces que el principio de 

progresividad impone que deben ir creciendo paulatina y constantemente en número y en 

calidad los derechos humanos de todo individuo. 

Así tenemos que, constitucionalmente pero también convencionalmente, todas autoridades 

deben acatar y observar en plenitud su cumplimiento, no mañana ni pasado mañana, sino 

desde ayer, desde que México reconoció los derechos humanos del gobernado en su carta 

magna y en los tratados internacionales que ha suscrito y seguirá suscribiendo en ese tenor el 

ejecutivo de la nación en términos de la propia ley suprema, por lo que deviene ser expedito y 

eficaz para ello. 

Para lo anterior, se debe observar para el presente caso de análisis, en el ámbito de seguridad 

social sin poder separar al individuo para ello; o sea, la convergencia de los derechos 

económicos, sociales y culturales en concordancia con los derechos civiles y políticos de todas 

las personas, que debe aumentarse y ampliarse progresivamente el derecho humano de 

seguridad social y no al revés; como se aprecia de la jurisprudencia en análisis emitida por el 

Tribunal Supremo por conducto de una de sus Salas. 

Luego entonces, se debe analizar lo determinado por el órgano judicial perteneciente a la 

Suprema Corte a la luz de la convencionalidad y de la constitucionalidad, sin hacer ninguna 

connotación de jerarquías; así el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

                                                             
88  2a./J. 30/2021 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 2, Junio de 2021, Tomo IV, Pág. 3604. 
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Culturales (PIDESC) en sus numerales 2.1 y 11.1, la Convención Americana de Derechos 

Humanos (CADH) en su diverso 26 y el Protocolo San Salvador (PSS) en su artículo 1º, 

disponen: 

 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Art. 2.1 Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 

adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 

internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los 

recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 

apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 

efectividad de los derechos aquí reconocidos. 

Art. 11.1: Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 

vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de 

existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la 

efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la 

cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 

 Convención Americana de Derechos Humanos 

Art. 26: Desarrollo progresivo. Los Estados parte se comprometen a adoptar 

providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 

especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad 

de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre 

educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los 

Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de 

los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 

 Protocolo San Salvador 

Art. 1: Obligación de adoptar medidas. Los Estados parte en el presente Protocolo 

Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a 

adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la 

cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo 

de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de 

lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena 

efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo. 

Así, emanada del PIDESC en su artículo 2.1, la obligación de progresividad del Estado 

Mexicano a través de sus tres poderes (no solo del legislativo) va encaminada a lograr la plena 

efectividad de los derechos reconocidos en ese pacto, resultando por demás completamente 
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obligado el poder judicial en México, verbigracia la Segunda Sala del Máximo Tribunal en 

nuestro país, en la que debe observar la mejora de las condiciones de los derechos 

económicos, sociales y culturales de los gobernados, en especifico para este tema, dicha 

mejora debe atenderse hacía el mejoramiento en el goce y disfrute de la pensión de los 

individuos que en su momento y previamente a jubilarse en la modalidad que correspondiera 

con apego a derecho, fueron hechas sus aportaciones de seguridad social en base a salarios 

mínimos como unidad de referencia económica en el rubro laboral y que tienen efectos para 

las concesiones de pensión y jamás en un diverso criterio o parámetro de cálculo como unidad 

de referencia económica, como ahora lo resuelve dicha Sala jurisdiccional federal, sobre la 

base de Unidad de Medida de Actualización (UMA), la cual no existía sino hasta el 30 de 

diciembre de 2016, cuando se publicó la Ley que la regula.89 

Igualmente ese precepto del pacto le establece como obligación a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en Pleno y a sus respectivas Salas, así como se lo establece en lo general al 

Estado Parte del PIDESC utilizar hasta el máximo de los recursos de que disponga (situación 

ambigua al no precisar cuál es el máximo de los recursos) para el logro progresivo y la plena 

efectividad de los derechos humanos reconocidos en la convención, situación que pone en 

entredicho lo resuelto por esa Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación donde 

determinó que el tope para la pensión del ISSSTE se calculará con base en la Unidad de 

Medida y Actualización (UMA) y no en el salario mínimo (SM); lo cual es regresivo de 

derechos humanos en materia de seguridad social. 

Por su parte el numeral 11.1 del PIDESC connota a la progresividad, como una mejora 

continua de las condiciones de existencia de toda persona, o una ampliación de la cobertura y 

protección de los derechos sociales; como la ha expresado Courtis: Obligación mínima 

asumida por el Estado de no regresividad (prohibición de regresividad), sea, la prohibición 

de adoptar medidas, ya se trate de políticas, normas jurídicas, prácticas administrativas, que 

                                                             
89 Ley para determinar el valor de la unidad de medida y actualización. Nueva Ley publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 30 de diciembre de 2016. La cual en su artículo 2, fracción II, establece lo que se entiende 
por UMA: A la Unidad de Medida y Actualización que se utiliza como unidad de cuenta, índice, base, medida o 

referencia para determinar la cuantía del pago de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, de 

las entidades federativas y de la Ciudad de México, así como en las disposiciones jurídicas que emanen de dichas 

leyes. 
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empeoren la situación de los derechos económicos, sociales y culturales de los que gozaba la 

población al momento de adoptar el tratado internacional respectivo, o bien en cada mejora 

progresiva.90 

Además, los Estados sólo podrían llevar a cabo una limitación o restricción de los derechos 

económicos, sociales y culturales de la población (como en el caso de estudio resulta la 

pensión jubilatoria como figura contenida en la seguridad social), si las medidas que adopte no 

sean regresivas, o cuando su objeto sea conservar el bienestar común da la colectividad en la 

sociedad. 

Al respecto, la Convención Americana de Derechos Humanos en su numeral 26 es enfática al 

precisar que todo Estado Parte de dicho convenio internacional se ha comprometido a tomar 

prevenciones dentro del país -en todos los niveles de gobierno y por todas las autoridades que 

comprenden los tres poderes de la nación- implicando el ámbito internacional a través de la 

cooperación internacional sobre todo económica y técnica para ir alcanzando la progresividad 

de derechos, la cual resulta ser paulatina, por la diversa cantidad de normas que regulan los 

rubros económicos, sociales y culturales a la luz de la adopción de la medida de los recursos 

disponibles en nuestra nación, de la adopción de medidas legislativas procedentes y de 

cualquier otro medio que resulte apropiado, abriendo con ello una cantidad innumerable de 

posibilidades para que sea plausible un verdadero, pero sobre todo notorio, progreso en los 

derechos de las personas. 

El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, mejor conocido 

como Protocolo San Salvador en su dispositivo inicial reza sobre la obligación de los Estados 

Parte de adoptar las medidas que resulten ser necesarias -en la misma tónica que su norma 

internacional predecesora- y dependiendo del grado de desarrollo del país miembro, con el 

único fin de alcanzar progresivamente la plena efectividad de los derechos reconocidos en 

dicho protocolo; eso sí, hasta el máximo de los recursos de que disponga cada Estado Parte 

económica y técnicamente, en concordancia con sus leyes internas. 

                                                             
90 COURTIS, Christian: La prohibición de regresividad en materia de derechos sociales: apuntes introductorios. 
Buenos Aires, Del Puerto, 2006. 
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Por otro lado, no podemos dejar a un lado lo que la propia Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos dispone en su artículo primero desde 2011 en tratándose de derechos 

humanos respecto al control de convencionalidad, ya que toda norma relativa a los mismos 

debe ser interpretada a la luz de la Constitución y de los Tratados Internacionales de los que 

México forma parte, de donde deviene puntual observancia al principio pro persona o pro 

operario en este caso. 

Respecto de todos estos numerales, el Estado Mexicano, perteneciente a tales tratados 

multilaterales aludidos, ha sido omiso de observar y/o acatar en cuanto a pretender alcanzar en 

breve tiempo la plena efectividad de los derechos contenidos en esos convenios 

internacionales; sino por el contrario ha sido prácticamente nulo o en algunos supuestos, como 

lo es la jurisprudencia que se analiza, la cual es a todas luces regresiva de derechos humanos 

y/o económicos y sociales. 

Lo anterior resulta ser así, en virtud de que la garantía que contienen los tratados 

internacionales que he numerado, imponen que la prestación económica denominada 

“pensión”, está intrínsecamente relacionada con el salario mínimo. Por ello la decisión de la 

Segunda Sala en ese tenor, como lo he venido argumentando, es violatoria de garantías, 

inclusive la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostiene en sus decisiones que las 

pensiones deben están referenciadas al salario. 

En México, desde hace un tiempo atrás -2016, año de desindexación del salario mínimo- la 

praxis generalizada de aplicar las UMA’s, en vez de salarios mínimos para los efectos de pago 

de pensiones, como lo reitero, es violatorio de garantías, toda vez que desde ese tiempo y 

desde que se decretó la desindexación del salario mínimo, fue con el propósito de sustituir el 

salario mínimo por unidades de medidas de actualización como un parámetro en el pago o en 

el cumplimiento de obligaciones, entre ellas, las aportaciones de seguridad social y que con 

ello se lograría un verdadero poder adquisitivo con el pago de salarios por medio del 

parámetro de salarios mínimos; cosa que hasta ahora no se ve reflejado en el bolsillo de los 

mexicanos, sobre todo en los pensionados con antelación a ese decreto, que contrario a verse 

favorecidos con esa reforma constitucional fue todo lo contrario, y artera resulta ser la 

jurisprudencia emanada de la Segunda Sala del Alto Tribunal en México, pues si ya de facto 
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han afectado a los pensionados mexicanos al aplicarles aquel parámetro (UMA’s) desde el 

2016, aplicándoselos inclusive retroactivamente en su perjuicio, en contravención al párrafo 

primero del artículo 14 Constitucional y a los tratados internacionales suscrito por México en 

ese tenor, ahora con mayor razón, pero sin justificación legal local como internacional, 

reiterarán esa praxis mediante dicha jurisprudencia en comento. Sin siquiera haber observado 

ipso iure los derechos humanos de los trabajadores pensionados respecto al control de 

convencionalidad, que como ya lo mencioné deviene puntual observancia al principio pro 

persona o pro operario en este caso. 

Las autoridades en nuestro país, no han llevado a cabo una correcta interpretación de las 

normas internas como internacionales en materia de pensiones, pues basta hacer una simple 

reflexión para llegar a la determinación de que aplicar de manera retroactiva una norma, en 

perjuicio de persona alguna es contraria a tales normas; y es precisamente lo que está 

sucediendo en México, ya que si un trabajador cotizó toda su vida laboral en salarios mínimos 

y en base a su salario que obtuvo le fueron retenidas sus aportaciones de seguridad social, las 

cuales fueron calculadas sobre el parámetro de salarios mínimos, y le fue otorgada una 

concesión de pensión antes de la entrada en vigor de la desindexación del salario mínimo y de 

la obligatoriedad de la jurisprudencia que se analiza; justo resulta entonces que, su pago 

pensionario vitalicio sea en base a salarios mínimos; también resultaría justo que, si un 

trabajador empieza a cotizar en salarios mínimos a partir de la entrada en vigor de esas dos 

disposiciones, una legal -desindexación del salario mínimo-  y la otra judicial -jurisprudencia 

2a./J. 30/2021 (10a.)- pero que en base a unidades de medidas de actualización (UMA´s) le 

son retenidas sus aportaciones de seguridad social, se le otorgará en su momento una 

concesión de pensión con ese parámetro de cuantificación, así como cualquier otra prestación 

que contemplen las leyes laborales en nuestro país, verbigracia los riesgos de trabajo, 

invalidez, enfermedades, etc. 

Sin embargo, trasciende importante que, en ambos supuestos deben observarse 

irrestrictamente a la luz de la convencionalidad y de la constitucionalidad, sin hacer ninguna 

connotación de jerarquías; lo dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (PIDESC) en sus numerales 2.1 y 11.1, la Convención Americana de 

Derechos Humanos (CADH) en su diverso 26 y el Protocolo San Salvador (PSS) en su 
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artículo 1º, y la Segunda Sala del Alto Tribunal en México no llevó a cabo al emitir la tesis de 

jurisprudencia que se analiza, el control de convencionalidad que impone a todo juez revisar 

antes de resolver que nuestra legislación interna  no contravenga lo pactado en la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; tal criterio así lo ha sostenido la Corte IDH. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de su Segunda Sala debió llevar a cabo una 

interpretación más protectora antes de resolver, ya que nuestra constitución política es enfática 

en su artículo primero, a la luz de las reformas de 2011 y del principio pro homine que lo 

contiene que, cuando converjan diversas interpretaciones o cuando coexistan dos o más 

ordenamientos jurídicos que puedan llegar a aplicarse;  la regla será elegir la que más 

beneficie a la persona como titular de derechos humanos; esto sin importar jerarquías legales, 

ya que la exégesis de este primer precepto constitucional establece como primicia aplicar la 

norma más favorable a favor de la persona, y en el caso de análisis dicha Sala no lo aplicó así 

a la hora de resolver y por consiguiente afectará económicamente a millones de pensionados 

en el país; lo anterior, sin haber respetado como ya lo mencioné el reconocimiento que nuestra 

Carta Magna y los diversos Tratados Internacionales hacen de los derechos humanos de las 

personas. 

La Corte IDH ya se ha pronunciado en ese tenor, al analizar reformas regresivas de la 

Constitución Peruana, en el Caso Cinco Pensionistas contra Perú, en su sentencia de 28 de 

febrero de 2003, entre ellas el decreto que imponían topes a las pensiones, incluyendo las 

pensiones ya adquiridas antes de la entrada en vigor de tales reformas; declarando 

inconstitucionales el mismo en lo conducente, sustentando su resolución en que son derechos 

adquiridos, protegiendo inclusive a aquellas personas que hasta antes de la entrada en vigor 

del decreto -regresivo de derechos humanos en materia pensionaria- hubieran cumplido con 

los requisitos que señalaba el decreto pensionario anterior; afectando eso sí, a los futuros 

derechos no adquiridos hasta ese entonces.91 

                                                             
91 https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_98_esp.pdf 
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CONCLUSIONES  

Los derechos humanos son derechos fundamentales de las personas, sin realizar consideración 

expresa ni distinción entre personas físicas y personas morales públicas o privadas, ya que 

esos derechos han sido acogidos en la ley fundamental y en dicha norma jurídica se 

encuentran contenidos los principios que rigen a los mismos, refiriéndome a los de 

progresividad, universalidad, interdependencia e indivisibilidad; esto a la óptica de la 

supremacía constitucional, pues se ha logrado a través de las últimas décadas en nuestro país 

posicionar a los tratados internacionales de los que México forma parte al mismo nivel que 

nuestra carta magna, esto en un verdadero contexto de axiología jurídica por los diversos 

operadores de la nueva era en cuanto a derechos humanos se refiere; siendo que esos 

convenios bilaterales o multilaterales venían de antaño pregonando en voz alta sobre la 

trascendencia de observar y respetar por parte de todas las autoridades de los Estados Parte, 

los derechos humanos. 

Casi un centenar de años fue necesario para que en nuestro país se reconocieran plenamente 

los derechos humanos y fue a través de las reformas legales que en la ultima década han 

transformado el contenido al respecto en nuestra constitución federal, como en diversas leyes 

que de ella emanan, entre las que destacaron para el presente trabajo de investigación, las 

reformas que el poder legislativo le realizó a la Ley de Amparo, así como la creación del 

Código Nacional de Procedimientos Penales, sin restarle importancia al poder judicial que a la 

par de las demandas de garantías que ha venido resolviendo al tenor de esa temática, ha ido 

creando jurisprudencia en las diversas modalidades que la propia ley de amparo regula, dando 

un atisbo a la necesidad apremiante que la realidad social requiere en tratándose de derechos 

humanos, y que en este corto periodo de tiempo ha sido un paliativo jurídico, en el que resulta 

cuestionable si las normas relativas a los derechos humanos se interpretan de conformidad con 

la Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a 

las personas la protección más amplia; y sin embargo no contamos en nuestro sistema jurídico 

mexicano con un mecanismo legal que restrinja e imponga obligatoriamente la “no 

regresividad” en observancia al principio de progresividad de los derechos humanos o que 

tangiblemente logre eficacia legal a la prohibición de regresividad sobre esos derechos. 
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El principio de progresividad impone al Estado establecer mecanismos necesarios para la 

plena satisfacción y goce de los derechos humanos de todas las personas, evitando con esos 

mecanismos legales la reducción o la desaparición de los derechos ya ganados y reconocidos a 

ellas, lo que se entiende como prohibición de regresividad como antítesis del principio de 

progresividad, sin que obste hacer mención que los mecanismos que se establezcan o que se 

busquen establecer como ya se dijo, deben lograr eficacia legal a la prohibición de 

regresividad en los derechos humanos. 

A nivel internacional, la Declaración Universal de los Derechos Humanos impone a los países 

pertenecientes a la ONU el respeto a los derechos humanos de las personas y a sus libertades, 

pero sobre todo el deber de progresividad tanto a nivel internacional como interno, tutelando 

los derechos de primera y segunda generación, refiriéndome respectivamente a los derechos 

civiles y políticos, así como los derechos económicos, sociales y culturales, de donde surgen 

los tratados internacionales que tutelan esos derechos, conocidos como Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos y Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. Así estos tres ordenamientos internacionales y sumándose a ellos la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en conjunto son el pilar de la prohibición de 

regresividad, pues todos ellos enarbolan el principio de progresividad de los derechos 

humanos. 

La jurisprudencia internacional que emite la Corte Interamericana de Derechos Humanos a 

través de sus sentencias cuyas fuentes son el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la propia jurisprudencia que emite esa 

Corte IDH., reiteran el compromiso de respetar los derechos y libertades reconocidos a las 

personas y prohíben la aplicación de normas contrarias a ello, lo que resulta en una 

prohibición de regresividad de los derechos humanos. 

A nivel interno, el 10 de junio de 2011, México sufrió transformaciones en su Ley Suprema, a 

través de una Reforma Constitucional en derechos humanos, amparo y control constitucional 

(inclusive iniciaron desde el 18 de junio de 2008 con la Reforma Constitucional en Materia de 

Justicia Penal y Seguridad Pública; continuando en 2014 con las denominadas reformas 

estructurales), y con ello una armonización del derecho interno de nuestro país con el derecho 

internacional de los derechos humanos. Modificándose a los artículos constitucionales 1, 11, 
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33, 89 y 102, trascendiendo la modificación a la denominación del Capítulo I de nuestra ley 

superior, y reformándose los diversos de la carta magna 15, 18, 29, 97 y 105. 

En la jurisprudencia mexicana, solo cinco criterios emanados de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación contienen la frase “prohibición de regresividad” en su texto o en su rubro y ni 

uno solo se ha emitido que en su rubro o en su texto lleve el término “prohibición de 

retroceso”, en relación con el principio de progresividad de los derechos humanos, así como 

únicamente dos criterios aislados al respecto, uno de cada sala. 

Por otro lado, los Tribunales Colegiados en nuestro país no han sentado precedentes 

jurisprudenciales sobre dicha terminología en su rubro o en su texto (“prohibición de 

regresividad” o “prohibición de retroceso”), hasta ahora han emitido cuatro tesis aisladas que 

contengan la terminología “prohibición de regresividad”, así como cuatro respecto de la 

“prohibición de retroceso”, igualmente en relación con el principio de progresividad de los 

derechos humanos. 

En la búsqueda de un medio idóneo pero sobre todo eficaz, que resulte en un mecanismo legal 

que restrinja e imponga obligatoriamente la “no regresividad” en observancia al principio de 

progresividad, es necesario entre otras cosas, precisamente la creación de un proceso más 

breve para ello, en el que la garantía contenida en la propia constitución federal de que la 

impartición de justicia sea pronta y expedita se cristalice y ello será posible si se le brinda al 

gobernado un medio de control de la constitucionalidad ad hoc o adecuar para ello a través de 

adiciones o reformas los mecanismos ya existentes, en el cual se mandate que la resolución 

que se dicte goce del proteccionismo erga omnes, adecuando principios procesales como el de 

definitividad y relatividad, entre otros que le son aplicables tanto a los procesos 

jurisdiccionales internos como internacionales, para impugnar leyes y/o tratados 

internacionales en los que se alteren, peros sobre todo que vulneren o restrinjan derechos 

humanos ya reconocidos en tales normas jurídicas, lo cual va en contra del principio de 

progresividad que atañe a los derechos humanos. 

El juicio de amparo indirecto, como mecanismo de control de la constitucionalidad de normas 

generales, disponible hacia los gobernados, no es el adecuado y por lo tanto eficaz, para 

invalidar de manera generales una norma, sobre todo porque su procedibilidad se circunscribe 



120  

a que la norma general impugnada afecte los derechos individuales del quejoso, mientras que 

otros medios de control de la constitución no imponen tal requisito para su procedencia; así, el 

amparo indirecto está lejos de ser el mecanismo idóneo para llegar a invalidar normas 

regresivas de derechos humanos, ya que ese medio de control constitucional fue creado para la 

protección de los derechos humanos de las personas frente a actos positivos o negativos 

realizados por las autoridades en México y que vulneren dichos derechos humanos. 

No es factible obtener una declaratoria general de inconstitucionalidad por el simple hecho de 

resolverse ante un Juez de Distrito un amparo indirecto o cuando un Tribunal Colegiado, o, 

inclusive, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelva sobre uno o algunos amparos 

directos o, en su caso, el o los recursos de revisión sobre estos últimos, ya que se requiere 

observar el proceso de creación de la jurisprudencia en México, sobre todo aquella por 

reiteración de criterios, el cual requiere de tiempo para configurarse y sobre todo conformarse 

de acuerdo a su reglamentación federal, y que muchas de las veces es en exceso el tiempo 

requerido para ello. 

Podría ser un paliativo procesal que se pudiera considerar procedente para el gobernado 

acceder a la acción de inconstitucionalidad, con la finalidad de tener acceso a medios de 

control abstracto de la constitucionalidad de normas generales, como lo serán las leyes o los 

tratados internacionales que contravengan la constitución, debiendo para eso adecuar la ley de 

amparo, evitando llevar a cabo por el gobernado procedimientos de control constitucional, 

verbigracia el juicio de amparo, que solo llega a proteger su sentencia constitucional al 

quejoso; o lo abrumante del juicio de declaratoria general de inconstitucionalidad como ya 

quedó evidenciado, por ser procesos que pueden excederse y extenderse en el tiempo; lo que 

se traduciría en que las sentencias que se emitan en el juicio de acción de inconstitucionalidad 

de acceso a los gobernados tendrían efectos erga omnes, logrando solo así que dicho juicio sea 

una verdadera solución eficaz y eficiente para ese acceso a la justiciabilidad constitucional en  

país, a través de medios de control constitucionales. 

La resolución emanada de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 

contendida en la Tesis: 2a./J. 30/2021 (10a.) de rubro: Pensión jubilatoria. El monto máximo 

previsto en la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado abrogada y en el régimen del artículo décimo transitorio de la ley del ISSSTE vigente, 
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debe cuantificarse con base en el valor de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) y no 

en el salario mínimo (SM), es regresiva de derechos humanos en el ámbito de derechos 

sociales, en virtud de que el carácter cuantitativo de progreso se ve mermado al reducir el 

importe por el cual se le paga al trabajador su pensión, siendo ello como tal un retroceso en 

ese derecho humano que ya había alcanzado, al menos el trabajador que reunía los requisitos 

para su pensión hasta antes de la fecha de entrada en vigor esa jurisprudencia; lo que entraña 

una contravención a lo dispuesto en la legislación constitucional en su artículo primero y 

demás relativos y aplicables, así como de los tratados de la materia de los que México forma 

parte como lo serían la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 

el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales; todos ellos aquí 

analizados. 

 

Por todo lo anterior, considero que resulta necesario no solo en sede internacional, sino sobre 

todo en sede nacional, que se siga generando interés en el tema de la “prohibición de 

regresividad en los derechos humanos”, como en la especie con este trabajo de investigación 

espero haya sucedido, ya que resulta escaso el material bibliográfico al respecto.  

 

A una década de la reforma constitucional en México en materia de derechos humanos, en la 

que de manera expresa se incorporaron como tal los mismos, desde una perspectiva de generar 

en nuestro país una cultura de la legalidad en derechos humanos, enalteciendo la dignidad 

humana en un afán progresista, y dada la importancia del trabajo respecto a las posibilidades 

que abre para nuevos y futuros acercamientos de reflexión, se necesita que prolifere el 

conocimiento y la difusión sobre el particular tema y con ello pueda llegarse a generar un 

mecanismo legal que verdaderamente restrinja e imponga obligatoriamente la “no 

regresividad” en observancia al principio de progresividad de los derechos humanos o que 

tangiblemente logre eficacia legal a la prohibición de regresividad sobre esos derechos.  
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